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RESUMEN 
El presente trabajo de investigación tiene la finalidad de analizar de qué manera el 
Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Identidad del Menor, en el Proceso 
de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de Tumbes; en vista de 
ello, resulta propio de la presente tesis de investigación la necesidad de definir las 
diversas categorías “el derecho a la identidad,  “el principio de cosa juzgada”, temáticas 
involucradas en la presente investigación; asimismo, el presente trabajo de investigación 
se ha elaborado  bajo tipo de investigación descriptivo, con un diseño de investigación 
cualitativa no experimental de la teoría fundamentada. Es así para conseguir nuestros 
objetivos se logró entrevistar un antiguo Juez Especializado en lo Civil de Lima Norte y 
hoy abogado de la Procuraduría del Congreso de la Republica; a una abogada con 
Maestría en Derecho Procesal por la Pontificia Universidad Católica del Perú y abogados 
litigantes especialistas en Derechos Fundamentales, todos con un claro análisis que a 
nuestro sistema normativo de esta naturaleza tanta falta le hace la deseada reforma 
jurídica o mínimamente plenos casatorios o acuerdos plenarios donde se dilucide “la 
prevalencia del Derecho a la Identidad del Menor frente al Principio de Cosa Juzgada en 
el Proceso de Impugnación de Paternidad”. Los instrumentos utilizados fueron la ficha 
de entrevista y la ficha de análisis de fuente documental, a fin de demostrar los supuestos 
jurídicos trazados a partir de la problemática que nos llevó a desarrollar esta modesta 
investigación. Los principales resultados conseguidos en las diversas entrevistas fueron 
defendidos con nuestro análisis a diversas investigaciones y el análisis a diversas fuentes 
documentales en el presente trabajo de investigación, concluyendo de esta manera que 
la Cosa Juzgada en los procesos de impugnación de paternidad no debe estar por encima 
del Derecho a la Identidad, condicionada a la inexistencia de la prueba genética de ADN, 
puesto que este último es de rango constitucional de primera generación, ya que esta no 
actúa por sí sola, sino que conlleva una serie de derechos como la Verdad Genética y el 
Interés Superior del Niño. 
Palabras clave: El derecho a la identidad, el interés superior del niño, la tutela 
jurisdiccional efectiva, impugnación de paternidad, el principio de cosa juzgada.  
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ABSTRACT 
Keywords: The right to identity, the best interests of the child, effective judicial protection, 
challenge of paternity, the principle of res judicata. 
The purpose of this research work is to analyze how the Principle of Judged Matter 
violates the Right to Identity of the Minor, in the Paternity Challenge Process, in the 
Superior Court of Justice of Tumbes; In view of this, the need to define the various 
categories “the right to identity,“ the principle of res judicata ”, issues involved in this 
research, is characteristic of this research thesis; Likewise, this research work has been 
developed under a descriptive type of research, with a non-experimental qualitative 
research design of grounded theory. Thus, to achieve our objectives, it was possible to 
interview a former Judge Specialized in Civil Matters from Lima Norte and today a 
lawyer for the Office of the Attorney General of the Congress of the Republic; to a 
lawyer with a Master's degree in Procedural Law from the Pontificia Universidad 
Católica del Perú and trial lawyers specializing in Fundamental Rights, all with a clear 
analysis that our normative system of this nature is sorely lacking in the desired legal 
reform or minimally plenary sessions or agreements plenary sessions where "the 
prevalence of the Right to Identity of the Minor against the Principle of Thing Judged in 
the Paternity Challenge Process" is elucidated. The instruments used were the interview 
file and the document source analysis file, in order to demonstrate the legal assumptions 
drawn from the problems that led us to develop this modest investigation. The main 
results obtained in the various interviews were defended with our analysis of various 
investigations and the analysis of various documentary sources in this research work, 
thus concluding that the Thing Judged in the paternity challenge processes should not be 
above of the Right to Identity, conditioned to the non-existence of the genetic DNA test, 
since the latter is of the constitutional rank of the first generation, since it does not act 





1.1. Aproximación Temática 
En la actualidad vivimos en un universo globalizado en donde la tecnología y la ciencia han 
avanzado con asombrosa y vertiginosa rapidez; sin embargo, los derechos fundamentales 
también han experimentado una notable expansión y desarrollo, puesto que, debemos 
advertir que la situación actual de los derechos en el mundo todavía prolifera diversos 
problemas y graves violaciones; en este mismo orden y dirección, en el contexto 
internacional se aprecia que el Derecho a la Identidad del Menor en relación al Principio de 
Cosa Juzgada viene mostrando un ansiado problema en el Proceso de Impugnación de 
Paternidad; es por ello, que se tiene como fundamento probatorio de este acápite en el 
hermano país de Colombia, donde se realizó un austero análisis a la sentencia N° T-1229-
2001-MP. Consecuentemente concluyen su investigación indicando que cuando por causas 
ajenas no se realizó el examen de rigor científico del ADN, los Tribunales de Justicia 
Colombiana deben permitir impugnar la presunción de paternidad tanto al padre, madre e 
hijo de modo imprescriptible (Murillo. 2014, p. 81). 
En el sistema de justicia peruano la mayoría de magistrados dictan sentencias en procesos 
de filiación extramatrimonial sólo basándose en la formalidad de las normas jurídicas, 
específicamente aplicando de manera intransigente y literal lo dispuesto en la Ley N° 28457 
– Ley que regula el proceso de filiación judicial de paternidad extramatrimonial – y su
modificatoria (Ley N° 30628) que cuando el demandado rebelde (o apersonado sólo al
proceso más no a la toma de muestras genéticas) por razones ajenas al proceso no se presenta
a la diligencia clínica de ADN el juzgador en su representación lo declara padre mediante
sentencia, sin habérsele realizado esta prueba de rigor científico, pues como esta Ley así lo
establece y exige no le queda otro camino, ni el de ponderar principios, más que el de
aplicarla.
Como lo ocurrido en la Corte Superior de Justicia de Tumbes, el Juez de Familia al resolver 
la pretensión de Impugnación de Paternidad declarada mediante sentencia manifestó su 
improcedencia de manera liminar, por el hecho que la declaración de paternidad tiene la 
calidad de Cosa Juzgada y por lo tanto el presunto padre (al que jamás le hicieron prueba 
genética de ADN) tiene que seguir siéndolo por siempre (Ex. N° 2718-2017 - Tumbes). De 
esta manera cabe preguntarse ¿el presunto padre tiene derecho a impugnar esta sentencia 
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que, aunado a este panorama, tiene la calidad de consentida? Casi todos los juzgadores al 
conocer causas similares contestarán con un no rotundo e inexorable. 
Para impugnar la paternidad declarada judicialmente cuya sentencia tiene ya varios años y 
los plazos de las acciones en la vía ordinaria ya quedaron prescritas pareciera ser un 
imposible jurídico por el hecho de haberse ya juzgado la causa primigenia, ante este 
fenómeno el presunto padre tiene no derecho de oponerse con una prueba genética de ADN 
porque los plazos se cumplieron en demasía. Asimismo la verdad genética a fin de saber con 
certeza científica el tronco genealógico de nuestra descendencia sólo debe ocupar un espacio 
en la literatura, más no en nuestro sistema jurídico, agravándose más la situación porque 
dicha verdad del imperio genético no sólo se le está imponiendo la barrera legalista al padre, 
sino que se está mancillando, el derecho a la identidad, el principio del interés superior del 
niño y el derecho a conocer el tronco biológico de su descendencia, para que un futuro sepa 
realmente hacia dónde va.  
En consecuencia, el Derecho a la Identidad del Menor frente al Principio de Cosa Juzgada 
en el Proceso de Impugnación de Paternidad es la agenda no tan importante de nuestros 
magistrados. Realidad que vive nuestro país desde hace mucho tiempo atrás. Situación que 
ha provocado la confrontación de varios derechos fundamentales reconocidos en nuestra 
Carta Magna de 1993. Efectivamente en la actualidad existe un conflicto jurídico entre el 
Derecho a la Identidad del Menor frente al Principio de Cosa Juzgada en el Proceso de 
Impugnación de Paternidad, es decir, de alguna manera resulta necesario ponderar ambos 
derechos para determinar cuál de ellos tiene peso mayor para dar solución a una 
incertidumbre jurídica que nos aqueja a diario. Con el único propósito de proteger y solventar 
derechos fundamentales que asiste a todo ser humano dentro de la sociedad y Estado.  
Si nos preguntasen ¿Cuál sería la solución a la presente investigación planteada?, 
rotundamente responderíamos que un nuevo Pleno Casa torio Constitucional o la 
modificación de la Ley de Filiación Extramatrimonial culminaría con esta cruzada normativa 
que afrentan los magistrados a diario. Además, ayudaría a resolver demandas interpuestas 
por el grupo de personas que particularmente exigen que se les conceda la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva sobre la Impugnación de Paternidad Extramatrimonial de manera 
eficaz. En efecto se debe permitir el sometimiento al examen de la prueba genética del ADN 
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de manera imprescriptible. Ciertamente los colegiados en este contexto cuando la Cosa 
Juzgada es importante, esta institución no puede poner fin al proceso cuando está en tela de 
juicio el derecho a la identidad del menor. Consecuentemente la ponderación de derechos 
fundamentales en relación al principio de cosa juzgada de alguna manera contribuirá con el 
fortalecimiento de nuestro sistema de justicia. 
 
Antecedentes Internacionales  
 
Arguello y Ovares (2009), en su Tesis titulada. “La Cosa Juzgada en la Filiación y el 
conflicto en su aplicación con Principios Constitucionales” en Costa Rica, para optar el 
grado de licenciamiento. En la investigación se plantean desplegar un análisis sobre los 
aspectos básicos del derecho de filiación, con la finalidad de proteger derechos 
constitucionales de todo ser humano. El instrumento de investigación se centra en la 
evaluación de los diversos criterios pronunciados por los diversos Órganos Jurisdiccionales 
Costarricenses. Consecutivamente concluyen su investigación indicando que una sentencia 
con calidad de firme dictada en un proceso de filiación, cuando en esta no se practicó la 
prueba de rigor científico del ADN, se debe admitir a trámite recursos impugnatorios de 
manera liminar para determinar con certeza la identidad genética del padre e hijo.  
 
Murillo (2014), en su tesis titulada. “La Responsabilidad Civil derivada de la controversia 
suscitada alrededor de la Filiación” en Colombia, para optar el título de Abogado. Se plantea 
en la investigación desplegar un análisis sobre la prueba más importante del ADN en el 
proceso de filiación, permitiendo de esta manera ejercer la Tutela Jurisdiccional Efectiva al 
padre, madre e hijo de modo imprescriptible. El instrumento de investigación fue sobre el 
análisis de la Sentencia T-1229-2001, M.P emitida en este país. Concluye su investigación 
de manera austera que en los Procesos de Filiación sobre el Derecho a la Identidad la prueba 
más importante será el ADN.  Teniendo como finalidad la protección de derechos 
fundamentales de todo ser humano. También se debe permitir impugnar la presunción de 
paternidad sin límite de tiempo. 
 
Aguilar (2006) en su tesis titulada. “El Derecho a la Identidad en la Filiación Adoptiva” en 
Chile. En la investigación se plantea desarrollar un estudio a la normativa sobre el derecho 
a la identidad y adopción, para permitir el enriquecimiento jurídico de los magistrados y los 
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estudiantes de las ciencias legales. El instrumento de investigación fue sobre el análisis de 
la Ley N° 19.620. Ley que regula el Derecho a la Identidad. Concluye su investigación 
identificando que el derecho a la identidad y adopción son derechos fundamentales de todo 
ser humano.  
  
Los Abogados (2008), en su tesis. “La vulneración de la Prescripción de la Acción de 
Paternidad en el Derecho a la Identidad, en la cuidad de Ambato, provincia de Tungurahua” 
en Ecuador. En la investigación desarrollan un análisis jurídicamente y jurisprudencialmente 
sobre la ponderación constitucional del derecho a la identidad que no puede perder por 
prescripción o por cualquier interpretación extensiva de la norma judicial, permitiendo de 
esta manera plantear una propuesta de reforma al artículo 257 del Código Civil Colombiano. 
El instrumento de investigación fue sobre análisis al resultado de las encuestas realizadas a 
los 222 Abogados y Jueces de la provincia de Tungurahua. Concluyen su investigación 
considerando que todo menor tiene derecho a llevar el apellido del padre y cuando hay 
presunción de paternidad debe admitirse sin importar el lapsus del tiempo el examen de rigor 
científico del ADN.  
 
Gonzales (2010), en su tesis denominada. “La Cosa Juzgada en Materia Civil” en Nicaragua. 
En la investigación se plantea estudiar la cosa juzgada en materia civil, con la finalidad de 
desvirtuar errores dogmáticos. Su instrumento de investigación fue sobre el reconocimiento 
de las características de la cosa juzgada y el análisis de los límites objetivos y subjetivos de 
este principio constitucional. Concluye su investigación identificado que el instituto de la 
Cosa Juzgada presenta un valor muy importante de inimpugnabilidad e inmutabilidad en las 
resoluciones judiciales; demás una sentencia con calidad de firme debe ser separada de las 
etapas impugnatorias. 
 
Antecedentes Nacionales  
 
Pinella (2014), en su tesis titulada. “El Interés Superior del Niño vs Principio al Debido 
Proceso en la Filiación Extramatrimonial” para obtener el título de Abogado. En su 
investigación se plantea ponderar derechos sobre el interés superior del niño con excepción 
al principio de cosa juzgada en el proceso de filiación extramatrimonial, para permitir llenar 
vacíos legales en la promulgación de nuevas leyes y para tomar decisiones en casos en que 
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no exista norma expresa. El instrumento de investigación fue el análisis de la Jurisprudencia 
N° 00550-2008-PA. Concluye su investigación identificando que el interés superior de niño 
y la verdad biológica se preserva ante cualquier principio constitucional y ante cualquier 
derecho procesal por estar protegidos por el Ordenamiento Jurídico y por la Convención 
Internacional de los Derechos del Niño.  
 
Mendoza (2015), en su tesis titulada. “Protección del Derecho a la Identidad Biológica con 
la Impugnación de Paternidad en el Perú, Argentina, Brasil y Costa Rica”. En su 
investigación se plantea realizar un austero análisis a los diversos ordenamientos jurídicos 
nacionales e internacionales sobre la identidad biológica, para mejorar nuestro 
Ordenamiento Jurisdiccional. Concluye su investigación identificando que el Derecho a la 
Identidad Biológica es protegido de manera constitucional en Argentina, Brasil y Costa Rica. 
Además, la impugnación de paternidad tiene como finalidad precisar el verdadero parentesco 
biológico de todo ser humano.  
 
Huerta (2015), en su maestral tesis titulada. “Inaplicación de la Presunción de Paternidad 
por la prevalencia de la Prueba de AND”, en la investigación se traza desarrollar un análisis 
sobre la prevalencia del Derecho a la Identidad frente a la Presunción de Paternidad, para 
permitir a nuestro ordenamiento jurídico ponderar certeramente derechos fundamentales en 
el proceso de filiación extramatrimonial. El instrumento de investigación fue el análisis de 
diversas sentencias, plenos casatorios, etc. Concluyendo su investigación identificando que 
el derecho a la identidad prevalece frente a la presunción de paternidad dentro de nuestro 
ordenamiento legal tanto en aspecto estético como en aspecto dinámico. También finaliza 
que el derecho a la identidad es un derecho constitucional complejo el cual abarca diferentes 
factores que son importantes para la formación de la identidad. 
 
Roncal (2015), en su tesis titulada. “Los problemas de Adopción Internacional en el Perú 
frente al Interés Superior del Niño y Adolecente”. Tesis para obtener el Título Profesional 
de Abogada en la Universidad Cesar Vallejo Lima Norte. Se plantea investigar sobre los 
problemas más significativos de la adopción internacional en el Perú frente al interés 
superior del niño y adolecente, para determinar las causas que generan la demora en la 
emisión de las resoluciones jurisdiccionales. El instrumento de investigación fue el análisis 
de 05 entrevistas realizadas a Conciliadores Extrajudiciales Civiles - Familia, Juzgados de 
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Paz de Puente Piedra y Abogados. Concluye su investigación identificando que los Poderes 
Públicos deben dar protección especial a los menores amparándose en la Constitución. Los 
Órganos Jurisdiccionales en todo proceso judicial deben priorizar de manera obligatoria el 
interés superior del niño y del adolecente. 
 
Tentalean (2017) en su tesis. “La vulneración del Derecho a la Identidad del Menor en los 
casos de Impugnación de Paternidad Matrimonial”. En la investigación se proyecta 
desarrollar un análisis a la normativa civil sobre la impugnación de paternidad matrimonial, 
para permitir la protección del derecho a la identidad ante los vacíos normativos en la 
impugnación de paternidad matrimonial. El instrumento y las técnicas de investigación fue 
la observación directa a la doctrina, jurisprudencia, legislación, teorías y principios. 
Concluyendo en su investigación identificando que la normativa jurídica civil limita al 
presunto padre a impugnar la paternidad en el proceso de filiación matrimonial. También 
finaliza considerando que la acción de impugnación no debe estar limitada por el tiempo. 
  
1.2. MARCO TEORICO 
 
Definición del Derecho a la Identidad 
 
El Derecho a la Identidad es un derecho inalienable que posee todo ser humano dentro de la 
sociedad y Estado; es por ello, que toda persona desde que nace cuenta con atributos, 
biológicos y culturales personalísimos. La identidad permite individualizar a todo individuo 
frente al grupo de personas en la sociedad, sin embargo, es necesario recalcar la identidad 
abarca una variedad de derechos como el derecho a tener un nombre, el derecho a llevar un 
apellido, el derecho a ser parte de una familia y el derecho a conocer a sus verdaderos padres 
biológicos. Como lo hace notar Alvares (2016) afirmando. “La identidad en general es la 
necesidad y la capacidad que tiene todo individuo de encontrar lazos biológicos, sociales y 
culturales dentro de la sociedad” (p. 117). Se puede deducir que la necesidad de todo ser 
humano es concretar el derecho a la identidad por intermedio de un apellido, un nombre, 




El Derecho a la Identidad tiene una característica común a la especie humana, el cual nos 
diferencia de las demás personas, es decir, la identidad involucra todas las extensiones de la 
persona que lo hacen distinto y original a los demás; es por eso, que por intermedio del 
Derecho a la Identidad todo ser humano alcanza a exigir cada uno de los elementos 
subjetivos y objetivos de identificación. Como lo hace notar Rubio (2018) sosteniendo lo 
siguiente. “El derecho a la identidad cubre una amplia gama de derechos establecidos en la 
Constitución, en todos estos casos la identidad tiene una significación particular y actúa 
sistemáticamente como protección adicional a la persona” (p.100). En vista de ello el 
derecho a la identidad tiene consideración especial, puesto que todo ser humano puede exigir 
en cualquier momento que sea identificado de manera cordial. 
Resulta oportuno considerar, por intermedio del Derecho a la Identidad todo ser humano 
conoce el verdadero nombre de sus padres biológicos cuando en la reproducción humana no 
tuvieron un vínculo de parentesco o unión familiar; en lo seguido, si observamos a nuestra 
realidad peruana es un país pluricultural y plurirracial, por ende, el Derecho a la Identidad 
debe ser considerado y protegido de acuerdo al origen de los diversos grupos culturales y 
sociales. Por su parte. Rubio refiere. “La historia de cada persona también pertenece a su 
identidad” (p.105). Hay que mencionar que el derecho a la identidad debe ser entendido en 
sentido de civilización; por lo tanto, nuestro ordenamiento jurídico tiene una doble función 
primero debe permitir que el derecho a la identidad se haga efectivo y segundo que el titular 
de ese derecho sea identificado de forma genética. 
Sin embargo, conviene subrayar que la identidad es un elemento esencial que forma parte de 
la estructura de todo ser humano; por lo tanto, el Estado debe dar protección y garantizar su 
la plena vigencia del mencionado derecho, es por ello que se considera, que el Derecho a la 
Identidad se materializa mediante la identificación real de los padres biológicos de todo 
menor, en este sentido no solamente implica conocer el origen biológico, sino también la 
pertenencia social y cultural dentro de la sociedad. Dicho con las palabras de Jiménez (2017). 
“La identidad representa la individualidad y potencialidad de toda persona que forma parte 
de un grupo social, así mismo este derecho garantiza libertades y derechos de orden 
constitucional” (p. 120). Se puede deducir que toda persona tiene derecho a la identidad, en 
consecuencia, el Estado y la sociedad deben garantizar y proteger su plena vigencia. 
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El Derecho a la Identidad está compuesto por elementos fundamentales que permiten 
individualizar a la persona dentro de la sociedad, puesto que, estos elementos objetivos y 
subjetivos tienen gran significancia en la identidad de los seres humanos. La identidad 
distingue rasgos consanguíneos respecto a las demás personas que habitan en una población, 
es así, que el derecho a la identidad caracteriza a las personas de manera física y genética; 
hay que mencionar también que la identidad distingue creencias y costumbres de los 
individuos que pertenecen a un determinado sector. Desde la posición de Sokolich (2018) 
manifiesta. “El derecho a la identidad se concibe en diversas facetas en atención al nombre, 
sexo, herencia genética, sexo y dinamismo. Simultáneamente, la identidad se materializa en 
dos interrogantes ¿Quién es? ¿Cómo es? la persona” (p.70). Desde mi punto de vista, para 
la materialización del derecho a la identidad se debe exigir a los magistrados ponderar 
derechos de manera integral en razón a datos biológicos que individualizan a las personas.  
 
Igualmente, el Derecho a la Identidad es la esencia del conjunto de rasgos que individualizan 
a todo ser humano, más aun, este derecho hace único en su especie dentro de la sociedad, es 
necesario recalcar los derechos personalísimos de la persona están vinculados con la 
dignidad humana, de igual modo, la finalidad de este derecho es reconocer a la persona por 
intermedio de la carga genética, sexo, nombre de todo ser dentro del núcleo familiar. Lo 
dicho hasta aquí supone que las calificaciones y características de los seres humanos varían 
en trascurso del tiempo solo en ámbito de edad, físico y vínculos de parentescos más no en 
el ámbito genético. En la opinión de Mella (2018) enfatiza lo siguiente. “La identidad genera 
derechos y obligaciones jurídicas entre las personas con vínculos familiares, sobre todo este 
derecho se manifiesta en el individualismo y el origen genético que hacen únicos a las 
personas” (p. 81). Sin embargo, se puede mencionar que el derecho a la identidad acarrea 
consecuencias legales cuando un menor no ha sido reconocido por intermedio del examen 
genético.  
 
Es importante destacar que el Derecho a la Identidad es un derecho fundamental que posee 
toda persona; es así, que por intermedio de este se adquieren otros derechos constitucionales. 
Todavía cabe señalar la identidad constituye el principal reconocimiento de diversos 
aspectos biológicos y físicos de la persona; en consiguiente, la dimensión subjetiva de este 
derecho tiene una singular connotación, ya que cada ser humano es singular, único e 
irrepetible en la sociedad; dado que toda percepción de identidad presupone los rasgos y 
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atributos personalísimos que posee todo ciudadano. Desde el punto de vista profesional 
Amado (2018) afirma. “La identidad es el sello característico de cada ser humano, en 
relación a las consideraciones sobre los aspectos religiosos, culturales y sociales” (p.91). Del 
mismo modo este derecho goza de especial protección frente a los otros derechos 
consagrados en la Constitución.  
 
El Derecho a la Identidad frente al Principio de Cosa Juzgada Proceso de Impugnación de 
Paternidad es un tema no debatido, inclusive hemos empañado discernimiento después de 
realizar diversas investigaciones sobre nuestro sistema jurídico, tanto por la reglamentación 
peruana y por la extensiva ciencia concerniente a dicho anómalo, lo que sí se puede apreciar 
son variedades de suposiciones y conceptualizaciones sobre el tema de investigación. Pues 
adelante se mostrará estas afecciones en transcurso de esta indagación. El Derecho a la 
Identidad, primera categoría del presente trabajo de investigación se encuentra prescrita en 
nuestra Norma Constitucional de 1993 en el artículo 2 inciso 1. Por lo tanto, es uno de los 
derechos fundamentales que posee todo ser humano. 
 
Asimismo, el Derecho a la Identidad está siendo desplazado por sentencias que declaran la 
paternidad en diversos Procesos de Impugnación de Paternidad, es necesario señalar que la 
identidad tiene jerarquía constitucional y está reconocido por nuestro sistema jurídico, el 
cual, no tendría por qué ser apartado por una sentencia judicial, es decir, este derecho no 
puede subordinarse a un plazo de caducidad sobre la Declaración de Paternidad y por ende 
a una sentencia; es así que al reconocer nuestra Carta Magna como un derecho fundamental 
nos encamina a abordar otros derechos conexos al mismo como son: el derecho a saber la 
verdadera identidad del menor, el derecho a saber quién es su padre biológico, así como el 
derecho del accionante a saber la verdad, etc.  Derechos que no pueden estar supeditados a 
la determinación del tiempo, más aun, cuando jamás se han practicado el examen de la 
prueba genética ADN sobre el menor, el padre y la madre en la audiencia única de la prueba 
de muestras clínicas. 
 
Gomes (2012) sostiene. “Characters of personal identity demand the right to have our most 
recent and actual identity recognized and ascertained by others” (p. 129). Esto es, el Derecho 
a la Identidad se manifiesta por intermedio de restos genéticos históricos de toda persona 
(que básicamente puede ir en contra de la identidad actual borrada), es decir, logrando 
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conseguir actos más antiguos y hechos identificativos del pasado; asimismo, el Derecho a la 
Identidad cubre una amplia gama en la construcción de la historia futura de un ser humano, 
pero también elimina el pasado; por otro lado, el proceso de construcción de la identidad 
personal permite identidades diferentes y nuevas identidades que se materializaran por 
intermedio de un examen biológico de identificación individual, es así, que todo individuo 
por intermedio del derecho a la identidad rompe cadenas de filiación, modifica nombres y 
elimina nacionalidades.  
 
Cundo un menor sea privado ilegalmente de cualquier elemento que compone su identidad, 
el Estado debe proporcionar todos los mecanismos adecuados de protección con el objetivo 
de restablecer su verdadera identidad genética; asimismo, los Organismos Judiciales en todo 
proceso jurisdiccional están comprometidos a respetar cualquier derecho fundamental de 
todo menor; por ende, están comprometidos a preservar su identidad, su nacionalidad, las 
relaciones familiares y en la medida posible su apellido paterno y materno. Lyons en el 
(2018) afirma. “Through the right to identity, the child knows his true genetic parents, the 
right to know the truth (if they have been adopted), but also the children born through 
assisted reproduction” (p. 3). Es importante destacar, que por intermedio de la identidad todo 
menor accede a la información sobre sus orígenes biológicos y genéticos; entonces, el 
derecho a la identidad del menor tiene prioridad sobre cualquier privacidad y este debe ser 
garantizado constitucionalmente. 
 
De acuerdo con Rouocco. “The Constitution’s protection of the rights to privacy, identity, 
speech, belief, and life-determining decisions serves as a bulwark against a totalitarian 
attempt to submerge the individual beneath the State” (2016, p.211). Es decir, cuando los 
derechos fundamentales del menor están siendo desplazados por normas jurídicas por parte 
de los poderes jurisdiccionales el Estado debe garantizarlos y protegerlos; en ese contexto, 
el Derecho a la Identidad abarca un totalitarismo que se apropia de la autonomía individual 
y cuando exista presunción de identidad genética el Estado debe brindar todas las facilidades 
y mecanismos alternativos de identificación; es por ello, que el Estado no puede conformar 
afirmativamente a los ciudadanos para que se ajusten a sus propios deseos normativos; los 
menores no son criaturas del gobierno; son individuos con derecho a la identidad. La 





El Interés Superior del Niño  
  
Se puede inferir que el Principio del Interés Superior del Niño es un derecho fundamental 
proclamado en nuestro Ordenamiento Jurídico, puesto que, este principio se debe catalogar 
como inspiración en las diversas decisiones judiciales; dicho de otra manera, todo Órgano 
Jurisdiccional debe prevalecer y proteger el interés superior del niño de manera obligatoria, 
por eso, los legisladores son los responsables del diseño, aplicación, y limitación e 
interpretación de la normativa vigente, es decir la determinación de este erguido precepto se 
aplica de manera individual, además los operadores judiciales deben tener como precedente 
al interés superior del niño para resolver procesos futuros. En el (2016) Torre cuadrada 
afirma lo siguiente. “(…) toda decisión de los Órganos Judiciales y Administrativos deberá 
interpretarse en cuestión a la luz del Principio del Interés Superior del Niño” (p. 8). Se 
considera entonces que los fundamentos y las decisiones jurisdiccionales deben tener como 
precedente al interés superior del niño. 
 
En este sentido los derechos constitucionales de todo menor implican un deber primordial 
para el Estado, con esto se quiere decir, que la sociedad conjuntamente con el gobierno debe 
implementar nuevas políticas y garantizar la discrecionalidad sobre la vulneración de este 
derecho; lo dicho hasta aquí supone que el interés superior del niño sirve para garantizar el 
respeto de todo ser humano dentro de la sociedad. En el (2009) la Defensoría del Pueblo 
señala. “El interés superior del niño sirve de criterio interpretativo de las normas vigentes, 
así como, aquellas prácticas que no se encuentran expresamente recogidas por la Ley. A su 
vez permite llenar vacíos o lagunas legales (…)” (p.18). Desde el punto de vista 
constitucional se puede inferir que el interés superior del niño debe ser interpretado de 
manera sistemática e integral con la finalidad de suplir vacíos legales. 
 
Asimismo, todo Órgano Jurisdiccional en sus disposiciones, sentencias, resoluciones 
juridiciales o administrativas con respecto al Principio del Interés Superior del Niño están 
obligados en dar protección y cumplimiento a este derecho, es decir los derechos 
fundamentales de todo menor tienen prioridad directa o indirecta en todo proceso judicial. 
Por su parte. Aguilar (2016) refiere. “El interés superior del niño es un derecho que se otorga 
al menor, para que se le considere de manera primordial en todas las medidas que lo afectan 
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directa o indirectamente” (p. 364). Conforme a lo citado se puede mencionar todo proceso 
judicial o administrativo debe tomar en consideración de manera obligatoria el interés 
superior del niño; asimismo se tiene que respetar este derecho de manera limitar en toda 
instancia procesal.  
Por otro lado, nuestro Estado peruano debe garantizar la plena vigencia de los derechos 
fundamentales del niño y adolecente, puesto que deben tener como objetivo principal el 
establecimiento de garantías procesales y parámetros con respecto al interés superior de niño, 
en consecuencia, este precepto fundamental tiene prioridad en todo procedimiento o proceso 
cuando los derechos fundamentales se ven vulnerados directa o indirectamente. En el (2016). 
Sotomarino señaló. “Los criterios de la aplicación del interés superior del niño, deben tener 
priorización en todo proceso cuando se vieran afectados los derechos del niño y del 
adolecente” (p. 365). Entonces se puede considerar que el interés superior del niño es de 
mera obligación y consideración en todas las disposiciones jurisdiccionales y administrativas 
con la finalidad de solventar derechos fundamentales inherentes a toda persona.  
Después de lo anterior expuesto el derecho precedente goza de especial protección y vigencia 
por parte del Estado y la sociedad, habría que decir también este derecho es el sustento de 
toda disposición normativa, por ende, las disposiciones y decisiones deben tener como 
precedente al interés superior del niño constituido en nuestra Carta Magna. Desde el punto 
de vista de Sokolich (2016) afirma. “El interés superior del niño debe prevalecer sobre otros 
intereses. La interpretación de la norma jurídica debe proteger especialmente al niño y al 
adolecente” (p. 367). En este sentido toda decisión judicial debe prevalecer y tomar en 
consideración suprema al interés superior del niño y adolecente, de esta manera, se logrará 
el respeto y satisfacción de los derechos fundamentales inherentes a todo ser humano.  
Sobre la base de las consideraciones anteriores se afirmar que el Interés Superior del Niño 
es un derecho fundamental que posee todo menor y adolecente, en este sentido, toda 
disposición emitida por los organismos jurisdiccionales debe tener especial consideración 
jurídica respecto a este derecho. Significa que el Estado y la sociedad en la adopción de 
acciones y decisiones superan cualquier barrera de orden material o formal en salvaguarda 
del interés superior de todo menor; por ello el interés superior del niño se encuentra regulado 
en nuestro ordenamiento jurídico en el artículo 06 del Título Preliminar del Código de los 
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Niños y Adolescentes, el cual concretiza lo siguiente. “En toda decisión o disposición 
concerniente al niño, el estado atreves de sus organismos judiciales, debe considerar el 
Principio del Interés Superior del Niño”. Es decir, este derecho prevalece ante cualquier 
suposición de la norma jurídica.  
 
Al mismo tiempo la máxima doctrina del Interés Superior del Niño está constituida dentro 
de la protección integral de los derechos fundamentales, todos los temas que involucran 
derechos constitucionales inherentes al ser humano, es por ello, que todo Juez debe tener 
como sustento a este principio; por lo tanto, el interés superior del niño gaza de especial 
protección dentro del núcleo familiar y del Estado, puesto que, actúa como límite de las 
actuaciones judiciales, legislativas y administrativas. Por otra parte, se debe agregar que el 
principio de interés superior del niño está orientado en dar soluciones a conflictos complejos. 
Cuando hay confrontación de derechos fundamentales la decisión de las autoridades 
judiciales se debe realizar preconizando el interés superior del niño. Dicho con las palabras 
de Sokolich (2018). “El principio del interés superior del niño orienta y limita a las 
actuaciones de las autoridades jurisdiccionales. Este principio orienta soluciones cuando hay 
conflicto de derechos” (p.68). Es necesario recalcar que el interés superior del niño tiene 
fuerza normativa al momento de la interpretación de las normas jurídicas.  
 
Es importante destacar el Principio de Interés Superior del Niño tiene consideración 
primordial en todas las decisiones de los Órganos Jurisdiccionales, habría que decir también 
que el interés superior del niño tiene prioridad ante cualquier coalición de derechos que 
pretendan contraponerse, por ende, el derecho mencionado goza de consideración 
constitucional referenciado en el artículo 4 de nuestra carta marga de 1993; no obstante, en 
la vida práctica de este principio se vincula directamente a toda medida concerniente que 
adopte los Poderes del Estado, el cual se debe tomar en consideración al interés superior del 
niño y adolecente. Desde el punto de vista legal, Sokolich (2018) escribe. “El interés superior 
del niño debe ser considerado de manera primordial en todas las decisiones de los Poderes 
de Justicia del Estado” (p.84). Avanzando en nuestro razonamiento, toda política nacional y 
local con respecto a la confrontación de derechos fundamentales deben tomar en 




Sin embargo, esta sub categoría también involucra a otros derechos del ser humano, así 
como, el derecho del padre a ejercer la paternidad, el derecho de verdad biológica, etc. 
Asimismo, estos derechos están plenamente reconocidos en el artículo 3 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas, y 
ratificada por el Estado Peruano Mediante Resolución Legislativa N° 25278, además por el 
artículo 6 del Código de Los Niños y Adolescentes, concreta lo siguiente. “Todo niño y 
adolecente tiene derecho a conocer a sus padres, tiene derecho a llevar un apellido y tiene 
derecho a que se identifique como tal (…)”. Del mismo modo el Estado debe tener como fin 
primordial proteger derechos fundamentales cuando se encuentran vulnerados. 
 
Grim considera. “No universal operational definition exists for best interest of the child. 
Rather, each state is left to determine what guiding principles, factors, policies, practices, 
and evidence will be used to define best interest of the child under both family law and 
juvenile law” (2017, p.4). Se aprecia entonces, el Estado para comprender mejor sobre la 
definición del interés superior del niño son en virtud al derecho de menores y del derecho de 
familia, es por eso, que el término “el mejor interés del niño” se utiliza para determinar el 
mejor derecho que tiene el menor en todo proceso judicial; sin embargo, los Órganos 
Jurisdiccionales deben consideran como fundamento interpretativo al interés superior del 
niño ante cualquier norma jurídica procesal en un caso concreto, asimismo los tribunales de 
familia tienen como prioridad principal velar por la seguridad y el respeto de los derechos 
fundamentales de todo menor.  
 
El Departamento de Salud y Servicios Humanos de los Estados Unidos (2016) considera. 
“The best interests of the child,” the term generally refers to the deliberation that courts 
undertake when deciding what type of services, actions, and orders will best serve a child as 
well as who is best suited to take care of a child” (p.2). Asimismo, las consideraciones del 
“interés superior” se realizan específicamente teniendo en consideración una serie de 
factores conectados con las circunstancias de la madre y del padre, con la seguridad máxima 
y preocupación por el bienestar primordial del menor; es decir, el Estado debe exigir a los 
tribunales considerar cada factor sobre el interés superior del niño en sus decisiones 
judiciales, también los Estados deben hacer cumplir también dentro del sistema judicial las 





Pimentel manifesto. “The “best interest” standard is an appealing one at face value because 
children are viewed as innocent and vulnerable parties who cannot protect their own 
interests; it may seem obvious that the courts and the “system” should be looking out for the 
child” (2016, p.25). Es decir, el mejor interés superior del menor, se utiliza en la 
interpretación de diversas normas jurídica, entonces la aplicación de esta ley demuestra que 
el Estado debe preocuparse por las entidades o autoridades que vulneran este derecho en la 
sociedad, es por ello, resulta oportuno considerar al interés superior del niño triunfa sobre 
cualquier derecho que tenga el supuesto progenitor, asimismo considero que este derecho 
debe ser empleado ante cualquier solución a un caso concreto para triunfar, cabe mencionar 
que muchos magistrados en la aplicación de la norma jurídica vulneran o ignoran derechos 
fundamentales e intereses de los padres e hijos.  
 
El Principio de Verdad Biológica 
 
La finalidad de todo juicio de impugnación de paternidad es confirmar la filiación por 
intermedio de la verdad biológica, por ende, se debe admitir obligatoriamente a las pruebas 
del examen consanguíneo para saber con certeza sobre nexo biológico del padre y del hijo; 
mientras tanto sino se realiza esta apertura los magistrados siempre van a incurrir en 
presunción normativa. Como expresa Llancari (2008). “Atreves de la verdad biológica nos 
identificamos con nuestros descendientes (…) también hace referencia a fenómenos que 
suponen identificación cromosómica entre padres e hijos” (p.95). Al respecto conviene decir 
los magistrados deben reglamentar sus decisiones en todo proceso de impugnación de 
paternidad por intermedio de la determinación de la prueba genética del ADN, es decir, que 
por intermedio de este examen se identifica con certeza la identidad genética de toda persona.   
 
De acuerdo con los razonamientos que se han venido realizando, el Principio de Verdad 
Biológica está relacionado siempre con la determinación del origen biológico de todo ser 
humano inmerso en un proceso de filiación, también se debe agregar que el enunciado acoge 
la unión sexual de la madre y padre, más aun, teniendo como consecuencia la procreación 
de un hijo. Por tanto, los magistrados deben tomar en consideración estos presupuestos 
jurídicos en la determinación y regulación de las normas jurídicas dentro del proceso de 
filiación extramatrimonial. En el (2014) Segura señalo. “(…) el principio de verdad 
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biológica ha de prevalecer siempre. Además, debe ceder ante la realidad social” (p. 12). Al 
respecto conviene decir el aspecto biológico de toda persona se determina por intermedio 
del examen genético del ADN.  
 
Wailoo, Nelson, et al. (2012) sostienen. “Genetics makes possible bold claims about self and 
family that may be at odds with these long-relied-upon artifacts of identity. When seeking 
historical guidance as to who we are, we can look backward in multiple ways” (p. 13). Por 
lo tanto, el enigma fundamental del Principio de Verdad Biológica se concreta mediante la 
pregunta ¿Qué soy yo? donde la genética y el problema de la identidad viene marcando un 
grande acervo dentro de la historia de cada persona, asimismo de lo que nosotros mismos 
podemos creer sobre nuestra dependencia congénita en función de nuestras fotografías, de 
nuestras tradiciones familiares, nuestro pasado recuerdo o el recuerdo de nuestros 
antepasados, la verdad biológica hace que las afirmaciones sean posibles sobre sí mismo y 
la familia puede vencer las adversidades por intermedio del examen genético. El objetivo de 
este mecanismo es orientar y buscar la verdad sobre quiénes somos y concretar por 
intermedio de exámenes clínicos la identidad biológica de todo ser humano.  
 
Segura en el (2014) sostiene. “El Principio de la Verdad Biológica, está relacionado con la 
determinación de la maternidad y sobre las técnicas de reproducción humana” (p. 12). La 
verdad biológica es un principio que tiene importancia en la determinación del nexo 
biológico entre el padre y madre dentro de un proceso de filiación. Las reglas especiales de 
este principio se caracterizan por tener técnicas especiales en la osadía de la reproducción 
humana, es por ello, que la prueba del ADN sirve como medio probatorio en todo proceso 
de filiación para la determinación del nexo consanguíneo del padre, madre y menor. La 
reproducción humana proviene de la unión sexual del hombre y la mujer, por ende, cuando 
exista duda sobre la paternidad y maternidad del menor, la técnica efectiva para la 
determinación de la identidad de todo menor será el sometimiento a un examen científico 
del ADN.  
 
El argumento de la Verdad Biológica se basa en el instrumento del Derecho de Familia, es 
decir, el tren biológico de la herencia genética proviene de las generaciones precedentes, en 
este orden de ideas, la ascendencia parental es producto de los vínculos consanguíneos 
manteniéndose de manera intacta el árbol genealógico de todo ser humano, también se puede 
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mencionar que no se puede renunciar, modificar, ni transferir a la verdad biológica. Por su 
parte. Martínez (2017) refiere que. “La verdad biológica nace de las siguientes interrogantes 
¿Quién soy?, ¿Quiénes son mis orígenes?, ¿De dónde vengo? (...) El derecho a la identidad 
biológica es mantener la familia consanguínea” (p.37). Con referencia a lo anterior se deduce 
la verdad biológica es fundamental pues por intermedio de esta se materializa la identidad 
personal, en consecuencia, cuando exista duda sobre presunción de paternidad se debe 
realizar de manera austera el examen de rigor científico del ADN para saber con exactitud 
el origen genético de todo ser humano.  
 
En el marco de las observaciones anteriores el Derecho a la Identidad se reconoce por 
intermedio del aspecto biológico, en otras palabras, la individualidad del ser humano se 
materializa por intermedio de la identidad, es así, que cuando exista presunción de identidad 
personal el examen de rigor científico del ADN será uno de los mecanismos más importantes 
para esclarecer la verdad genética, es por ello, que el Estado debe respetar y hacer cumplir 
la identidad de todas las personas en razón a los derechos fundamentales. Desde esta 
representación, De Lorenzi (2015) indica. “El derecho a la identidad es una garantía jurídica 
preservada por el Estado. Desde esta perspectiva se garantiza el derecho a conocer los 
orígenes biológicos” (p. 127). Por lo tanto, toda persona tiene derecho a que cada uno de sus 
elementos dinámicos y estéticos que constituyen su identidad sea reconocido por parte del 
estado y la sociedad de forma certera.  
 
De acuerdo con el razonamiento que se ha venido realizando el Principio de Verdad 
Biológica se manifiesta por intermedio del Derecho a la Identidad, por ende, el principio de 
la verdad biológica está compuesto por diversos derechos de los cuales tenemos: el interés 
superior del niño, el derecho de dignidad humana, el derecho a la verdad y el derecho a la 
información, pues este principio también se sustenta en el derecho de la realidad biológica; 
seguidamente, para que el derecho de verdad biológica se haga efectivo se tiene que recaudar 
información concreta por intermedio del examen de rigor científico del ADN. Desde el punto 
de vista legal, Cárdenas (2013) sostiene. “El origen genético es el dato técnico que está 
vinculado con la herencia genética y también con la propia historia de la descendencia 
humana” (P. 4). Desde luego se admite que por intermedio la verdad genética se vincula con 
plena veracidad la identidad de todo ser humano.  
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Con respecto a las diversas sentencias recaídas sobre el Derecho a la Identidad, en muchas 
oportunidades no suelen ser claras, indudablemente niegan muchas veces el derecho a la 
identidad de los demandantes. Se debe tener en cuenta diversas cuestiones como son ¿La 
validez del reconocimiento? ¿La cuestión del dolo sobre el reconocimiento del menor si este 
fue por falsedades? ¿Si se practicó la prueba genética del AND? En el (2018) Cárdenas 
señala. “Lo más importante para el mundo jurídico es la certeza que la verdad misma” 
(p.174.). Con respecto a este punto considero que el Derecho a la Identidad y el Derecho a 
saber la Verdad prevalecen ante cualquier norma procesal, es decir, que en un Proceso de 
Impugnación de Paternidad se debe admitir de manera irrevocable la prueba genética de 
ADN para establecer con certeza la verdadera identidad del menor y del padre progenitor. 
La verdad genética no puede estar subordinada a una sentencia que declara la paternidad, ya 
que el Derecho a la Identidad tiene jerarquía constitucional y no tiene por qué ser desplazado 
por una resolución judicial; la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema, 
en el proceso de Amparo N° 4167-2011/Callao, establece que no puede subordinarse a un 
plazo (en el extremo de alegar la caducidad en la pretensión sobre la declaración de 
paternidad) y por ende a una sentencia; sostiene: conocer de dónde provenimos y el árbol 
genealógico no puede estar supeditado a la determinación ni del tiempo ni de una decisión 
judicial que pone fin al proceso, más aún cuando jamás se ha practicado la prueba biológica 
sobre el menor y quien se opone a la paternidad. 
Naturaleza Doctrinaria de Filiación Extramatrimonial 
La Filiación Extramatrimonial es el conjunto de relaciones jurídicas que básicamente se dan 
fuera del matrimonio, dicho de otra manera, también se entiende a este enunciado como al 
nacimiento de los hijos fuera de la unión matrimonial, pues se entiende que el 
reconocimiento de un hijo se realizó por intermedio de declaración judicial de paternidad, 
todas estas consideraciones se relacionan con la impugnación de paternidad cuando se 
desconoce la naturaleza real del hijo nacido fuera del matrimonio. En el (2015) Tuesta 
señalo. “La filiación extramatrimonial es aquella que se da fuera del matrimonio, producto 
de la procreación entre padre y madre, sin encontrarse unidos entre sí, es decir, solo por el 
vínculo mas no por el matrimonio” (p.31). Acaece, no obstante; todo hijo nacido fuera del 
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matrimonio el presunto padre debe accionar por intermedio de un Proceso de Impugnación 
de Paternidad, con la finalidad de saber con certeza la identidad biológica del menor.  
 
En consiguiente, cuando un hijo ha sido reconocido por una sentencia declarativa sin el 
sometimiento al examen de rigor científico ADN en un Proceso de Filiación, el presunto 
padre y el menor tiene derecho a impugnar esta decisión, es decir la filiación tiene como 
finalidad establecer el verdadero nexo biológico de todo ser humano, se entiende entonces, 
que los hijos extramatrimoniales tienen derecho a ser reconocidos por intermedio del examen 
de rigor científico cuando exista presunción de paternidad. Por su parte, Flores y Silguera 
(2015) refieren. “En la filiación extramatrimonial establece dos presupuestos, primero que 
exista la maternidad y segundo la paternidad (…) la filiación es establecer el nacimiento que 
constituyen dos hechos biológicos visibles” (p. 22). Ahora bien, en todo proceso de filiación 
extramatrimonial se va a realizar el reconocimiento de un hijo por intermedio de la prueba 
científica del ADN, es por ello, que si no se realiza este afán tiene derecho tanto el padre 
como el hijo a impugnar las dedicaciones emitidas por cualquier Autoridad Jurisdiccional. 
 
Martinez manifesto. “As an initial definition, filiation is the link that exists between a father 
and his child or a mother and her child. This link has a biological aspect, derived from the 
fact of generation, and added to this is a legal aspect” (2011, p. 1). Además, la filiación 
extramatrimonial tiene otros elementes importantes (emocionales, sociológicos, etc.) cada 
uno de los cuales tiene diversas ramificaciones y consecuencias, de acuerdo con esta 
definición inicial podemos afirmar que la filiación es el vínculo jurídico que preexiste entre 
un padre, hijo y una madre, también hay que recalcar sin la existencia de este lapso genético 
particular, no podríamos catalogar a la filiación en ningún otro sentido; puesto que la 
filiación extramatrimonial determina el nexo biológico de todo ser humano, en consecuencia, 
este acontecimiento natural se da en todas las personas cuando por intermedio de un proceso 
filia torio se determina la triple identidad biológica.   
 
Por otro lado, la Filiación Extramatrimonial es un instituto jurídico que surge a partir del 
nacimiento de un hijo fuera del matrimonio, por ende, es necesario recalcar la filiación es la 
vinculación de los progenitores respecto a los hijos fuera de la unión matrimonial, dado que, 
el tronco común sobre el vínculo de los padres e hijos se da por el solo hecho del nacimiento 
del hijo fuera de la unión parental, puesto que, el menor nacido fuera del matrimonio goza 
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de estatus personal más no de estatus familiar. Según Tello (2018) afirma. “La filiación es 
la relación parental que vincula a los hijos con los padres, y en general es el vínculo que une 
a las personas descendientes de un tronco común” (p.23). Adviértase a pesar de todo para 
que se vincule al padre e hijo como parientes consanguíneos dentro de un proceso de filiación 
se deberá realizar de manera austera el examen de rigor científico.  
Teniendo en cuenta las relaciones jurídicas están unidas por decisiones legales interpuestas 
en el proceso de filiación, de igual manera, la filiación extramatrimonial se manifiesta por 
tres formas: por testamento, ante el Reniec, por la partida de nacimiento y por escritura 
pública, es por ello, toda acción jurisdiccional de impugnación de paternidad debe ser 
impulsado por el presunto padre, madre e hijo nacido fuera del matrimonio, dentro de un 
proceso de filiación extramatrimonial. Se advierte también todo reconocimiento de 
paternidad se realizará por intermedio del ADN y por investigación judicial. Dicho con otras 
palabras, Amado (2018) plantea. “La filiación extramatrimonial inicia con el acto jurídico 
cuando el padre y la madre están separados, mas no divorciados” (p.93). No obstante; este 
enunciado surge entonces sobre la presunción legal de paternidad cuando un hijo nace fuera 
de la unión matrimonial.  
La paternidad se determina por intermedio de la identificación del nexo biológico en todo 
en el Proceso de Filiación, es así que la esencia del proceso de filiación extramatrimonial se 
consagra en la determinación de la verdad biológica por intermedio del examen científico 
del ADN, por tanto, la normativa que regula la filiación extramatrimonial es la Ley N° 
28457, la cual nos ofrece justamente un proceso sustentado en resultados periciales basados 
en la prueba científica antes indicada. Siguiendo este contexto la fuerza del examen 
científico del ADN genera convicción y exactitud plena en el juzgador. Por su parte, Varsi 
(2006) refiere. “La investigación de paternidad extramatrimonial es de tipo abierto. La 
averiguación del nexo parental se da por intermedio del proceso de filiación. El Objetivo de 
la filiación es alcanzar la realidad paterno filial ya sea matrimonial o extramatrimonial” (p. 
5). Entonces se puede considerar que el estatuto de paternidad extramatrimonial está 
sustentado en el derecho a la identidad y en el interés superior del niño.  
Importancia del ADN en el Proceso de Filiación Extramatrimonial 
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La importancia del estudio de la prueba genética del AND representa un análisis al material 
genético de la madre, hijo y del supuesto padre, entonces la finalidad del examen genético 
del ADN es dar certeza a la identidad de todo ser humano; toda vez que en los procesos de 
filiación exista presunciones de paternidad y controversias sobre la identidad de una persona, 
lo cual significa que la verdadera filiación permite garantizar y proteger derechos 
fundamentales de los menores de edad y del presunto padre. Como lo hace notar Amado 
(2018). “La técnica del ADN protege derechos fundamentales, esto es, partiendo de la 
verdadera filiación, es decir, la madre conocerá al verdadero padre de sus hijos, el presunto 
padre conocerá la verdad y el hijo conocerá a su verdadero padre biológico” (p.94). Hay que 
mencionar que la importancia de la prueba científica es brindar probabilidades a 
incertidumbres jurídicas sobre presunciones de paternidad.  
 
En consecuencia, las tecnologías sobre los modernos métodos científicos generan 
alternativas eficaces en la solución de conflictos e incertidumbres jurídicas, dado que, el 
ADN vincula genéticamente a la madre, padre e hijo dentro de un proceso de filiación ya sea 
matrimonial o extramatrimonial, como se dice, el análisis del examen de rigor científico 
sobre los vestigios biológicos identifica y vinculan genéticamente a los seres humanos. 
Dicho con otras palabras, Sáenz (2014) afirma. “Los métodos científicos del ADN atribuyen 
información y convicción a los operadores judiciales en los diversos procesos de filiación” 
(p. 6). Es por ello, que el ADN es la vértebra general sobre el origen genético de los seres 
humanos, más aún, tiene plena importancia y genera convención sobre las presunciones de 
paternidad durante todo proceso de filiación.  
 
Briand, Delerbre y Krygiel (2016) sostienen. “With the discovery of DNA, biological 
evidence became the “guru of proof”. This prominent place occupied by scientific evidence 
is easily understandable, as it significantly facilitates court actions in matters of parentage” 
(p.12). La evidencia biológica es muy importante, ya que identifica el resultado de un 
determinado proceso permitiendo a los individuos tener certeza sobre su verdadera identidad 
genética, por ende, es un desarrollo positivo para los seres humanos cuya filiación es 
concretada mediante la identificación de sus progenitores. Gracias al examen genético, hoy 
en día todos pueden saber con seguridad quienes son sus verdaderos padres, es decir, es muy 
importante para la cimentación de su identidad. Desde mi punto de vista, es muy cordial que 
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un niño no este cohibido o cegado en un enlace de filiación que no corresponde a su realidad 
biológica, sin vínculos efectivos con su padre.  
 
Las principales características de la herencia genética es el tipo de sangre y las proteínas del 
suero, estos componentes durante muchos años se han utilizado para identificar a una 
determinada persona, pues el inicio del análisis de ADN ha marcado un grande desarrollo en 
las ciencias forenses, es por ello, que por intermedio del examen genético logran con 
precisión identificar a una persona. Aysim señala. “The scientific reason for using biological 
samples in forensics is the fact that the genetic characteristics of a person are transferred 
from the mother and the father by inheritance” (2004, p. 51). Se considera entonces, los 
análisis del AND son técnicas muy importantes en las rutinas de exámenes de identificación, 
gracias a este método, muchos casos presuntos se resuelven hoy en día en nuestro 
ordenamiento jurídico; es así que por intermedio del examen genético se codifica 
información de las características físicas y genéticas de una persona.  
 
De igual modo, la doctrina jurídica hoy en día considera que la prueba científica del ADN 
es una institución que juega una importante labor dentro del proceso de filiación, más aún el 
examen científico indicado en líneas precedentes tiene como finalidad proteger derechos 
fundamentales, seguidamente por intermedio de este mecanismo se lograra resolver 
incertidumbres jurídicas cuando en los procesos de filiación existe duda sobre la presunta 
paternidad. Lo dicho hasta aquí supone cuando el Juez tenga duda inminente sobre sobre la 
pretensión de paternidad debe admitir de manera liminar el examen de rigor científico del 
ADN. “Cuando el magistrado presume la paternidad de un menor y carece de claridad sobre 
la vinculación familiar. Simultáneamente el único medio probatorio que se exhibirá dentro 
del proceso de filiación será el examen de la prueba genética de ADN” (Amado. 2018, p. 
95). 
 
Hay que hacer notar el ADN ha impactado en las tecnológicas modernas en el 
esclarecimiento de vínculos genéticos, así pues, por intermedio del examen biológico se 
permite identificar planamente a una persona, es decir, este mecanismo brinda información 
exacta a los Operadores Judiciales, por ende, el método científico del análisis del ADN 
deduce cuestiones de averiguación genética; también incide como un medio probatorio 
eficaz en todo proceso de filiación ya sea matrimonial o extramatrimonial, dicho de otra 
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manera, el objetivo del examen científico indicado en líneas precedentes ha alcanzado un 
alto grado de probabilidad en resultados cuestionados. De acuerdo con Vargas (2010). “El 
método científico del ADN alimenta de manera significativa a los operadores judiciales. Es 
una principal herramienta de identificación” (p. 132). Vale la pena decir los resultados 
genéticamente obtenidos por intermedio de este examen esclarecen suficientemente una 
incertidumbre jurídica entre las partes intervinientes.  
 
Actualmente el desarrollo de la tecnología con respecto a la ciencia ofrece altas 
demostraciones de confiabilidad, también los exámenes periciales, hoy en día, sobre el tema 
del ADN permite al Juez determinar de manera efectiva la identidad del menor, sin la 
necesidad de acudir a otro medio probatorio. En términos generales la prueba genética tiene 
como objetivo principal establecer fundamentalmente y directamente la relación biológica 
filial, asimismo la característica biológica es deludir la verdad paterno o materno filial. Por 
lo tanto, en todos los procesos para esclarecer la paternidad y maternidad del menor se 
realizará por intermedio de la prueba del ADN. “Los exámenes practicados a un individuo 
para determinar su compatibilidad genética con el presunto padre, arroga una probabilidad 
superior al 99.9% tendiente a la identificación de responsables de los hechos punibles” 
(Vargas. 2010, p. 129). 
 
Impugnación de Paternidad como consecuencia del Proceso de Filiación 
Extramatrimonial 
 
El tiempo de Impugnación de Paternidad en nuestro ordenamiento jurídico peruano, se 
encuentra enunciado en el artículo 400 del Código Civil, el cual establece un plazo 
saturadamente corto de 90 días para negar e impugnar la paternidad, como es el caso de los 
hijos matrimoniales y extramatrimoniales, tratándose de un plazo bastante breve. La acción 
de impugnación de paternidad no debe tener un plazo de caducidad. En estas líneas el 
Maestro Cárdenas (2018) afirma. “(…) siempre debe existir la posibilidad de que el esposo 
impugne su paternidad cuando conoce posteriormente la verdad biológica” (p.170). Ahora 
bien, en la actualidad existen normas que intiman modificarse, más aun, cuando existe 
confrontación de derechos fundamentales. Por otro lado, sobre la alusión del tiempo 





Consecuentemente, la Impugnación de Paternidad se da cuando el presunto padre tiene duda 
sobre el origen genético del hijo nacido fuera del matrimonio, por lo tanto, la acción de 
impugnación de paternidad extramatrimonial ostenta desvirtuar la presunción legal por 
intermedio del proceso de filiación, es decir, este precepto legal incumbe al marido a 
reconocer o negar la paternidad del menor mediante el sometimiento de la prueba del ADN. 
En lo seguido la finalidad de la impugnación de paternidad permite por intermedio del 
examen científico descartar o incluir el nexo biológico entre el menor, padre y madre. En 
estas líneas la Magister Dulanto (2008) afirma. “la impugnación de paternidad incumbe al 
marido en desvirtuar la presunción de paternidad, mediante la prueba de descarte del nexo 
biológico, pues este debe probar los hechos negados o afirmados en su contra mediante el 
ADN” (p.47). Se considera entonces cuando existe duda inminente sobre la veracidad de 
paternidad se debe admitir de forma obligatoria el examen de rigor científico de ADN.  
 
Hostiuc. et al. argumenta. “Presence of a normal kinship between a child and his/her genetic 
parents is a type of objective proof that could be used, in certain conditions to challenge the 
filiation (either paternal or, in very specific circumstances – maternal)” (2016, p.50). 
Asimismo, la filiación y el parentesco genético esta direccionado a construir la identidad 
civil de una persona, la cual se expresa por intermedio de una Orden Judicial. La 
impugnación de paternidad extramatrimonial tiene como objetivo fijar la filiación de un 
menor por intermedio de un vínculo judicial (sentencia) cuando exista presunción de 
paternidad, también para establecer la identidad de los padres genéticos de un menor se 
realiza por intermedio del examen genético, que puede ser utilizado como prueba objetiva 
ante cualquier juzgado.  
 
Turney en el (2011) considera. “The DNA paternity test is a powerful technology that offers 
definitive, clear cut” (p.1). Cuando exista duda sobre la paternidad de un menor, la prueba 
de AND será el mecanismo más idóneo para relacionar genéticamente al padre e hijo en todo 
proceso de filiación extramatrimonial, pues la necesidad de los vínculos biológicos ha sido 
principalmente una relación social integrada por prácticas institucionalizadas dentro de la 
impugnación de paternidad, en este sentido, la impugnación de paternidad extramatrimonial 
se realiza con el objetivo de resolver presunciones entre el vínculo genético de padre e hijo 
por intermedio del examen biológico en un proceso de filiación, es decir, los tribunales 
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jurisdiccionales deben brindar todos mecanismos que faciliten el acceso a la justicia para 
absolver la paternidad y poder concretar biológicamente su verdadera identidad del menor.  
 
Es evidente entonces, una de las intranquilidades grandiosas de toda persona es la presunción 
de paternidad, la cual debe ser solucionada por intermedio de un Proceso de Impugnación 
de Paternidad. Por otro lado, El vínculo familiar es unos de los pilares fundamentales de la 
sociedad y Estado, la razón es que el instituto de familia constituye el eje central de la vida 
de los seres humanos dentro de la población, en este sentido muchas personas tratan de 
encontrar lazos biológicos que permitan descubrir el origen real de paternidad, es por ello, 
que la finalidad de la acción de impugnación de paternidad busca la certeza por intermedio 
del ADN, entonces la vinculación biológica entre el presunto padre e hijo se realiza atraes 
del examen de la prueba genética antecedida. Como lo hace notar Vargas (2014). “La acción 
de impugnación de paternidad extramatrimonial es demostrar por intermedio del proceso de 
filiación el vínculo jurídico biológico entre el progenitor y procreado por intermedio de la 
prueba genética del ADN” (p.4). En otras palabras, cuando existe presunción de paternidad 
sobre un menor nacido fuera del matrimonio, la única vía para esclarecer hechos fehacientes 
es impugnar la paternidad por intermedio del proceso de filiación extramatrimonial.  
 
Dadas las condiciones que anteceden el interés legítimo de la Impugnación de Paternidad 
Extramatrimonial, se da cuando existe duda inminente sobre el nacimiento de un menor fuera 
del matrimonio; ahora bien, los legitimados para impugnar la paternidad o maternidad son 
el padre, la madre y el hijo por medio del proceso de filiación, por ello, es necesario 
determinar la situación genética por intermedio de la admisibilidad de las pruebas biológicas 
del ADN. Bajo esta premisa la acción de impugnación de paternidad tiene lugar en la 
invalidación de actos jurídicos mediante el examen científico por falta de coincidencia 
biológica. Desde el punto de vista legal del doctor Ramírez, admite. “La impugnación de 
paternidad se da cuando existe dudad eminente sobre la coincidencia biológica del presunto 
padre con el hijo nacido fuera del matrimonio. La impugnación se da cuando el 
reconocimiento no tiene acorde con la realidad” (2005, p. 4). Bajo mi particular punto de 
vista, el instituto de impugnación de paternidad extramatrimonial es la acción de 




En este sentido la acción para requerir la paternidad mediante una prueba científica jamás 
debe prescribir o no debe estar sujeta a plazos, del mismo modo, siguiendo la secuencia de 
logicial e interpretación teleológica de lo resulto por los Tribunales Supremos, para requerir 
la impugnación de declaración judicial sobre la paternidad, debe correr la misma suerte, 
puesto que, la verdad genética es uno de los derechos más ansiados que poseemos los seres 
humanos. Por otro lado, también es de manera muy cordial saber sobre las raíces históricas 
de nuestra identidad, Solamente así evitaremos flotar en un espacio vacío, de esta manera, 
el artículo 6 del Código de Niños y Adolescentes establece que. “La identidad es el derecho 
de todo ser humano a tener un nombre, a llevar un apellido y en la medida posible a conocer 
a sus padres (…)”. No se puede prohibir de ningún modo a una persona a desconocer su 
verdadera identidad, raíces y descendencia congénita. 
 
El Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva 
 
La Tutela Jurisdiccional Efectiva en el Perú, es un derecho fundamental que tiene toda 
persona de acudir ante los juzgados para que de modo imparcial resuelvan sus controversias, 
en síntesis, el derecho a la tutela judicial efectiva se concreta mediante el acceso a los 
Organismos Jurisdiccionales y en consecuencia a la Justicia, en efecto también es un derecho 
constitucional que pose todo ser humano dentro de la sociedad, es por ello que obliga de 
manera supletoria a los Tribunales Jurisdiccionales a brindar justicia de manera adecuada a 
los impugnantes. Desde el punto de vista conceptual, Martin consigna. “El derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva es un derecho fundamental que posee todo ser humano, por ende, los 
poderes de administración de justicia deben disponer todas las opciones legales para la 
resolución de conflictos” (2014, p. 9). En resumidas cuentas, el Instituto de Tutela 
Jurisdiccional Efectiva juega un rol muy importante en la estructuración de los principios 
básicos de la Administración de Justicia, entonces este derecho se consolida por intermedio 
del derecho al acceso a la Justicia.  
 
La Tutela Jurisdiccional Efectiva otorga un derecho exclusivo ante la Función Judicial y 
Jueces que forman parte del Poder Judicial, también es un derecho fundamental que vela por 
el cumplimiento de la legalidad de las normas jurídicas, seguidamente el derecho a la tutela 
jurisdiccional es un mecanismo exclusivo de acceso a los órganos jurisdiccionales y con ello 
de acceso al derecho y a la justicia. “La tutela jurisdiccional efectiva es el primer pilar sobre 
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el cual se asientan los mecanismos extrajudiciales de Administración de la Justicia 
destinados a resolver conflictos en derecho” (Martin, 2014, p. 169). Asimismo, cuando exista 
conflicto de intereses legítimos de los ciudadanos con respecto a la administración de 
justicia, el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es quién dispondrá todas las opciones 
para el acceso ante los Órganos Judiciales.  
 
Se puede inferir que el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva parte desde el aspecto de 
los derechos constitucionales, de ahí que las normas fundamentales deben garantizar el 
acceso a la justicia y el proceder en un juicio; por lo tanto, los Órganos Judiciales tienen la 
plena prioridad de brindar posibilidades para que el demandado reaccione frente a un 
proceso. En consecuencia, lo más esencial que posee la tutela jurisdiccional es permitir por 
intermedio de un proceso probar las verisimilitudes y los hechos demandados, 
consecuentemente el valor fundamental de este derecho se concretiza por intermedio de la 
aceptación de la acción procesal por los Órganos de Administración de Justicia. Desde el 
punto de vista profesional, Álvaro considera. “La tutela jurisdiccional efectiva es un derecho 
constitucional que posee todo cuidado, por el cual se permite el acceso a la justica y el 
derecho al proceso justo” (2009, p. 7). De ello resulta necesario admitir la herramienta del 
derecho a la tutela jurisdiccional es el otorgamiento de jurisdicción para el inicio de un 
proceso.  
 
Asimismo, el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva también se lo conoce como el 
Derecho al Debido Proceso, es sumamente importante admitir que hoy en día en nuestra 
patria peruana existen sentencias que vulneran derechos fundamentales; en este sentido, el 
debido proceso o la tutela jurisdiccional efectiva son instrumentos muy importantes para 
proteger derechos constitucionales de todo ser humano, consecutivamente ello garantiza a 
que cuando un ciudadano se encuentre inmerso en un problema judicial, podrá accionar ante 
los Órganos Jurisdiccionales para peticionar solución a sus controversias. Desde el punto de 
vista legal, Redonda y Bustamante (2017) consideran. “Cuando las sentencias vulneran 
derechos fundamentales, el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva se convierte en un 
instrumento imprescindible en garantía y protección de los derechos constitucionales” (p. 3). 
En resumidas cuentas, el derecho de tutela jurisdiccional permite a todos los ciudadanos 




Es evidente entonces el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva es un derecho 
constitucional establecido por los legisladores en la Constitución, también es un derecho 
fundamental que posee todo ser humano dentro de un Estado de derecho; no obstante, el 
Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva se encuentra consagrado en el artículo 139 inciso 
3), de nuestra Constitución Política de 1993. Establece. “(…) ninguna persona puede ser 
desviada de la jurisdicción determinada por la Ley, ni sometida a procedimientos distintos 
(…)”. En este sentido se comprende la efectividad de la tutela jurisdiccional se materializa 
por intermedio del acceso a la justicia, por ende, toda persona por intermedio de este derecho 
exige a los Órganos Jurisdiccionales la defensa de sus intereses, es por ello, el mencionado 
derecho tiene como finalidad a que la Administración de Justicia preste jurisdicción para la 
solución de incertidumbres jurídicas.  
 
Naturaleza Jurídica del Debido Proceso 
 
De acuerdo con Agudelo (2005) afirma. “La naturaleza jurídica del debido proceso tiene por 
cometido estudiar los mecanismos procesales indispensables para la protección de las 
normas constitucionales. El Debido Proceso es el núcleo de las garantías y principios del 
derecho procesal constitucional” (p.90). De igual modo, el debido proceso es un derecho 
fundamental que tienen todos los ciudadanos a participar en procesos jurisdiccionales con 
determinadas condiciones y cuyo procedimiento deberá ajustarse a las normas jurídicas, de 
ello resulta necesario admitir, es un derecho fundamental que asegura la igualdad y permite 
la defensa de todos los participantes dentro de un proceso judicial, esto comprende garantizar 
la imparcialidad del juez, la legalidad de la audiencia y la legalidad de la interpretación de 
la norma jurídica.  
 
El Debido Proceso exige la observación de todos los principios procesales constitucionales 
en todo proceso jurisdiccional, permite también que en el proceso se incorpore derechos y 
aspiraciones justas, de ello resulta necesario admitir, en todo proceso judicial se exige que 
los procedimientos sean equitativos y que los participantes deben ser escuchados en términos 
razonables. En resumidas cuentas, el debido proceso en todas las ramas del derecho es 
considerado como una garantía constitucional que procura obtener resoluciones judiciales 
justas sin lesionar derechos fundamentales. En otras palabras, se busca la transparencia 
constante en las relaciones jurídicas nacidas de los procesos frente a los derechos 
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personalísimos de las personas y de la sociedad en general. “El debido proceso es el derecho 
fundamental que posibilita situar a las partes dentro de un proceso judicial. También busca 
protección a los derechos constitucionales en una perfecta situación de igualdad” (Agudelo, 
2005. p. 92). 
Kuckes Sostiene. “The procedural due process seems straightforward by comparison: a 
person may not constitutionally be deprived of "life, liberty or property" by governmental 
action without notice and a meaningful opportunity to be heard” (p.2). Asimismo, en virtud 
al debido proceso de los cuales el derecho a la audiencia y el derecho a la notificación son 
derechos primordiales que deben otorgarse a las partes que se encuentran en diferentes etapas 
del proceso, para que puedan defenderse de las alegaciones que vulneran sus derechos. El 
Debido Proceso garantiza constitucionalmente a todo ser humano a probar su inocencia ante 
los Órganos Judiciales que Administran Justicia, también protege con respecto a los daños 
que pueda sufrir en todo proceso judicial con la única finalidad de salvaguardar derechos 
fundamentales que asisten a toda persona.  
Los principales requisitos del Debido Proceso son la oportunidad y el aviso para responder, 
es por ello, que la oportunidad para argumentar razones, ya sea de forma oral o por escrito, 
el derecho al aviso (notificación) debe ser rápida, razonablemente diseñada y específica para 
asegurar que los vulnerados en un caso concreto, se enteren de los procesos con tiempo 
suficiente para consentir salvaguardar sus intereses. El Colegio de Abogados de California 
en el (2014) sostiene. “Procedural due process refers to the fairness and accuracy of the 
decision-making process. At a minimum, due process requires that an affected individual be 
given notice that government intends to take some action and an opportunity to be heard at 
a meaningful time and place” (p.13). Entonces, el debido proceso garantiza y hace respetar 
los derechos fundamentales de todo ser humano en todo proceso judicial, por ende, todo 
magistrado debe aplicar la norma jurídica respetando los alcances constitucionales que 
emanan de su contenido.  
Desde la posición de Salmón y Blanco (2012) argumentan. “El debido proceso es un medio 
para asegurar en la mayor medida posible, la solución justa de una controversia” (p.24). En 
este orden de ideas, el concepto del debido proceso esta contribuido de un conjunto de actos 
y de diversas características; por ende, estas expresiones sirven para asegurar, proteger o 
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hacer valer el ejercicio o la titularidad de un derecho, además son condiciones que de manera 
obligatoria se deben cumplir parar asegurar la defensa adecuada de aquellas obligaciones y 
derechos que están bajo un proceso judicial. La naturaleza jurídica del debido proceso 
supone el conjunto de requerimientos y requisitos que se deben cumplir en las instancias 
jurisdiccionales. Asimismo, resulta importante mencionar que estamos frente a un derecho 
indispensable como requisito para la protección de cualquier otro derecho, el cual constituye 
un verdadero limite a la regulación de los órganos judiciales en una sociedad democrática. 
 
En consecuencia, la eficacia del Debido Proceso está dotado de contenido netamente 
constitucional y tiene como principal objetivo asegurar la legitimidad de las normas jurídicas 
constitucionales; por ello, cada procedimiento estatal que conforma el proceso de 
investigación debe estar orientado hacia la determinación de la verdad y la persecución, 
captura, investigación, enjuiciamiento y la sanción a los culpables de los hechos. “Los 
estados tienen la obligación de suministrar recursos judiciales adecuados y efectivos a las 
personas que aleguen ser víctimas de violaciones de sus derechos humanos, de conformidad 
con las reglas del debido proceso legal” (Salmón y Blanco, 2012, p.25). De ello resulta 
necesario admitir, el debido proceso establece obligaciones que básicamente garantizan y 
respetan los derechos fundamentales de toda persona, aspectos que componen ejes centrales 
en todo proceso judicial.  
 
Se considera al Principio del Debido Proceso legal como un derecho fundamental y 
constitucional, es decir, es la esencia y vértebra de los derechos humanos, también es un 
derecho que protege a toda persona e impide a que un inculpado sea desviado de una 
jurisdicción designada por la norma jurídica. “Ninguna persona puede ser desviada de la 
jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los 
previamente establecidos” (Constitución Política del Perú. Artículo 139, inc.3). Bajo estas 
premisas, se considera entonces que el debido proceso es una garantía constitucional de la 
Administración de Justicia y un derecho fundamental de todo ser humano dentro de un 
proceso judicial o administrativo, también el Estado por intermedio de este derecho protege 
y asegura a todo sujeto que participa en un proceso judicial.  
 




Resulta oportuno entender la Cosa Juzgada es la relación jurídica o conducta que fue juzgada 
en procesos anteriores, bajo este contexto se comprende también de manera direccional a la 
alusión que posee toda sentencia con calidad de firme, en vista de que cuando las partes 
procesales no han impugnado dentro de los plazos que estipula la norma jurídica. El 
Principio de Cosa Juzgada se manifiesta en el inciso 13 del artículo 139 de nuestra Carta 
Magna de 1993, la cual deduce. “La prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución 
ejecutoriada”, es así, que la cosa juzgada es un principio constitucional de la Administración 
de Justicia, en esta misma dirección, teniéndose como punto de partida a la resolución firme 
que no puede ser nuevamente juzgado mediante un nuevo proceso, además este precepto 
prohíbe dar vida a un proceso ya concluido; por ello, de acuerdo con el razonamiento 
realizado inhibe iniciar también un nuevo juicio con los mismos fundamentos facticos y 
contra el mismo sujeto. 
 
Es evidente entonces, en cuanto a una sentencia con calidad de juzgada ya no será viable 
examinar lo decidido por el Órgano Jurisdiccional, en estas mismas líneas, el Juez ulterior 
deberá obtenerse pronunciarse sobre el fondo ya resuelto entre los sujetos parte de un mismo 
proceso; sin embargo, este principio tiene preponderancia suprema y la Constitución Política 
lo protege con el fin de dar estabilidad jurídica en la Administración de Justicia. En (1926), 
Carnelutti señaló. “La cosa juzgada es la causalidad de inimpugnable e inmutable asignada 
por la Ley. También es la decisión contenida en una sentencia firme dictada dentro de un 
proceso (…)” (pp. 14- 25). Por las consideraciones anteriores el instrumento de cosa juzgada 
es indispensable en todo proceso judicial, por el cual se brinda seguridad jurídica, paz y valor 
absoluto en las decisiones; en efecto, también vela por la legalidad y estabilidad en la 
Administración de Justicia. 
 
Kitsos en el (2015) sostiene. “The principle of res judicata are those judicial decisions which 
have become definitive after all rights of ap- peal have been exhausted or after expiry of the 
time limits provided for in that connection, can no longer be called into question” (p. 211). 
Por ello, en todo proceso judicial cuando se hayan agotado todos los recursos o después que 
se hayan extinguido los plazos previsto en la norma judicial, ya no se podrá cuestionar lo 
decidido, esto supone, que los tribunales nacionales están facultados en aprobar y desaprobar 
las normas de carácter interno y las normas de carácter externo en todo proceso judicial, 
también están facultados por mandato constitucional modificar o remediar una situación 
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interna contenida en cualquier sentencia, entonces por intermedio del Principio de Cosa 
Juzgada se garantiza la legalidad de la Administración de Justicia.  
 
El Principio de Cosa Juzgada faculta constitucionalmente a los Órganos Judiciales a 
mantener la paz en la Administración de Justicia, con el arreglo plácido de las controversias 
y, por lo tanto, al mantenimiento del contenido de las sentencias consentidas. Como lo hace 
notar Kulick. “The scope of res judicata defines which parts of a judgment may not be re-
litigated as well as which parts are subject to interpretation by the body that had delivered 
the original judgment or award” (2015, p.80). Es por ello, que se prohíbe el inicio de un 
nuevo proceso con una finalidad así misma, es decir, su objetivo es la seguridad jurídica y 
consecutivamente el mantenimiento de la tranquilidad justiciable. La sentencia con autoridad 
de cosa juzgada tiene fuerza vinculante donde las partes que han intervenido están 
supeditadas a cumplir su contenido, por ende, los elementos del carácter de cosa juzgada 
sirven para dar seguridad jurídica a la Administración de Justicia.  
 
Sundar afirma. “Res Judicata in Latin means "a matter (already) judged." It is also called as 
Claim Preclusion. It is a common law practice meant to bar re-litigation of cases between 
the same parties in the court” (2017, p. 528). El concepto del Principio de Cosa Juzgada se 
aplica tanto en el Derecho Penal como en el de Sistema Jurídico Civil, este precepto 
normativo constitucional también se utiliza para representar “un nuevo litigio” de casos 
concretos entre las mismas partes dentro de un proceso judicial. Para aplicar este principio a 
un litigio que se pretende iniciar los magistrados deben analizar que las partes sean idénticas 
o sustancialmente igual al anterior, para preservar los efectos jurídicos del primer juicio; esto 
es con el único objetivo de prevenir la injusticia entre las partes de un caso supuestamente 
resuelto, además para evitar desperdicio de tiempo y de recursos en el sistema judicial.  
 
Consecuentemente, los Órganos Jurisdiccionales en todo proceso deben considerar como 
Cosa Juzgada cuando en la resolución se resuelve sobre el fondo del asunto, la sentencia que 
soluciona de manera objetiva (forma) no adquiere tal calidad, estimando de esta manera a 
las excepciones de cosa juzgada. Por su parte. Ariano (2016) refiere. “(…) solo puede 
hablase de cosa juzgada cuando en la sentencia firme existe pronunciamiento sobre fondo 
del asunto y no respecto de aquellos sobre cuestiones procesales (…)” (p. 92). Del examen 
anterior se observa la sentencia adquiere la calidad de consentida cuando en esta se resolvió 
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sobre el fondo del asunto; seguidamente se entiende por cosa juzgada cuando no se apela 
dentro del plazo establecido por la norma jurídica. 
 
En este sentido, las resoluciones con esencia juzgada gozan de un menester de respeto dentro 
de un marco normativo; puesto que no pierden su vigencia con el paso del tiempo; de todos 
modos, esta institución garantiza la estabilidad jurisdiccional de la Administración de 
Justicia, es por ello, que en todo juicio que se pretende iniciar no puede desvirtuar la calidad 
de las sentencias con juicios ya realizados. Dicho de otro modo, todo juicio contrastado con 
sentencias con calidad de cosa juzgada no será objeto de impugnación dentro de un nuevo 
proceso. Por su parte Nieva (2006) afirma. “Todo juicio que se pretende iniciar tendrá que 
respetar a las resoluciones con calidad de firme, de ese modo se estabilizara la administración 
judicial” (p. 10). Pues resulta muy útil analizar lo que ya ha sido juzgado cuando se requiere 
iniciar un nuevo proceso, puesto que se contrastará el respeto de los juicios ya decididos.  
 
Hay que destacar la Cosa Juzgada tiene como principal objetivo evitar el inicio de nuevos 
juicios que modifiquen o desvirtúen procesos anteriores, del mismo modo, el Instituto de 
Cosa Juzgada tiene como prioridad esencial dar seguridad jurídica a la Administración de 
Justicia; puesto que por intermedio de este precepto normativo se prohíbe tajantemente a que 
los procesos similares se repitan; en otras palabras, esta institución existe para dar seguridad 
y firmeza a los juicios ya resueltos, en resumidas cuentas, la esencia de este principio radica 
en dar plena seguridad jurídica a los procesos dentro de toda entidad judicial. Sevilla en el 
(2017) deduce. “La cosa juzgada tiene como fundamento e importancia en el derecho 
constitucional. Del mismo modo radica su calidad para resolver problemas procesales 
respecto a la irrepetibilidad de juicios” (p.6). Después de todo se considera a lo referente que 
es un elemento esencial para el normal desarrollo de la actividad judicial, de igual manera la 
cosa juzgada juega un rol muy importante en hacer respetar lo ya juzgado.  
 
Por otro lado, la Cosa Juzgada es un principio constitucional consagrado en nuestra Carta 
Magna en el artículo 139, siendo uno de los compendios constitucionales de la 
administración de justicia, asimismo alcanza eficazmente el dejar sin efecto resoluciones que 
han pasado a autoridad de cosa juzgada, es por ello, que este instituto “prohíbe dar vida a 
procesos ya resueltos, sea inhibiendo nuevas demandas con los mismos fundamentos 
facticos y contra el mismo sujeto” (Nieva. 2006, p. 11). Bajo estas consideraciones 
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precedentes el Instituto de la Cosa Juzgada cumple un rol primordial en la Administración 
de Justicia, entonces toda sentencia juridicial con calidad de firme (cosa juzgada) prohíbe 
tajantemente modificar su contenido con el paso del tiempo. 
 
Clasificación del Principio de Cosa Juzgada 
 
Cosa Juzgada Formal 
 
De acuerdo con el razonamiento que se ha venido realizando se entiende como Cosa Juzgada 
formal a la resolución judicial firme cuando en su momento no se impugno dentro del plazo 
establecido por la norma jurídica, es así, contra esta no proceden recursos impugnatorios; en 
efecto, este precepto normativo también implica el cierre de las puertas procesales contra 
resoluciones con calidad de juzgada; por lo tanto, el carácter formal de la cosa juzgada está 
vinculado con la invariabilidad del contenido de las resoluciones judiciales que tienen 
permanencia en el tiempo. Según Pérez (2017) afirma. “La cosa juzgada material exige el 
respeto a las sentencias con calidad de firme, garantizando de esta manera la estabilidad de 
las resoluciones judiciales” (p. 22). Partiendo de lo expuesto se aprecia que esta clasificación 
garantiza de manera primordial la invariabilidad del contenido de las resoluciones con 
calidad de juzgada.  
 
Asimismo, esta institución principalmente da seguridad jurídica y también de alguna manera 
armoniza el ordenamiento jurídico, pues se agrega que el carácter formal normativo de la 
cosa juzgada impide desvirtuar las resoluciones mediante la prohibición del inicio de un 
nuevo proceso. En consecuencia, la Cosa Juzgada Formal mitiga en las disposiciones de 
pronunciamientos conformacionales con la finalidad de evitar procesos idénticos. Por su 
parte. Pérez (2017) refiere. “La institución de cosa juzgada formal garantiza la estabilidad 
de todos los pronunciamientos judiciales, con la solvencia de proteger ataques arbitrarios” 
(p. 22, p.23). De los anteriores planteamientos se deduce la clasificación que rige en todas 
las resoluciones con calidad de juzgada con el paso del tiempo garantizan el respeto de la 
administración de justicia en todas las etapas procesales.  
 
Avanzando con el tema, se puede mencionar también que la Cosa Juzgada formal se 
caracteriza por tener contenido de carácter interno en las resoluciones, también se puede 
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decir, que sobre esta preclusión puede ser objeto de variación de su contenido en un proceso 
posterior distinto; por ejemplo, en el proceso de alimentos la sentencia puede ser modificada 
en un proceso posterior, como es la reducción o exoneración de alimentos como también el 
aumento de pensión de alimentos. Por su parte. Toledo (2005) refiere. “La autoridad de cosa 
juzgada formal solo rige en la parte interna de las sentencias. Por el cual la resolución con 
autoridad formal puede ser modificada en un proceso posterior” (p. 26). Tal como se ha visto 
la razón fehacientemente de la resolución con naturaleza formal su principal objetivo es 
buscar la seguridad jurídica, asimismo que el procedimiento se lleve a cabo de una forma 
ordenada; sin embargo, todo magistrado y las partes tienen plena obligación de conocer el 
contenido de la resolución resuelta en procesos anteriores.   
 
Dadas las condiciones que anteceden, la Cosa Juzgada Formal tiene efecto precluyente el 
cual prohíbe tajantemente cambiar el contenido de una resolución con calidad de juzgada, es 
por eso, que el contenido formal de las resoluciones no puede ser objeto de impugnación 
porque gozan de imputabilidad dentro de la Administración de Justicia, puesto que toda 
resolución con carácter formal conlleva consigo condiciones indiscutibles en todo proceso 
judicial. Desde la perspectiva de Álvarez, afirma. “La cosa juzgada material se produce 
cuando la resolución no fue impugnada dentro de los plazos estipulados por la norma 
jurídica, de esta manera la sentencia se vuelve inimpugnable” (2016, p. 10). Como puede 
observarse el aspecto formal de toda sentencia con calidad de firme se fundamenta en la 
necesidad de que entre las partes no se siga discutiendo lo ya resuelto.  
 
Cosa Juzgada Material 
 
Se entiende por Cosa Juzgada Material a la sentencia que no se impugno dentro de un 
determinado tiempo estipulado por normativa vigente, de esta manera toda sentencia 
adquiere autoridad de cosa juzgada, pues los efectos del carácter material son obligatorios y 
definitivos para los magistrados, a pesar de ello todos los operadores judiciales deben hacer 
cumplir en cualquier proceso que se pretende iniciar nuevamente el contenido material de 
las resoluciones, también calidad de cosa juzgada material se vincula directamente con el 
Principio non bis in ídem (no se puede iniciar un proceso ulterior con el mismo objeto). En 
el (2010) Rioja señalo. “La cosa juzgada material prohíbe todo recurso extraordinario contra 
la misma. También prohíbe modificar el contenido de una resolución firme” (p, 11). Se 
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puede concluir que toda sentencia de carácter material no puede ser objeto de impugnación 
y tampoco se puede iniciar un nuevo proceso contra la misma, es así, que todos los recursos 
procesales de impugnación no pueden sobreseer sobre la cosa juzgada material.  
 
Ciertamente, la sentencia con virtud de Cosa Juzgada Material goza de naturaleza jurídica 
inimpugnable, también goza de un principal atributo de inmutabilidad e inmovilidad; de 
igual modo, los efectos de esta institución básicamente tienen carácter meramente interno, 
seguidamente la cosa juzgada material de las resoluciones tiene privilegio, autoridad y 
preclusión impugnatoria. Según Toledo (2005) revela. “La cosa juzgada material es la 
autoridad atribuida a la oponibilidad externa de las resoluciones judiciales. También implica 
la mera obligatoriedad de las decisiones sobre procesos futuros” (p. 28). En definitiva, este 
enunciado opera exclusivamente en todo proceso judicial, pues con la finalidad de dar 
certeza a la impugnabilidad jurídica de las sentencias firmes, es decir, este instituto de mera 
formalidad extingue al derecho de acción con el paso del tiempo. 
 
Asimismo, las características de la Cosa Juzgada Material no lo tienen todas las resoluciones 
o sentencias dictadas dentro de un proceso, lo que se quiere decir ostentan todas aquellas 
sentencias que han sido pronunciadas sobre el fondo del asunto; es decir, el contenido de las 
resoluciones de carácter material vincula derechos ya existentes o la imaginación de un 
vínculo jurídico; por ende, los efectos principales de este precedente normativo son de 
carácter externo más no de carácter interno, seguidamente el elemento material es 
fundamental para la Administración de Justicia ya que con ello nace la vinculación 
jurisdiccional y los efectos jurídicos a futuro. En estas líneas el ilustre catedrático Montero 
(1995) refiere. “La cosa juzgada material tiene carácter externo, y se reflejan en resoluciones 
pronunciadas sobre el fondo del asunto. Además, tiene efectos negativos y positivos, el cual 
impide iniciar un nuevo proceso y también la modificación de una decisión resuelta” (p.368). 
Según lo citado el aspecto material del instituto de cosa juzgada solo considera los efectos 
externos de toda resolución, es evidente entonces que la parte interna se ocupa el aspecto 
formal de la Cosa Juzgada.  
 
Hechas las consideraciones anteriores, la Cosa Juzgada es considerada bajo el contenido 
íntimo de las resoluciones (formal y material) y también es considerada bajo el contenido 
exterior (efecto positivo y negativo), en consiguiente la característica material se produce 
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cuando las resoluciones gozan de carácter inimpugnable; de igual manera la cosa juzgada 
material también se aplica en sentido sustancial; es decir, sirve como precedente y 
fundamento en la prohibición del inicio de un nuevo proceso. En síntesis, el Instituto 
Material de la Cosa Juzgada opera de manera inmutable en la Administración de Justicia. 
Dese esta perspectiva, Alvares (2016) sostiene. “El aspecto material de la cosa jugada es la 
parte interna del contenido de las resoluciones, la cual identifica a las partes que han 
intervenido en un proceso resuelto” (p. 10). Desde nuestro punto de vista por intermedio del 
aspecto formal los Operadores de la Justicia identifican los efectos contenidos en la sentencia 
y también identifican a las partes que han intervenido en ella. 
 




Los Efectos Negativos de la Cosa juzgada prohíben a los magistrados pronunciarse sobre lo 
ya resuelto, es por ello, impide a todo Órgano Judicial admitir a trámite un nuevo proceso 
con pretensiones similares sobre el mismo objeto de un proceso anterior y que las partes 
procesales sean las mismas, en este mismo sentido, el efecto negativo de la cosa juzgada se 
relaciona con la idea de un asunto ya juzgado en un proceso primero, por ello, cuando se 
producen estos elementos o efectos los Tribunales de Justicia evitan iniciar un nuevo proceso 
con contenido resuelto en un proceso posterior. Por su parte Romero (1997) refiere. “La 
función negativa de la cosa juzgada tiene naturaleza excluyente. En efecto cando se inicia 
un segundo proceso idéntico se impide a los jueces pronunciarse sobre el fondo del asunto 
ya juzgado” (p.13). Se considera entonces los efectos negativos de cosa juzgada prohíben 
tajantemente a los magistrados pronunciarse sobre un caso concreto ya concluido.  
 
Desde el punto de vista práctico sobre los efectos negativos que produce las sentencias con 
calidad de firme no tienen carácter inmutable o definitivo, en síntesis, el trabajo de los 
Tribunales Jurisdiccionales está direccionado y tentado a modificar una sentencia ya 
existente; de esta manera, cuando las personas buscan iniciar la tutela jurisdiccional en un 
nuevo proceso cuando este fue repelido en un proceso posterior surge la principal idea de 
contraponer la cosa juzgada existente. Según Apolin (2015) señala. “El efecto negativo de 
la cosa juzgada no tiene carácter de definitiva o inmutable. Situación que da la esperanza de 
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obtener una sentencia judicial que cambie o modifique la situación juzgada en un proceso 
anterior” (p. 12). De la misma manera con respecto a lo mencionado por el autor precedente 
la principal actividad de la función jurisdiccional es cumplir con su finalidad de acuerdo a 
los efectos que induce este mecanismo.  
La institución de la Cosa Juzgada tiene importancia en la Administración de Justicia en un 
Estado de Derecho; razón por la cual supone prohibiciones e invariabilidades del contenido 
de las resoluciones firmes; además obliga a quienes hayan sido parte en un proceso 
jurisdiccional a cumplir de manera liminar su contenido. Por otro lado, estas resoluciones 
con calidad de juzgada producen efectos tanto negativos y positivos, por el cual, los efectos 
negativos de la cosa juzgada implican o excluyen a un proceso posterior. El ilustre autor 
Maljik (2018) refiere. “El efecto negativo de la cosa juzgada tiene una triple identidad, 
subjetiva y temporal. Las cuales implican o excluyen el inicio de un nuevo proceso con 
pretensión similar en la demanda peticionada” (p. 6). Por todo lo dicho los efectos negativos 
que produce la cosa juzgada prohíben tajantemente ejercer la Tutela Jurisdiccional Efectiva 
en un nuevo proceso con las mismas similitudes y sobre el mismo objeto ya precluido.  
Efecto Positivo 
El Efecto Positivo de la Cosa Juzgada también es conocido como perjudicial o vinculante; 
por ende, este efecto actúa directamente en el aspecto material y formal de la cosa juzgada; 
es por ello, que vincula a todo pronunciamiento judicial sobre procesos futuros, también el 
efecto positivo prohíbe a los magistrados pronunciarse en contra de sus propias sentencias 
resueltas, pues el nexo positivo de la cosa juzgada impide iniciar un nuevo proceso previo al 
posterior garantizando de esta manera la seguridad jurídica de la Administración de Justicia. 
Por su parte Pérez (2018) advierte. “El efecto positivo de la cosa juzgada impide la 
preterición del fallo previo en posteriores procesos. Pero también se vinculan con la emisión 
mediante un nexo perjudicial para dar garantía a la seguridad jurídica” (p. 24). Con respecto 
a los efectos negativos y positivos de la cosa juzgada ambos se manifiestan en el principio 
non bis in ídem.  
Seguidamente el Efecto Positivo de la Cosa Juzgada exige presupuestos básicos como es que 
ambos sujetos del proceso anterior y el nuevo sean los mismos; en tal sentido el objeto 
47 
merituado tenga similitud con lo peticionado anteriormente con la finalidad de direccionar a 
ellos la cosa juzgada, pues muchos autores consideran que el efecto positivo y negativo de 
las resoluciones firmes en la vida práctica es netamente teórica y que ambos son lo mismo. 
Según Concheiro (2003) considera. “El efecto positivo desempeña la misma función del 
negativo, ambos exigen presupuestos básicos para su condición, primero que el proceso sea 
un antecedente del objeto del segundo y que los sujetos de ambos procesos sean los mismos” 
(p. 10). Se aprecia entonces el efecto positivo tiene similitud consideración respecto al 
negativo porque ambos exigen los mismos presupuestos para su objetivo.  
Por otro parte, los Efectos Positivos de la Cosa Juzgada implican vinculaciones con respecto 
a lo ya juzgado, de modo que afecta a todos los magistrados en los procesos que van a 
resolver en el futuro, seguidamente la finalidad positiva de la cosa juzgada opera como 
eficacia vinculante en el inicio de un nuevo proceso, pues extingue la relación jurídica 
procesal valida, pues muchos autores estiman que la cosa juzgada tiene fuerza en la 
prohibición de modificar resoluciones con contenido ya juzgado. Del mismo modo Maljik 
(2018) revela. “El efecto positivo de la cosa juzgada tienen como finalidad brindar seguridad 
jurídica, además acoge a tres instituciones como la invariabilidad, la firmeza y la cosa 
juzgada que debe de existir en un estado de derecho” (p.130). Continuamente este eludido 
juega un papel muy importante en la Administración de Justicia, de modo que brinda respeto 
al contenido de las resoluciones.  
Límites Objetivos y Subjetivos del Principio de Cosa Juzgada. 
Los magistrados y los operadores jurídicos deben entender a la cosa juzgada de una manera 
más adecuada; es por ello, que la doctrina establece límites que buscan reivindicación acerca 
de la teoría de este instituto. La Cosa Juzgada sirve como fundamento para la toma de 
decisiones de todo Órgano Jurisdiccional, siendo ello, la trascendencia más importante que 
tiene esta institución en los procesos judiciales es prohibir la contraposición de pretensiones 
de juicios ya resueltos, de igual manera los problemas en la regulación de la cosa juzgada en 
nuestro ordenamiento jurídico han crea diversos problemas porque en las resoluciones con 
calidad de cosa juzgada no se establecen claramente su contenido. Por otra parte también. 
“No se establecen claramente sobre los tipos de procesos que adquieren calidad de cosa 
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juzgada, por lo tanto, si establecieran estas connotaciones contribuirán con la firmeza de la 
Administración de Justicia” (Sevilla, 2018, p. 1).  
Efectivamente una vez establecido sobre los aspectos básicos y sobre sus efectos de la Cosa 
Juzgada es importante también precisar que este instituto tiene limitaciones objetivas y 
subjetivas para su configuración; en primer lugar, el límite objetivo de la cosa juzgada 
comprende sobre los alcances de la cosa juzgada entre las partes, es decir, el imperativo y el 
objetivo de la cosa juzgada es analizar hasta donde surte sus efectos en los procesos 
jurisdiccionales, sobre todo la cosa juzgada objetiva determina el alcance de la eficacia de 
las sentencias con autoridad precluida. Empleando las palabras de Oliva (1996). “La 
objetividad de la cosa juzgada suplica sobre el alcance del resultado de un juicio o decisión 
del Órgano Jurisdiccional” (p.7). Se puede considerar respecto a lo citado ciertamente para 
que el juez revoque el inicio de un nuevo proceso debe evaluar si los efectos de la sentencia 
juzgada alcanzaron a la nueva pretensión.   
Asimismo, en segundo lugar, el límite subjetivo de la Cosa Juzgada radica solo entre las 
partes que han intervenido en un proceso judicial, puesto que los efectos negativos y 
positivos de la cosa juzgada operan si las partes son las mimas en el inicio de un nuevo 
proceso; es decir, lo subjetivo del instituto de la cosa juzgada evita que una resolución afecte 
o perjudique a quien no participo en un proceso resuelto. Seguidamente para que exista el
aspecto subjetivo es necesario precisar que cuando se inicia un nuevo proceso debe existir
similitud entre las causas, las cosas, las personas y los litigantes, del mismo modo los
“Límites subjetivos de la cosa juzgada radican en la pronunciación sobre el fondo del asunto,
además solo entre las partes que han intervenido dentro de un proceso judicial” (Oliva, 1996.
p. 2). Sin embargo, la identidad subjetiva tiene connotación inminentemente en todo proceso
por la única razón de la existencia de la misma persona en un segundo proceso.
Sobre la base de las consideraciones anteriores resulta importante identificar el límite 
objetivo y subjetivo de la cosa juzgada permite analizar los alcances y el contenido de las 
resoluciones con autoridad de cosa juzgada, también el límite objetivo produce efectos con 
relación a un determinado objeto de decisión y litigio. Por otro lado, el aspecto objetivo del 
instituto de cosa juzgada se determina por las pretensiones que han sido objeto de 
pronunciamiento en una resolución. Como plantea Apolin. “El alcance objetivo de la cosa 
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juzgada son las pretensiones que han sido objeto de pronunciamiento en la sentencia, la cual 
involucra a los sujetos procesales que han sido parte del proceso” (2016, p. 3). Es evidente 
entonces, la característica objetiva de la cosa jugada opera en el ámbito interno de las 
sentencias firmes con la finalidad de establecer el contenido de la resolución e identificar a 
las partes intervinientes en un proceso. 
1.3. LEGISLACIÓN COMPARADA: 
Costa Rica 
Tomando en consideración a la legislación comparada, se aprecia que en Costa Rica no 
existe una relación jurídica similar referente a nuestro sistema judicial peruano respecto al 
Derecho a la Identidad del Menor frente al Principio de Cosa Juzgada, puesto que, cuando 
por algún motivo no se hubiera practicado la prueba científica (ADN), una sentencia no 
adquirirá la calidad de firme (cosa juzgada) quedando así el derecho al padre, madre o menor 
a ejercer tutela jurisdiccional efectiva en cualquier momento de sus vidas. Este derecho se 
encuentra consagrado en el artículo 43 la Constitución Política de Costa Rica, el cual señala. 
“Toda persona tiene derecho a terminar sus diferencias patrimoniales por medio de arbitrios, 
aun habiendo litigio pendiente”. EL derecho antes mencionado tiene una fuerte ocasión en 
principios y derechos fundamentales como la dignidad humana, la igualdad, la intimidad y 
el libre desarrollo de la personalidad o autonomía en esta legislación. 
Asimismo, Arguello y Ovares Citan al Código de Familia de Costa Rica, el cual considera. 
“La posibilidad del hijo y sus descendientes a investigar la paternidad y maternidad (artículo 
91). Asimismo, el artículo 95 del mismo cuerpo normativo regula que la filiación de 
paternidad y maternidad llevada a cabo por el padre, madre e hijo podrá realizarse en 
cualquier momento” (2009, p. 45). Cabe precisar entonces, el cuerpo normativo de este país 
trata de equilibrar los derechos fundamentales de toda persona a saber su verdadera identidad 
de quienes son sus padres cuando existe presunción, de esta manera, se garantizará la paz y 
la seguridad familiar y social. Por otro lado, la investigación genética de la maternidad y 
paternidad tiene un interés primordial en establecer el vínculo biológico existente, el cual se 
manifiesta por intermedio de la filiación, en comparación, con nuestro sistema normativo 
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peruano las leyes y las normas jurídicas son muy intransigentes, por el hecho de que hay 
límites de tiempo para impugnar la paternidad.   
Ecuador 
El Derecho a la Identidad del Menor en la Legislación Ecuatoriana no puede perder por 
prescripción o por cualquier interpretación ambigua de la norma jurídica, ya que es un 
derecho fundamental consagrado en su Carta Magna, también se considera que la acción de 
paternidad puede ser promovida por el hijo o padre hasta su fenecimiento. El artículo 33 de 
la Constitución Ecuatoriana lo determina como. “(…) el derecho a la identidad no se 
adquiere ni se pierde por el paso del tiempo. Es imprescriptible el derecho constitucional a 
la identidad. La acción investigación de la paternidad también es imprescriptible (…)”. 
Desde mi punto de vista, se entiende entonces que el derecho a la identidad no puede perder 
por prescripción o por cualquier interpretación ambigua de la norma jurídica, ya que es un 
derecho fundamental consagrado en el Ordenamiento Jurídico.  
Proaño en el (2013) cita a la Causa N° 141 – 2011 de fecha 11 de diciembre de 2011 emitida 
por la Primera Sala Civil y Mercantil de la Corte Suprema de Justicia de Ecuador, la cual 
establece. “En aquellos casos donde se ha declarado la paternidad sin haberse practicado los 
métodos científicos como el ADN, la declaración no causa cosa juzgada sustancial, sino 
meramente formal” (p.57). Cabe precisar, el carácter sustancial del principio de cosa juzgada 
es la inimpugnabilidad, pero carece de inmutabilidad; por ende, lo que sostiene la cosa 
juzgada formal es eficaz tan solo respecto a la concertación de la relación del estado de las 
(cosas, objetos, personas) que se tomaron consideraron al momento de sentenciar, entonces 
la importancia de esta jurisprudencia evidencia la posibilidad a impugnar la paternidad 
cuando no se haya comprobado el nexo biológico entre el padre progenitor y del hijo por 
intermedio de la prueba genética del ADN, con ello se emitirá una resolución certera y se 
podrá determinarlo como cosa juzgada sustancial.  
Nuestra legislación peruana es totalmente ajena respecto a la Jurisprudencia Ecuatoriana, ya 
que, la Ley N° 28457 que regula el Proceso de Filiación Judicial de Paternidad 
Extramatrimonial, en su artículo 02 concreta lo siguiente. “(…) si transcurrido los diez días 
de vencido el plazo, el oponente no cumpliera con la realización de la prueba biológica del 
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ADN por cusa injustificada, la oposición será declarada improcedente y el mandato se 
convertirá en declaración judicial de paternidad”.  La sentencia que lo declara padre sin el 
sometimiento del examen biológico y esta no fue apelada dentro de los 3 días estipulado en 
el artículo 5 de la misma ley antes citada, adquiere la calidad de consentida (cosa juzgada) 
la cual no puede ser nuevamente juzgada mediante un nuevo proceso. Entonces las normas 
jurídicas que regulan el proceso de filiación extramatrimonial son muy intransigentes porque 
en diversas oportunidades vulneran derechos fundamentales de los accionantes, actos 
jurídicos que en otras legislaciones no sucede.  
Colombia 
Sobre este precepto se amerita que si el menor es producto de una relación en donde no 
existe el vínculo matrimonial o biológico, el supuesto padre puede impugnar la paternidad 
en cualquier momento sin acaecer en plazos de caducidad; sin embargo, el artículo 406 del 
Código Civil Colombiano señala. “(…) ni prescripción, ni fallo alguno (…) podría oponerse 
a quien se presente como verdadero padre o madre del que pasa por hijo de otros, o como 
verdadero hijo del padre o madre que lo desconoce”. Respeto a este punto amerita 
argumentar que si el menor es producto de una relación en donde no existe el vínculo 
matrimonial, el supuesto padre puede impugnar la paternidad en cualquier momento sin 
acaecer en plazos de caducidad, además se estaría respetando el derecho del menor a saber 
la verdad genética y a conocer a su verdadero padre (derecho a la identidad). 
A diferencia, en nuestro sistema normativo peruano el plazo de caducidad para impugnación 
del reconocimiento (de paternidad) es de noventa días, contenido en el artículo 400 del 
Código Civil, el contenido del presente artículo, si bien tiene una finalidad constitucional, la 
protección y consolidación del estado de familia; en cualquier caso, particular no resulta 
idóneo aplicarlo ya que limita el Derecho a la Familia, la Identidad Biológica y el Principio 
del Interés Superior del Niño, restringiendo la determinación de la familia biológica a la que 
pertenece el menor, lo que puede comprobarse en forma certera con la prueba de ADN 
ofrecida por el accionante. En tal sentido, la medida de acción de estado de impugnación de 
paternidad sujeta a este plazo de 90 días, resulta lesiva a los derechos involucrados, estando 
alejando más bien del fin constitucional que persigue, hecho que en otros países no sucede.  
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Perú 
El Derecho a la Identidad del Menor frente al Principio de Cosa Juzgada en la legislación 
peruana no se encuentra regulada; por ende, existe conflictos jurídicos y también existe 
confrontaciones de derechos fundamentales concretados en la Constitución Política del Perú 
de 1993. Por otro lado, resulta necesario ponderar ambos derechos para determinar cuál de 
ellos tiene un peso mayor, y por tanto cuál de ellos determina la solución eficaz en el proceso 
de filiación extramatrimonial. Del mismo modo los preceptos normativos en cuestión están 
catalogados como derechos fundamentales de todo ser humano, mas no están ponderados 
para dar soluciones eficaces a casos concretos, por lo tanto, solo se aprecia suposiciones y 
meras conceptualizaciones en nuestra normativa constitucional, se por ello, que resulta 
importante recalcar que el Derecho a la Identidad en el Estado peruano está siendo 
desplazado por sentencias de mera formalidad.  
En consecuencia, en nuestro territorio peruano carecemos de precedentes vinculantes de esta 
naturaleza que específicamente prevalezcan el Derecho a la Identidad del Menor frente al 
Principio de Cosa Juzgada en el Proceso de Impugnación de Paternidad, figuras que 
consecuentemente en diversas oportunidades nos llevaría a resolver una incertidumbre 
jurídica, con el único propósito de proteger derechos fundamentales de todo menor y el 
derecho del padre a saber la verdad. Pero también ¿existen muchas razones jurídicas 
constitucionales para considerar que es de manera concreta priorizar el Derecho de la 
Identidad y el Interés Superior del Niño frente a la inmutabilidad que le asiste a la Cosa 
Juzgada?  dicho de otro modo ¿Hay razones jurídicas constitucionales para que se ampare el 
derecho a la identidad a todo aquel que pretenda conocer su verdadera procedencia biológica, 
así como también al derecho del padre a saber la verdad mediante la impugnación de 
paternidad? 
1.4. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
Problema General 
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¿De qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Identidad del Menor, 
en el Proceso de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de Tumbes – 
2018? 
Problema Específico 01 
¿De qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Tutela Jurisdiccional 
Efectiva en un Proceso de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de 
Tumbes – 2018? 
Problema Específico 02 
¿De qué manera se vulnera el Principio del Interés Superior del Niño, al aplicarse el Principio 
de Cosa Juzgada en los Procesos de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de 
Justicia de Tumbes - 2018? 
1.5. JUSTIFICACIÓN DEL ESTUDIO 
Justificación Teórica 
El presente trabajo de investigación parte de la ausencia de normatividad y jurisprudencia 
que básicamente prevalezcan el Derecho a la Identidad del Menor frente al Principio de Cosa 
Juzgada en el Proceso de Impugnación de Paternidad, aunando a ello la poca doctrina 
existente sobre la problemática planteada.  
Justificación Práctica 
Con el resultado de la presente investigación no se va a alterar el contexto del núcleo a 
estudiase, es así, que a la deducción de los supuestos jurídicos a los que llegamos a percibir 
se deben tomar en cuenta y deben ser estudiados para sugerir la disposición de normativa 
legislativa. Esta investigación parte de la plena necesidad de comprender sobre las 
características especiales que dotan al Derecho a la Identidad del Menor en relación al 
Principio de Cosa Juzgada en el Proceso de Impugnación de Paternidad. 
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Justificación Metodológica 
El enfoque de estudio de la presente investigación es de tipo cualitativo, el cual tiene como 
finalidad analizar al grupo normativo de derechos fundamentales y otras ramas jurídicas 
concernirte al Derecho a la Identidad del Menor en relación al Principio de Cosa Juzgada en 
el Proceso de Impugnación de Paternidad, también pretenderemos recopilar teorías 
entrelazadas con el tema para analizarlo en el transcurso del presente estudio, por la ausencia 
de precedentes vinculantes en nuestro sistema judicial diversos derechos fundamentales se 
confrontan. Por ello amerita comprender a las categorías planteadas en la investigación, en 
este sentido, surge el afán de analizar de manera profunda los derechos fundamentales de 
todo ser humano con la necesidad determinar factores particularmente acreditados para dar 
solución a la problemática planteada. 
Relevancia 
El presente proyecto de investigación tiene relevancia constitucional, jurisprudencial y 
normativa. El resultado del producto a estudiarse tiene como finalidad solucionar diversas 
incertidumbres jurídicas que se enfrentan nuestros magistrados en diversos procesos de 
impugnación de paternidad. Por otro lado, con esta exploración se ayudará a evitar 
vulneraciones y afectaciones de derechos fundamentales.  
Contribución 
El estudio de esta problemática contribuye en la ilustración directamente sobre las figuras 
jurisdiccionales; por ende, evitara que la mayoría de nuestras autoridades jurisdiccionales 
apliquen la norma jurídica de manera intransigente. Este problema de investigación se 
aprecia a diario en donde el Derecho a la Identidad del Menor frente al Principio de Cosa 
Juzgada cada vez se está mancillando, en donde el Estado peruano tiene la plena obligación 




Analizar de qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Identidad del 
Menor, en el Proceso de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de 
Tumbes – 2018. 
Objetivo Específico 01 
Determinar de qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva en un Proceso de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior 
de Justicia de Tumbes – 2018. 
Objetivo Específico 02 
Determinar de qué manera se vulnera el Principio del Interés Superior del Niño, al aplicarse 
el Principio de Cosa Juzgada en los Procesos de Impugnación de Paternidad, en la Corte 
Superior de Justicia de Tumbes – 2018. 
1.7. SUPUESTOS JURÍDICOS 
Supuesto Jurídico General 
El Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Identidad del Menor, en el Proceso de 
Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de Tumbes, toda vez que los 
magistrados al momento de sentenciar no prevén la Tutela Jurisdiccional Efectiva del 
demandado dado que, se demostraría que sin haberse previsto que el demandante se someta 
a la prueba de ADN, máxime que se tome en consideración la debida notificación del 
demandante, aún sin la prueba de ADN que demuestre fehacientemente el vínculo sanguíneo 
de paternidad, los magistrados adjudican la paternidad e identidad del menor. Vulnerándose 
así el derecho a la identidad del menor ya que no se estaría reconociendo su verdadera 
descendencia genética.  
Supuesto Jurídico específico 01 
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El Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva en un 
Proceso de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de Tumbes, en 
mérito a que el Juez mediante sentencia lo declara padre al demandado sin haberle sometido 
a la prueba científica de ADN. Bajo este punto es preciso detallar que el demandado 
desconoce de la notificación con la cual se le solicita el someterse a la prueba de ADN y 
cuando este conoce por primera vez y desea cumplir con el proceso de Prueba de ADN, el 
juez no acepta el derecho invocado por el demandante manifestando que tiene carácter de 
cosa juzgada. Situación clara que pone en indefensión al demandante y transgrede el derecho 
de poder acceder a la justicia.   
Supuesto Jurídico específico 02 
Se vulnera el Principio del Interés Superior del Niño, al aplicarse el Principio de Cosa 
Juzgada en los procesos de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de 
Tumbes, Toda vez que una sentencia con calidad de cosa juzgada está desplazando al 
derecho a la identidad del menor en el proceso de impugnación de paternidad, por ello, el 
interés superior del niño debe primar en todo proceso de esta naturaleza, pues más aun saber 
con certeza científica si existe la determinación de paternidad por intermedio del examen 
genético de ADN. Asimismo, por el hecho de haber sido inicialmente asesorado ineficaz, 
deficiente e incorrectamente no se puede permitir que estas situaciones menoscaben a la 
verdad, objeto de la prueba genética que en tiempo y forma se debe conceder la prueba 




2.1. TIPO Y DISEÑO DE INVESTIGACIÓN 
2.1.1. Tipo de Investigación  
La presente investigación será de carácter descriptivo. Según Andrade, viene hacer este 
prototipo la realización de una reflexión que básicamente va permitir comprobar los 
descubrimientos obtenidos durante el estudio con los trabajos referenciados en el marco 
teórico (2005, p. 347).  
Cabe indicar que el presente estudio será descriptivo porque se dirige a la recolección de 
datos, fuentes, expedientes, artículos, revistas, libros, etc. Con la finalidad de someter a 
prueba a las teorías obtenidas y de tal manera esta investigación se comprenda a profundidad. 
Así como sostiene Eyssautier, el tipo de estudio es el lugar donde se encuentran los datos 
requeridos, que en el transcurso del tiempo esta información será de muy importancia y 
utilidad para el investigador (2006, p. 315). 
2.1.2. Diseño de Investigación 
Para Andrade, el diseño de investigación es lo que debe hacer el investigador en su estudio 
para alcanzar los objetivos y para contestar las preguntas en la formulación del problema 
(2005, p.267). En el (2007) Pino lo define como el instrumento que utiliza el investigador 
para analizar las categorías, también para poder alcanzar los objetivos planteados en el 
trabajo de investigación (p.185). 
En ese sentido, la presente investigación será de naturaleza CUALITATIVA no 
experimental de la TEORÍA FUNDAMENTADA, este diseño genera una teoría para 
explicar el nivel conceptual de las teorías de naturaleza local, las cuales deberán ser 
comprobadas y validadas. El diseño de la teoría fundamentada surge de las preposiciones y 
de los datos recolectados en la investigación, más que de los trabajos previos (Hernández, 
2006, p. 687). 
2.2. ESCENARIO DE ESTUDIO 
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2.2.1. Respecto a la norma jurídica 
El problema de nuestra investigación parte de la ausencia de precedentes vinculantes de 
naturaleza constitucional que básicamente prevalezcan el Derecho a la Identidad del Menor 
frente al Principio de Cosa Juzgada en el Proceso de Impugnación de Paternidad; es por ello, 
que existe conflicto jurídico y también existe la confrontación de derechos fundamentales 
entre principios procesales; asimismo, resulta importe ponderar ambos derechos para 
determinar ¿cuál de ellos tiene un peso mayor?, y por tanto cualquier de ellos determine la 
solución eficaz en el Proceso de Impugnación Paternidad.   
La falta de regulación normativa del Derecho a la Identidad del Menor frente al Principio de 
Cosa Juzgada provoca una indefensión al supuesto padre biológico a impugnar la paternidad. 
puesto que se le estaría impidiendo ejercer la Tutela Jurisdiccional Efectiva ante los Órganos 
de Administración de Justicia. Ya que la mayoría de magistrados dictan sentencias en el 
proceso de filiación extramatrimonial solo basándose en la formalidad de las normas 
jurídicas, específicamente aplicando de manera intransigente y literal lo dispuesto en la Ley 
N° 28457; es decir, cuando se adjudica al demandado la paternidad de un menor a través de 
una resolución judicial por demanda de filiación, sin que este se haya sometido a la prueba 
de ADN más aun no habiéndose negado a realizarlo. Situación que provoca la vulneración 
del derecho a la identidad del menor y el derecho al supuesto padre biológico a impugnar la 
paternidad. 
Por ello los magistrados deben mantener principalmente un espíritu constitucionalista en sus 
criterios y decisiones, frente a la falta de regulación normativa por el Derecho Positivo, debe 
interpretar la norma de acuerdo a la Tesis del Principialismo, ya que los derechos 
fundamentales del menor son los que apoyarían a resolver lagunas jurídicas, en 
consecuencia, los jueces mantendrán una armoniosa logicidad constitucionalista y jurídica 
con sus pretensiones. 
2.2.2. Respecto al espacio físico 
El presente trabajo de investigación tiene como escenario de estudio a la Corte Superior de 
Justicia de Tumbes (expediente N° 02718-2017). Hechos materia de estudio se 
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materializaron a través de los siguientes actos que se detallan a continuación: este colegiado 
a través de la Resolución N° seis, declaró improcedente el Recurso de Apelación por 
Impugnación de Paternidad toda vez que a través de la Sentencia N° 12 de fecha 12/02/2008 
la Resolución había adquirido la calidad de Cosa Juzgada. Es preciso señalar que en el citado 
proceso nunca se llevó a cabo la prueba de ADN. De lo citado utilizando el Principio de 
Cosa Juzgada en el Proceso de Impugnación de Paternidad se estaría vulnerando el derecho 
a la Tutela Jurisdiccional Efectiva y el Derecho a la Identidad del Menor. 
Asimismo, el escenario de estudio también se ha realizado en mérito al espacio físico donde 
se llevó acabo la entrevista, lugar donde laboran los expertos en la materia – objetivo de la 
investigación – por lo que es importe enfatizar los escenarios donde se llevaron a cabo las 
indagaciones en base a las siguientes tablas: 
Tabla 1. Escenario de entrevista a funcionarios públicos 
FUNCIONARIO PÚBLICO ESCENARIO DE ENTREVISTA 
Trinidad Farro Orlando Despacho Legal de la Procuraduría Pública 
del Congreso de la República del Perú.  
Para el caso de los Abogados Litigantes se llevaron a cabo las entrevistas en su despacho 
personal de cada uno, cuya dirección fiscal se constata.  
NOMBRE Y CARGO ESCENARIO DE ENTREVISTA 
Tatiana Lucia Díaz Díaz 
Oficina Legal: Av. Paseo de la Republica N° 
385, distrito de La Victoria, provincia y 
departamento de Lima. 
Castro Rodríguez Liliam Lesly 
Abogada 
Despacho Legal: Jr. Morona 689 Of. 201, 
distrito de Breña, provincia y departamento 
de Lima. 
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Cóndor Martínez Luis Alberto 
Abogado 
Oficina Laboral: Av. Túpac Amaru S/N, 
distrito y provincia de Huaral, departamento 
de Lima. / Ref. Frente al Poder Judicial de 
Huaral. 
Muñoz Quintana Pablo 
Abogado 
Oficina Laboral: Av. Túpac Amaru S/N, 
distrito y provincia de Huaral, departamento 
de Lima. / Ref. Frente al Poder Judicial de 
Huaral. 
Terrones Prado Alexander Jesús 
Abogado 
Oficina Legal: Calle Ucayali, Urb. Auxilios 
Mutuos, Mz. “B” Lote 16, distrito y 
provincia de Huaral, departamento de Lima. 
/ Ref. A una cuadra del Hospital de Huaral. 
Melgarejo Vidal William Poli 
Oficina Jurídica: AAHH San Martin Mza. 
169, Lote 15, distrito de Los Olivos, 
provincia y departamento de Lima. 
Espejo Pacheco Johana Stephany 
Oficina Jurídica / Notaria Gómez Anaya: 
Av. Túpac Amaru N° 5732, distrito de 
Comas, provincia y departamento de Lima. 
Quineche Barturen Martha Teresa 
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Oficina Legal: Sub Gerencia de 
Participación Vecinal / Municipalidad 
Distrital de Comas - Lima 
2.3. PARTICIPANTES 
El presente trabajo de investigación mayormente se encuentran involucrados abogados 
defensores o litigantes procesales que, al tiempo de asesorar a personas particulares respecto 
al proceso de impugnación de declaración de paternidad, se encuentran con infinidades de 
barreras burocráticas para lograr estos objetivos, puesto que en reiteradas veces los abogados 
defensores (en merito a la defensa ineficaz, deficiente y evidente) no realizan la información 
a sus patrocinados sobre la fecha en que se señala la “audiencia única de toma de muestras”, 
por lo tanto, el Juez en su representación declara la paternidad conforme a ley, cumpliéndose 
además los plazos para poder formular impugnación de acuerdo a lo normado procesalmente. 
Todos estos sucesos a causa de una asesoría legal que resulta ser impunemente ineficaz y 
deficiente.  
Asimismo, se encuentran involucrado también un antiguo Juez Especializado en lo Civil de 
Lima Norte, quien tiene pleno conocimiento no solo el instituto de Impugnación de 
Paternidad, sino además las vertientes de los derechos fundamentales prescritos en nuestra 
Constitución.  
En ese sentido la organización de los participantes de manera directa de la presente 
investigación es en mérito al siguiente cuadro: 





























































































































distrital de Comas 
Sub Gerencia de 
Participación 
Vecinal 
Mediante la realización de estas entrevistas a personas con diversas características se pudo 
extraer información y datos preponderantes los cuales nos ayudaron a mejorar la elaboración 
del presente trabajo de investigación.  




EXPERIENCIA EN LA 
MATERIA 
GRADO ACADEMICO 
Para la elaboración de las 
entrevistas, se tuvo en 
consideración el puesto que 
desempeña, abogado 
litigante, abogado defensor, 
catedrático, juez, etc. 
Para desarrollar las 
entrevistas, se tomó en 
consideración el tiempo de 
experiencia en materia de 
derechos fundamentales. 
Para la elaboración del plan 
de entrevistas, se consideró 
el nivel académico que 
ostentan, siendo ello Doctor 
o Magister en Derecho.
2.4. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
Para Hernández (2010) “La recolección de datos desde el enfoque cualitativo se realiza con 
la finalidad de comprenderlos y analizarlos y así dar respuesta a las preguntas de 
investigación y generar conocimiento” (p. 409). En este contexto el estudio cualitativo busca 
obtener datos, conceptos, percepciones, creencias, pensamientos y experiencias con el fin de 
percibir y dar respuesta a la problemática planteada en la presente investigación. 
Por otro lado, Gómez (2012) menciona. “Las técnicas y recolecciones de datos se realizarán 
y definirá mediante los instrumentos diseñados en la metodología, aplicando diferentes 
métodos: la entrevista, la observación, las encuestas, los cuestionarios y otros” (p. 58). Por 
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lo tanto, los instrumentos para recolectar datos son herramientas que sirven para definir y 
sustentar la estructura del presente proyecto de investigación. 
Técnicas que se usó en la presente investigación 
Para efectos del cumplimiento y orden de los objetivos de la investigación en el presente 
trabajo se prefiere utilizar la entrevista con preguntas netamente abiertas con la finalidad de 
obtener diversos datos del entrevistado que será un conocedor o especializado en la materia 
de investigación.  
En ese orden de ideas, las técnicas que se utilizaran en la presente investigación son las 
siguientes: 
La entrevista 
Este tipo de técnica es de uso bastante común en la presente investigación, por el cual, la 
buena parte de los datos obtenidos en el campo de la investigación se logran por intermedio 
de las entrevistas, es decir, este instrumento es la relación directa entre el objeto de estudio 
y su investigador con el fin de obtener testimonios orales (Gómez. p. 59). Entonces esta 
técnica básicamente se aplicará a los expertos en derechos fundamentales, a los abogados 
litigantes y experimentados en la materia con cuestiones netamente abiertas.  
La observación 
Por intermedio del uso de las técnicas directas en la entrevista y la observación, nos va a 
permitir contactar directamente y comunicarnos con los diversos Abogados, Jueces y 
conocedores de la materia en la presente investigación (Sánchez y Reyes. 2006, p. 149). 
Instrumentos 
Para dar validez al instrumento se utilizará la guía de entrevistas y la ficha de análisis de 
fuente documental, las cuales se realizará atreves de la evaluación a cada juicio de los 
especialistas en el tema. Según Gómez, considera que los instrumentos especifican de 
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manera concreta los lugares y las condiciones para la recolección de datos. Por ende, define 
también si la investigación será en base a encuentras, entrevistas y documentos, etc. (2010, 
p. 61). En consecuencia, son los componentes donde descansara las categorías y 
subcategorías del presente estudio con la finalidad captar información para entender el 
problema de investigación.  
 
Para estos efectos los instrumentos que se utilizara serán los siguientes: 
 
Guía de entrevista. - Para la materialización de la entrevista, se hará uso de cuestionarios o 
formularios, apropiadamente ordenados según la ficha de entrevista, que básicamente las 
preguntas serán direccionadas a expertos en la materia con el objetivo de recolectar 
información necesaria que respalden el supuesto jurídico. Asimismo, se llegue a responder 
a los problemas planteados y percibir teorías nuevas en concordancia al tema de la presente 
investigación.  
 
Ficha de análisis de fuente documental. - Se realizará un íntegro análisis a las diferentes 
fuentes documentales de resoluciones, disposiciones y expedientes, reflejándose estas en las 
conclusiones. Según Sánchez y Reyes, por intermedio de esta técnica se va realizar el recojo 
de datos documentales, fuentes primarias y fuentes segundarias vinculadas con las categorías 
estudiadas (2006, p. 152). Además, se recabará información de diversas investigaciones 
relacionadas con el presente trabajo de investigación.   
  
Ficha de presentación del entrevistado. - Para la determinación de recopilación de 
información sobre los sujetos impregnados en la presente investigación; es decir, acerca del 
perfil del entrevistado, ha sido necesario reconocer ciertas características personales entre 
los actores principales como el grado de profesión y su trayectoria profesional.  
 
Asimismo, cabe destacar expresamente que los instrumentos poseen confiabilidad con en el 
respaldo de la veracidad en su elaboración y con la respectiva validación de la guía de 
entrevistas por el juicio de los expertos.  
 
Es por ello, los instrumentos utilizados cuentan con un contenido reflejado en la absolución 
de los objetivos generales y específicos del presente trabajo de investigación, por ende los 
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profesionales que serán entrevistados se escogieron de acuerdo a su capacidad técnica 
procesal para absolver fehacientemente las interrogantes concretadas en la guía de entrevista, 
así también como la recolocación de los instrumentales más oportunos que tengan una 
relación directa con el paradigma a investigar (para la ficha de análisis de fuente documental) 
en merito a la tabla siguiente: 
Tabla N° 04: Validación de instrumentos 
VALIDACIÓN DE INSTRUMENTOS 
(Guía de entrevista – Ficha de análisis de fuente documental) 
VALIDADOR CARGO PORCENTAJE 
CASTRO RODRÍGUEZ 
LILIAM LESLY 
Docente de la 
Universidad César 




Docente de la 
Universidad César 




Docente de la 
Universidad César 





Los instrumentos tienen confiabilidad y respaldo en su elaboración, con la respectiva 
validación de la guía de entrevistas y el análisis de fuente documental por el juicio de los 
expertos. Es necesario recalcar que los entrevistados con mayor criterio y análisis en 
merito a sus conocimientos jurídicos obtenidos en el presente trabajo de investigación, han 
servido como base confiable en nuestros resultados, sin opacar al resto de entrevistados ni 
restarles relevancia, tenemos a los siguientes: 
NOMBRES Y APELLIDOS CARGO EXPERIENCIA EN 
EL TEMA 
Orlando Trinidad Farro 
Abogado de la 
Procuraduría Publica 
del Congreso de la 
República del Perú 
El abogado entrevistado 
cuenta con más de 41 
años en el ejercicio de 
la carrera; ha sido Juez 
Especializado en lo 
Civil de Lima Norte; ha 
sido asesor legal del 
Senador Eugenio Chang 
Cruz; asesor de 
diversas 
municipalidades del 
Perú; abogado litigante 
y hoy trabaja en la 
Procuraduría del 
Congreso de la 
Republica; profesor 
universitario; su amplia 
experiencia nos 
permitió poder 
esclarecer de forma 
concreta los objetivos 
de la presente 
investigación a través 
de la entrevista. 
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Tatiana Lucia Díaz Díaz 
Socia fundadora de la 
Asociación de Defensa 
Jurídica – ADJ 
Abogados & 
Consultores / Abogada 




entrevistada es magister 
en Derecho Procesal 
por la Pontificia 
Universidad Católica 
del Perú – PUCP; 
cuenta con más de 3 
años en el ejercicio de 
la profesión; ha sido 
Abogada litigante y 
socia fundadora de la 
Asociación de Defensa 
Jurídica – ADJ 
Abogados & 
Consultores, 




paternidad; ha laborado 
en el Sexto Juzgado de 
Familia; Segundo 
Juzgado Civil, Sala 
Civil Transitoria de la 
Corte Superior de 
Justicia de Lima Norte; 






El presente proyecto de investigación por carecer de precedentes vinculantes (plenos 
casatorios) y por falta de normatividad jurisdiccional respecto al tema en indagación, el 
presente procedimiento de investigación se desarrollará sobre el estudio al Derecho a la 
Identidad del Menor frente al Principio de Cosa Juzgada, en el Proceso de Impugnación de 
Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de Tumbes. El presente trabajo de investigación 
recae sobre el estudio una determinada porción de la población que aún no logra impugnar 
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la paternidad por la confrontación de estos derechos fundamentales. Además, por la 
incertidumbre jurídica que a diario acaece nuestro panorama jurídico. Consecutivamente 
recaerá sobre las entrevistas tanto a los expertos en la materia, los abogados litigantes, como 
también a los magistrados o jueces que son conocedores de los derechos fundamentales que 
posee todo ser humano.  
Es por ello que la presente investigación tiene como categorización lo siguiente: 
CATEGORÍAS DEFINICIÓN PROCEDIMIENTO 
EL DERECHO A LA 
IDENTIDAD 
El Derecho a la Identidad, 
es un derecho fundamental 
inherente a toda persona, 
consagrado en el artículo 2 
inciso 1 de la Constitución 
Política del Perú de 1993. 
Análisis de leyes 
nacionales e 
internacionales, tratados y 
convenciones sobre 
derechos fundamentales. 
Por otro lado también se 
realizara el análisis de las 
entrevistas a los abogados 
litigantes, a los expertos en 
la materia, a los jueces 
especializados en 
Derechos Fundamentales y 
docentes universitarios. 
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LA COSA JUZGADA 
La Cosa Juzgada es un 
principio y derecho de la 
función jurisdiccional del 
Estado, se encuentra 
prescrita en el artículo 139 
de nuestra Carta Magna de 
1993. 
Análisis de leyes 
nacionales e 
internacionales, tratados y 
convenciones sobre 
derechos fundamentales. 
Por otro lado también se 
realizara el análisis de las 
entrevistas a los abogados 
litigantes, a los expertos en 
la materia, a los jueces 
especializados en Derecho 
Constitucional y a los 
docentes universitarios. 
2.6. MÉTODOS DE ANÁLISIS DE INFORMACIÓN 
En la presente investigación los métodos que se empleara en el análisis de información son: 
el Método Hermenéutico y el Método Inductivo, los cuales nos va permitir plantear una 
posición al problema de investigación.  
Método Hermenéutico 
El Método Hermenéutico es la herramientita que permite reflexionar para luego tener el 
sentido de la problemática a estudiar. Según Baezza, sugiere antes de toda consideración 
merituar una posición distinta con respecto a la realidad. También por intermedio de la 
hermenéutica se permitirá interpretar los documentos sometidos al análisis (2002, p. 27). En 
lo seguido el interludio hermenéutico profundiza el estudio de la materia planteada y nos 
ayuda a tener criterios diferentes a los investigadores anteriores.  
Asimismo, el referido método permite al investigador navegar en un espacio de ideas y 
plantear la suya respecto al problema a investigar de forma didáctica. Por otro lado, el 
maestro Vattimo, menciona que la hermenéutica engloba un idioma común dentro de la 
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cultura y la filosofía, el cual nos van ayudar a realizar una correcta interpretación de una 
teoría (1991, p. 45). Es decir, el mencionado método cumple una función muy importante 
en los tiempos modernos, donde los países deben estar conectados con el complimiento, 
respeto y la democratización de los derechos fundamentales de los seres humanos y 
ciudadanos habitantes.  
Método Inductivo 
Según Gómez, manifiesta que el Método Inductivo es la característica esencial completa del 
procedimiento que se va a realizar. Por intermedio de ello se va conocer con exactitud el 
número de personas que integran el presente estudio (2010, p.18). Además, el método 
inductivo no lleva a tener certeza sobre los datos que se va incluir en la presente 
investigación. 
Enfoque Cualitativo 
La presente investigación es de tipo cualitativo se necesita conocer a profundidad la 
problemática en cuestión. Este tipo de estudio busca comprender y ahondar perspectivas, 
opiniones y significados de los fenómenos que nos rodean. La esencia de la investigación 
cualitativa es profundizar y comprender a los participantes o grupos de personas a los que se 
investigara acerca de los fenómenos que los rodean. También se realiza este tipo de estudio 
cuando el tema ha sido poco explorado (Hernández. 2010, p.364). 
2.7. ASPECTOS ÉTICOS 
El presente proyecto de investigación básicamente respeta toda propiedad intelectual de 
diversos autores, es por ello que está libre de alguna copia o plagio realizado de otras 
investigaciones en mérito al respeto de los derechos intelectuales protegidos por el 
INDECOPI; que de alguna manera han percibido un aporte intelectual a la doctrina y a 
nuestra principal ciencia del Derecho. Asimismo, también se salvaguarda las creencias 
religiosas y políticas de todos los ciudadanos y demás lectores. Por otro lado, también se 
respeta el marco constitucional de la democracia conforme lo prescribe nuestra Constitución 
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3.1. DESCRIPCIÓN DE RESULTADOS 
3.1.1. Descripción de resultados de la entrevista 
Respecto a los instrumentos de recolección de información desarrollada en los párrafos 
procedentes en este acápite del presente trabajo de investigación se relatarán los resultados 
logrados, lo que correctamente fueron validados por los expertos (temática y metodólogo); 
en consiguiente los resultados han quedado validados con rotunda confiabilidad.  
La finalidad de la descripción de los resultados obtenidos es para interpretar de manera 
correcta y coherente, por ello se ha utilizado el análisis sistemático y dialectico con respecto 
a lo que se ha concretado en el problema general y específicos, así como lograr los objetivos 
determinados en el trabajo de investigación; por lo tanto, se dispuso transcribir de manera 
coherente 3 cuestiones por cada objetivo, alcanzando un total de 9 interrogantes que son 
parte del instrumento de guía de entrevista y que han sido resueltas fehacientemente por 
expertos y especialistas en Derechos Fundamentales.  
En merito a lo proyectado, el detalle del instrumento se desarrollará de la siguiente manera: 
Ficha de entrevista dirigida a funcionarios públicos, jueces y abogados litigantes 
especializados en Derechos Fundamentales, Civil, Familia y Constitucional.  
Con respecto al objetivo general se efectuó las siguientes interrogantes: 
1. ¿Qué opinión le merece la declaración judicial de paternidad en un proceso de
filiación extramatrimonial, sin que el demandado se haya sometido a la prueba genética
de ADN?
OBJETIVO GENERAL 
Analizar de qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Identidad 
del Menor, en el Proceso de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia 
de Tumbes – 2018. 
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Espejo, Quineche, Terrones, Castro, Muñoz y Cóndor (2019) sostienen que la Ley N° 
28457 que regula el Proceso de Filiación Extramatrimonial desde la perspectiva 
constitucional es ilegítima y sesgada, debido a que una sentencia con autoridad de Cosa 
Juzgada no puede desplazar el Derecho a la Identidad y otros derechos constitucionales de 
primera generación que asisten a toda persona dentro de la sociedad; asimismo señalan que 
frente a la falta de la prueba genética de ADN o de otros indicios, no necesariamente sería 
suficiente para declarar la filiación, se estaría poniendo en una situación de desventaja al 
demandado respecto a los medios probatorios que declaran la paternidad, dado que de no ser 
el padre biológico a quien se le ha adjudicado el apellido ocasiona a este un daño y/o 
afectación a su identidad y demás derechos civiles que se lo afecten; consiguientemente, una 
declaración judicial de paternidad sin la realización de la prueba genética de ADN al 
demandado no puede limitar al Derecho de Familia, al Derecho de la Identidad Biológica y 
al Principio del Interés Superior del Niño; consideran que estas disposiciones restringen la 
determinación del vínculo consanguíneo familiar al que pertenece todo menor.   
Por su lado, Trinidad (2019) considera que desde la perspectiva de la interpretación literal 
de la norma, es válida por lo tanto legitima, sin embargo, desde la concepción constitucional 
es absolutamente arbitraria esta disposición porque se está permitiendo el abuso del Derecho 
sobre el Derecho mismo a la Identidad que tienen todas las personas.  
Díaz (2019) refiere que la ley que regula este tipo de pretensiones requiere de una 
modificatoria urgente, puesto que no se puede permitir que un Juez declare padre al 
demandado sin que este pueda, posteriormente, impugnar esta declaración; esta ley resulta 
ser un candado a la posibilidad del Derecho a la Identidad y a la Verdad Biológica.  
Melgarejo (2019) señala que toda norma tipificada en una base legal, tiene la calidad de 
legítima dentro de la aplicación, sin embargo debería limitarse ante un Derecho Fundamental 
como es el Derecho a la Identidad; si bien es cierto que la Cosa Juzgada tiene sustento en la 
necesidad de la certeza sobre la aplicación de un Derecho; pero no debe apartarse en la 
necesidad de una verdad probatoria, en el caso concreto la declaración judicial de paternidad 
como Cosa Juzgada vulneraria el Reconocimiento que se obtiene por el Derecho a la 
Identidad por medio de valoración biológica en la realización de una prueba genética de 
ADN. 
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Conclusión. – Los entrevistados concuerdan que la declaración judicial de paternidad sin el 
sometimiento del demandado al examen genético de ADN, desde la perspectiva 
constitucional es ilegítima y arbitraria. La Dra. Castro realiza un hincapié sobre este precepto 
normativo que toda disposición en donde no se llevó a cabo la prueba de ADN, se estaría 
vulnerando el Derecho a la Identidad Biológica del Menor, cabe precisar que la identidad 
tiene jerarquía constitucional, para el criterio de la Dra. Espejo considera que se está 
desplazando la identidad de todo menor por intermedio de una sentencia con autoridad de 
Cosa Juzgada; sin embargo, los menesteres de estas disposiciones causan una grave 
indefensión al impugnante en procesos futuros; asimismo, Trinidad precisa que se están 
interponiendo el abuso del Derecho sobre otro mismo que es el Derecho a la Identidad, en 
consecuencia todos los entrevistados coinciden que una declaración judicial de paternidad 
no puede limitar al Derecho a la Identidad y otros principios constitucionales que asisten a 
todo menor dentro de la sociedad.  
2. ¿Cuál es su opinión respecto del carácter de cosa juzgada que adquieren las
sentencias en los procesos de filiación extramatrimonial, cuando el demandado no se
haya sometido a la prueba genética de ADN?
Espejo, Quineche, Terrones, Castro, Muñoz y Cóndor (2019) consideran que las 
sentencias con autoridad de COSA JUZGADA que adjudican la paternidad sin el 
sometimiento al demandando al examen científico de ADN, no deben gozar de este instituto; 
ya que en un proceso futuro cuando el demandante intente impugnar la paternidad los Jueces 
van a declarar improcedente su petitum, ciertamente por la existencia de una sentencia firme, 
vulnerándose de esta manera el Derecho a la Tutela Efectiva de los impugnantes; asimismo, 
mencionan que la propia ley de filiación extramatrimonial está mal regulada, ya que no se 
está dando la oportunidad al demandado de posteriormente al proceso culminado, poder 
requerir la impugnación de paternidad cuya prueba idónea seria el examen  genético de ADN 
con la madre, el padre y el hijo, de no permitirle al accionante poder impugnar, se estaría 
transgrediendo el Derecho a la Identidad que posee todo ser humano dentro de una sociedad. 
Por otro lado, Trinidad (2019) sostiene que no deberían gozar de esa Institución Procesal 
las sentencias que declaran la paternidad, parque a la fecha cuando los presuntos padres 
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intentan impugnar esta declaración la mayoría de los Jueces declaran improcedente 
justamente por haberse ya juzgado este petitum, perjudicando el Derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva de los impugnantes.  
Díaz (2019) expresa que desde el punto de vista procesal en merito a la interpretación literal 
de la norma, el resultado de un proceso judicial de esta naturaleza cumple con todos los 
requisitos legales y de procedibilidad; desde mi punto de vista la Cosa Juzgada no debe estar 
por encima de los derechos de arraigo constitucional, en este caso a la Verdad Genética.  
Melgarejo (2019) indica que es evidente la imposición en una afirmación procesal que por 
medio de la sentencia se obtiene un derecho en mérito de ser Cosa Juzgada, teniendo como 
como perjudicado al demandado porque se limita y vulnera el Derecho a ser amparado por 
la Tutela Jurisdiccional Efectiva y en consecuencia al Derecho de Defensa. 
Conclusión. – Se aprecia que todos los entrevistados a criterio personal sostienen que 
cuando en las sentencias con calidad de Juzgada no se llevó a cabo la prueba de ADN, no 
deben gozar de este Instituto Procesal, el Dr. Melgarejo preciso que se vulnera el Derecho a 
la Tutela Jurisdiccional Efectiva del Impugnante, es decir, cuando el demandado requiera 
apelar esta disposición el Juez en instancia jurisdiccional va declarar improcedente su 
petitum, por el hecho de la existencia de un proceso ya juzgado, sin embargo para el Dr. 
Terrones considera que este tipo de disposiciones ponen barreras jurídicas al presunto padre 
para que en un futuro proceso pueda acceder ante los Juzgados, en consiguiente todos los 
entrevistados sin excepción alguna están de acuerdo que el Derecho a la Identidad del Menor 
no puede ser desplazado por una sentencia con calidad de Cosa Juzgada, con la finalidad de 
proteger derechos constitucionales  de todo menor establecidos en nuestra Constitución.  
3. ¿Para usted que figura jurídica es más relevante, el Principio de Cosa Juzgada o el
Derecho a la Identidad? ¿Por qué?
Trinidad, Díaz, Espejo, Melgarejo, Cóndor, Muñoz y Castro (2019) precisan que el 
Derecho a la Identidad es de primer grado, previsto y sancionado no solo en nuestra Carta 
Magna, sino en acuerdos supranacionales, por lo tanto, es mucho más relevante que la Cosa 
Juzgada, que es básicamente procesal; asimismo, consideran que el Derecho al Identidad 
78 
esta por encima del Principio de Cosa Juzgada, porque la identidad involucra otros derechos 
constitucionales, así como el de los padres a que ejerzan y se les reconozca la paternidad, es 
más está reconocido por dispositivos de orden internacional que protegen y velan por el 
Interés Superior del Niño; en cambio, la Cosa Juzgada adolece de una falta de visión integral 
en relación con el resto de derechos fundamentales. Por lo tanto, los magistrados al momento 
de resolver conflictos beben prevalecer la identidad ante cualquier norma procesal. 
Teniendo en cuenta a Terrones (2019), el Derecho a la Identidad es mucho más relevante, 
porque es un derecho fundamental constituido en diversos instrumentos jurídicos a nivel 
nacional e internacional; en cambio, el instituto de Cosa Juzgada solo rige en temas 
netamente procesales.  
Como afirma Quineche (2019), el Derecho a la Identidad tiene jerarquía constitucional 
reconocido por nuestro sistema jurídico y por diversos sistemas legales a nivel internacional; 
en cambio, el Principio de Cosa Juzgada solo está sistematizado por la determinación de la 
Autoridad Judicial. 
Conclusión. – Es decir, el Derecho a la Identidad está establecido en nuestra Constitución 
en el Artículo 2 inciso 1 como un derecho fundamental que tiene toda persona dentro de la 
sociedad, asimismo todos los entrevistados consideran que a nivel internacional el Derecho 
a la Identidad tiene jerarquía constitucional, asimismo manifiestan que el Principio de Cosa 
Juzgada solo es un instrumento de carácter procesal, el Dr. Muñoz ha sostenido que el 
Derecho a la Identidad prevalece sobre el la Cosa Juzgada, porque la identidad involucra 
otros derechos fundamentales que asisten a todo menor; el Dr. Melgarejo argumenta  que el 
Derecho a la Identidad está establecido como un derecho fundamental en Convenciones a 
nivel internacional, es por ello, que prevalece sobre cualquier Principio Procesal, es por ello 
que todos los entrevistados, consideran que el Derecho a la Identidad está por encima del 
Instituto de Cosa Juzgada. 
OBJETIVO ESPECÍFICO 1 
Determinar de qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva en un Proceso de Impugnación de Paternidad, el Corte Superior 




Respecto al objetivo específico primero se planteó las siguientes cuestiones: 
 
4. ¿En qué circunstancias se vulnera el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva en 
los Procesos de Impugnación de Paternidad? 
 
Trinidad, Díaz, Muñoz, Melgarejo, Cóndor, Terrones y Espejo (2019) señalan que 
cuando los juzgadores declaran IMPROCEDENTE las demandas de impugnación de 
paternidad anteponiendo las COSA JUZGADA como motivación de sus resoluciones, 
aunando a ello cuando las Salas Especializadas confirman estas medidas, disposiciones que 
devienen en arbitrarias y sesgadas; igualmente sostienen que el demandado se ve perjudicado 
por la decisión del Juez, cuando impugna la paternidad, teniendo como resultado que se 
declare improcedente, entonces de manera evidente se estaría vulnerando derechos por una 
decisión unilateral de los magistrados al no valorar los medios probatorios científicos. 
 
Por su parte, Castro (2019) señala que se vulnera el Derecho a la Tutela Jurisdiccional 
Efectiva en el Proceso de Impugnación de Paternidad, al no permitir que un ciudadano pueda 
impugnar una declaración judicial en sede jurisdiccional; en segundo grado el derecho que 
se transgrede sería el Derecho a la Identidad y el Interés Superior del Niño, puesto que lo 
que se busca es el sometimiento a la prueba genética de ADN como único instrumento de 
probanza para acreditar la impugnación de paternidad.   
 
Como señala Quineche (2019), cuando el Juez adjudica la paternidad y la identidad del 
menor mediante sentencia con autoridad de Cosa Juzgada sin la prueba genética de ADN 
que demuestra el vínculo bilógico de paternidad; más aún cuando el Sala Civil CONFIRMA 
esta disposición por la existencia de un proceso precluido. 
 
Conclusión. – Los entrevistados concuerdan que se vulnera el Derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva, cuando el Juez declara improcedente la demanda de impugnación 
de paternidad ante poniendo el Principio de la Cosa Juzgada, es decir por la existencia de 
una sentencia con calidad de firme, es por ello, que se debe considerar que esta sentencia no  
está determinando la situación real del nexo biológico entre las partes, es así que la 
resolución no es un precedente vinculante para regular la confrontación de derechos 
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fundamentales a futuro; asimismo todos los entrevistados consideran que estas disposiciones 
judiciales son netamente autoritarias y segadas, más aun cuando las Salas Especializadas 
confirman estos dispositivos normativos, por lo que los magistrados deben tener el espirito 
constitucionalista en tomar en consideración los medios probatorios ( toma de muestras de 
ADN al demandado) en todo Proceso de Impugnación de Paternidad, con el fin de solucionar 
incertidumbres jurídicas en futuros procesos.   
5. ¿En qué supuestos debería aplicarse el Principio de Cosa Juzgada en la calificación
de las demandas de Impugnación de Paternidad?
Trinidad, Díaz,  Melgarejo, Cóndor, Muñoz,  Terrones, Espejo y Quineche (2019) 
precisan que cunado el demandado se haya sometido a la prueba genética de ADN y el 
resultado sea positivo, es decir, cuando exista certeza científica de filiación entre el padre y 
el hijo; de igual modo, consideran que el elemento esencial del Proceso de Filiación es la 
realización de la prueba de ADN  de quien se haya demandado, el resultado de este medio 
genético (prueba científica) es determinante para confirmar el vínculo consanguíneo entre 
los padres e hijos de quien se pretende que sean reconocidos. 
 Por otro lado, Castro (2019) manifiesta que el Principio de Cosa Juzgada debe aplicarse 
cuando la declaración judicial de paternidad extramatrimonial proviene de un proceso 
regular (presunción), normado por una ley cuya constitucionalidad se presume; por lo que, 
tratándose de las mismas partes, teniendo el mismo objeto, habiéndose el demandado 
sometido a la prueba de ADN (saliendo con resultado positivo), teniendo el mismo objeto y 
siendo la pretensión, en el fondo, la misma, esto es dilucidar la filiación. 
Conclusión. – De manera uniforme todos los entrevistados coinciden que debe aplicarse el 
Principio de Cosa Juzgada, cuando en toda sentencia se determinó la triple filiación entre el 
padre, la madre y el hijo (con resultado positivo de ADN), Trinidad sostiene que cuando el 
demandado se haya sometido al examen genético de ADN, esto va permitir saber de manera 
certera la filiación; Espejo afirma que la prueba de ADN tiene precisión de un 99, 99 % en 
la determinación de la filiación, por estas razones lógicas en todo Proceso de Impugnación 
de Paternidad se debe determinar la verdadera identidad biológica de todo menor, y los 
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Juzgadores deben tomar como medio probatorio el resultado positivo del examen genético 
de ADN al demandado en la motivación de sus resoluciones.  
6. ¿En qué otros procesos se puede impugnar una sentencia de declaración judicial de
paternidad, cuando el demandado no se haya sometido a la prueba genética de ADN?
Trinidad, Díaz, Melgarejo, Cóndor, Castro, Terrones, Espejo, Muñoz y Quineche 
(2019) consideran que en principio, Impugnación de Paternidad declarada judicialmente. 
Acción de Amparo como garantía constitucional contra la sentencia que declara la 
paternidad, acompañando el auto improcedente de la impugnación en la vía ordinaria. La 
cosa juzgada fraudulenta. La nulidad de declaración de paternidad; adicionalmente, podría 
realizarse una prueba anticipada solicitando la prueba genética de ADN. 
Conclusión. – Los entrevistados argumentan que en primer lugar se debe realizar la 
Impugnación de Paternidad declarada jurisdiccionalmente y si se ven afectados derechos 
fundamentales vía Acción de Amparo, Espejo sostiene que cuando en un proceso no se llevó 
a cabo la prueba de ADN, se debe solicitar la Nulidad de la Cosa Juzgada Fraudulenta, 
Muñoz afirma que de manera excepcional cuando exista confrontación de normas y para 
efectos de salvaguardar derechos constitucionales vía Control Difuso; en consecuencia todos 
los especialistas han sostenido que en un inicio, cuando no se determinó el nexo biológico 
entre las partes, se debe solicitar la Impugnación de Paternidad. 
Respecto al segundo objetivo específico se realizó las siguientes preguntas: 
7. ¿Qué relación existe entre el Derecho a la Identidad y el Principio del Interés
Superior del Niño, en el Proceso de Impugnación de Paternidad?
OBJETIVO ESPECÍFICO 2 
Determinar de qué manera se vulnera el Principio del Interés Superior del Niño, al 
aplicarse el Principio de Cosa Juzgada en los Procesos de Impugnación de Paternidad, 
en la Corte Superior de Justicia de Tumbes - 2018. 
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Muñoz, Castro, Terrones y Espejo (2019) plantean que el Derecho a la Identidad está 
relacionado con el Principio del Interés Superior del Niño de manera significativa, ya que la 
identidad no solo establece la identidad genética, sino que también determina el nombre y el 
apellido de todo niño o niña, también crea vínculos efectivos de familiaridad; entonces todo 
menor cuando desea alcanzar lazos biológicos dentro de una sociedad el Estado debe hacer 
prevalecer el Interés Superior del Niño en todo proceso impugnatorio; a mayor 
abundamiento, consideran que el Derecho a la Identidad comprende también el derecho que 
tiene todo menor a conocer a sus verdaderos padres biológicos, en cambio el Interés Superior 
del Niño prevaleces principios y derechos fundamentales cuanto se encuentran en 
confrontación en todo proceso de filiación.   
 
En otro aspecto, Quineche y Cóndor (2019) sostienen que el Derecho a la Identidad no 
guarda relación alguna, porque la identidad en general es aquella necesidad que tiene toda 
persona de encontrar lazos genéticos dentro de la sociedad; en cambio, el Interés Superior 
del Niño sirve como instrumento interpretativo de la norma jurídica básicamente dando 
plena protección al niño y al adolecente; del mismo modo, argumentan que no existe relación 
entre estos derechos, el Interés Superior del Niño se materializa mediante las medidas legales 
de la Administración de Justicia sea a favor del niño; en cambio del Derecho a la Identidad 
se concreta mediante el derecho que tienen los niños a poseer una identidad genética, el 
derecho a tener un nombre y en la medida posible a conocer a su verdadero padre biológico.  
 
 
Por otro lado, Trinidad (2019) afirma que no es lo mismo hablar de estos derechos, puesto 
que el Derecho a la Identidad es un derecho que tienen todas las personas, niños y 
adolescentes, adultos y adultos mayores; en cambio el segundo Principio es exclusivamente 
para regular situaciones jurídicas de los niños y adolescentes; la relación existente es cuando 
se impugna una sentencia que declara padre sin haberse sometido este a la prueba de ADN, 
la base legal de la pretensión es que ambos (el presunto padre y el niño) tienen el derecho a 
la identidad; es decir, a conocer el árbol genealógico (en el caso del menor) y el saber el 
vínculo consanguíneo de su prole (en el caso del padre). 
 
Por su parte, Díaz (2019) sostiene que cuando se demanda la impugnación, muchos 
juzgadores opinan que de admitirse este pedido estos dos derechos, al no “beneficiar” al 
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menor, se estarían mancillando; situación que no comparto porque el Derecho a la Identidad 
versa con el Derecho a la Verdad Genética, y esto se logra solo con la prueba científica de 
ADN; desde mi punto de vista, el D.I y el PISN se van a lograr siempre y cuando se practique 
esta prueba; manifestando, además, que en casos de esta naturaleza la madre es la que 
realmente sabe quién es el padre del menor, estas pruebas de alguna manera la van a 
“obligar” a manifestar la verdad.  
 
Desde el enfoque del ejercicio constitucional el Dr. Melgarejo (2019) considera que la 
relación principal es el reconocimiento y la obtención de una identificación, si bien son dos 
instituciones distintas, debido a que el Derecho de la Identidad es dirigida a tener una 
identificación de todo ser humano como un Derecho Fundamental y el Interés Superior del 
Niño se proyecta a que todo menor de edad necesita ser reconocido por sus Padres, y no por 
medio de una presunción de paternidad. 
 
Conclusión. – Los entrevistados afirman que el Derecho a la Identidad guarda relación de 
manera correlativa con el Principio del Interés Superior del Niño, porque ambos preceptos 
legales tienen origen constitucional, sin embargo, Trinidad considera que no es lo mismo 
hablar de estos dos derechos, puesto que el Derecho a la Identidad es un derecho 
constitucional que tiene todo ser humano, mienta que el Interés Superior del Niño regula 
incertidumbres jurídicas de todo menor, criterio que la mayoría de entrevistados no 
comparten; asimismo, Quineche sostiene que la identidad es aquel derecho que tiene como 
objetivo encontrar nexos biológicos dentro de la sociedad, en cambio, el Interés Superior 
sirve como vertebra interpretativa de toda norma legal, Cóndor señala que el Derecho a la 
Identidad se materializa por intermedio de la posesión de la identidad biológica personal, 
mientas que el Interés Superior se concreta mediante el favorecimiento de todo menor en 
toda disposición normativa; en consecuencia los entrevistados han coincidido que ambos 
derechos están materializados en nuestra Constitución que tienen como finalidad dar plena 
protección a todo menor.   
 
8. ¿Cuál es la finalidad del Proceso de Impugnación de Paternidad, considerando el 





Melgarejo, Cóndor, Muñoz, Castro, Terrones, Quineche y Espejo (2019) mencionan que 
el Proceso de Impugnación de Paternidad tiene como finalidad establecer la verdadera 
identidad de todo menor por intermedio del examen genético de ADN, ya que este método 
científico es considerado como un medio probatorio confiable para establecer la verdadera 
paternidad e identidad de toda persona dentro de una sociedad; igualmente sostienen que  
una vez que el resultado es conocido el Juez al momento de sentenciar, debe tener en cuenta 
el Interés Superior del Niño, ya que este principio es garantista y principal para la 
interpretación de la norma jurídica con el ánimo de proteger derechos fundamentales que 
asisten a todo menor.  
 
Por otro lado, Trinidad y Díaz (2019), afirman que es el saber con certeza científica la 
descendencia histórica que posee el menor, atendiendo el Derecho a la Identidad, puesto que 
existen casos en que la madre demanda este tipo de pretensiones sabiendo que realmente no 
existe filiación alguna, pero por la ausencia del demandado por causas no imputables a él, 
no asiste al proceso, por lo tanto se lo declara padre judicialmente; en estos casos la madre 
saber con certeza el paradero del padre real del menor, no obstante se resiste a proporcionar 
la información fidedigna; esto de algún modo se debería castigar; la Ley de Filiación, desde 
su punto de vista, es demasiado sesgada, intransigente y parcial; de manera similar, 
consideran que la finalidad del proceso de impugnación de paternidad es tener certeza 
científica sobre la aparente filiación siempre y cuando no se haya practicado la prueba 
genética de ADN. Lo que se busca con la impugnación es saber la verdad respecto a la 
presunción de paternidad.  
 
Conclusión. – Los entrevistados sostienen que el Proceso de Impugnación de Paternidad 
tiene como objetivo desvirtuar la presunción de paternidad por intermedio del examen 
genético de ADN, sin embargo, algunos de ellos afirman que el proceso de impugnación 
tiene con fin desvirtuar la filiación por intermedio de una declaración judicial; asimismo, 
Trinidad afirma que la Impugnación de Paternidad tiene como finalidad el saber con 
precisión biológica sobre la descendencia genética que posee todo menor, Terrones 
considera que este tipo de proceso tiene como objeto acreditar la triple identidad entre la 
madre, el padre y el hijo, también al momento de disponer la identidad biológica del menor 
el Juez debe tener como precedente al Interés Superior del Niño; en consiguiente todos los 
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especialistas coinciden que el Estado bebe brindar plena protección a toda persona cuando 
se proyecta encontrar vínculos genéticos dentro de un grupo familiar.  
 
9. A su criterio ¿Qué relación existe entre el Principio del Interés Superior del Niño y 
el Principio de Verdad Biológica? 
 
Cóndor, Muñoz, Castro, Terrones, Quineche y Espejo (2019), señalan que el Principio 
de Verdad Biológica no solo tiene como beneficiario al hijo que ha sido procreado, sino 
también atiende al derecho que tiene el padre a impugnar la paternidad cuando la filiación 
no corresponde a la realidad biológica; entonces las decisiones que acaten los magistrados 
deben ser a la luz del Principio del Interés Superior del Niño, puesto que el hijo requiere de 
la construcción de su propia identidad; asimismo, expresan que el Interés Superior del Niño 
se encuentra relacionado con el Principio de Verdad Biológica mediante el derecho a conocer 
la verdad en lo que respecta a su identidad biológica, de igual manera, el interés superior 
sirve como interpretación normativa en toda disposición realizada por los magistrados; 
mientras que la verdad biológica sirve como instrumento identificativo del nexo biológico 
entre la madre, el padre y el hijo mediante la prueba genética de ADN. 
 
Por su parte, Trinidad, Díaz y Melgarejo (2019) opinan que el primero es un derecho 
global, mientras que el segundo es un derecho especifico, puesto que la verdad biológica se 
lo consigue únicamente solo con la prueba genética de ADN, a fin de corroborar la existencia 
de filiación, del mismo modo, sostienen que cuando se logra tener el resultado de la prueba 
biológica, de alguna manera se pone en aprietos a la madre del menor, puesto que ella es la 
que realmente sabe con certeza el paradero del verdadero padre; porque al salir negativo el 
resultado de filiación, el menor necesita conocer a su progenitor real, pues este Principio 
debería estar condicionado a la verdad biológica, en procesos de esta naturaleza; 
adicionalmente recomiendan que en el marco de regulaciones el Principio de Interés 
Superior del Niño es reconocido a nivel mundial, pero no aplicados es todo sus extremos por 
algunos Estados, y que requiere de una prueba biológica que permite individualizar como 
única a una persona y en este caso a un niño, a quien en la necesidad de reconocer como hijo 
de alguien no debe sostener en sola presunción, pues es necesario la prueba biológica de 
ADN, que acredita y determine como hijo de quien se necesita conocer, identificando así la 
línea o árbol genealógico.  
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Conclusión. – La mayoría de los entrevistados afirman que el Interés Superior del Niño 
guarda relación con el Principio de Verdad Biológica porque ambos se encuentran 
entrelazados por el derecho a conocer la identidad personal por intermedio de la verdad 
genética dentro de un grupo familiar, pues Trinidad considera que el Interés Superior 
engloba todos los derechos que asisten al menor, mientras que el Principio Biológico solo se 
materializa por intermedio de la prueba genética de ADN, Espejo argumenta que el primero 
se compone por una amplia gama de derechos fundamentales, mientras que el segundo solo 
se compone con prueba científica de ADN; en consecuencia todos los especialistas 
entrevistados coinciden en que ambos derechos se relacionan de manera significativa.  
3.1.2. Descripción de resultados del análisis de fuente documental 
En este instrumento hemos tomado en atención que las siguientes fuentes documentarias 
responderán de forma concisa a los principales objetivos de la presente investigación, 
yaciendo las siguientes: 
Respecto al objetivo general: “Analizar de qué manera el Principio de Cosa Juzgada 
vulnera el Derecho a la Identidad del Menor, en el Proceso de Impugnación de 
Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de Tumbes - 2018”. 
Se ha concretado el siguiente instrumento: 
“ANALISIS DE SENTENCIAS JUDICIALES” 
 Sentencia Superior N° 06-2018/ Tumbes / Sala Especializada Civil de la Corte
Superior de Justicia de Tumbes sobre Impugnación de Paternidad
Extramatrimonial de fecha 03 de abril del 2017.
Caso 





“Pronunciamiento de fondo: Por tales consideraciones, la Sala Civil de la Corte Superior de 
Justicia de Tumbes, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales, RESUELVE: 
CONFIRMAR la parte resolutiva de la resolución número uno, de fecha uno de diciembre 
del dos mil diecisiete, emitido por el Primer Juzgado de Familia de Tumbes, que declara 
improcedente la demanda incoada por Ricardo Nixon Rojas Guzmán contra Cecilia Gabriela 
Moran Núñez y Génesis Valentina Rojas Moran sobre impugnación de paternidad 
extramatrimonial y exclusión parcial del nombre”. 
 
La Sala Especializada Civil de Tumbes al resolver los fundamentos sostenido por Ricardo 
Nixon Rojas Guzmán, sobre Impugnación de Paternidad Extramatrimonial (Exp. N° 02718-
2017). ha determinado respecto a la declaratoria de improcedencia de la demanda, que si el 
supuesto progenitor pide someterse a los rigores de la Ley N° 28457, y perdió el proceso, 
existiendo sentencia con calidad de cosa juzgada que declara la paternidad extrajudicial, 
precisamente por la conservación del derecho a la identidad alcanzado por la niña, niño o 
adolecente y en base a la protección especial que debe prodigarle el Estado, resulta de 
aplicación los principios de santidad de la cosa juzgada y la prohibición de remover procesos 
fenecidos dispuesta por los incisos 2 y 13 del artículo 139° de la Constitución del Estado.  
 
Sucede que el demandante Ricardo Nixon Rojas Guzmán formulo la demanda de 
impugnación de paternidad sosteniendo lo siguiente: La verdad genética no puede estar 
subordinada a una sentencia que declara la paternidad, ya que el derecho a la identidad tiene 
jerarquía constitucional y no tiene por qué ser desplazado por una sentencia judicial; la Sala 
de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema, en el proceso de amparo N° 4167-
2011/CALLAO, establece que no puede subordinarse a un plazo (en el extremo de alegar la 
caducidad en la pretensión sobre la declaratoria de paternidad) y por ende a un sentencia; 
sostiene: conocer de dónde provenimos y el árbol genealógico no puede estar supeditado a 
la determinación ni del tiempo ni de una decisión juridicial que pone fin al proceso, más aun 
cuando jamás se ha practicado la prueba genética sobre el menor y quien se opone a la 




 Admisión de Casación N° 2493–2018 / Tumbes / Sala Civil Permanente de la 
Corte Suprema de Justicia de la Republica sobre el Proceso de Impugnación de 




Rojas Guzmán, Ricardo Nixon (Demandante)/ Moran Núñez, Cecilia Gabriela 
(Demandada). 
 
“Considerando 5.- Sobre la infracción normativa material del artículo 399 del Código Civil. 
Señala que el Ad quem luego de hacer un recuento histórico respecto a la tutela sobre las 
pretensiones de impugnación de paternidad extramatrimonial, concluye en su texto 
considerando que el artículo 399 del Código Civil, no se ajusta o aplica a lo que inicialmente 
pretende respecto a la impugnación de paternidad, debido a que no ha existido un 
reconocimiento unilateral por su parte ni por la parte de la madre, sino como consecuencia 
de una resolución judicial firme; incurriendo la Sala Civil en un evidente infracción al 
interpretar sesgadamente esta norma, entrando en contradicción en su interpretación 
normativa. Añade que la sala ampara su fallo para confirmar lo resuelto por el juez 
manifestando que la paternidad le fue atribuida a través de una sentencia judicial y por lo 
tanto no tiene derecho a entablar juicio a fin de impugnar este reconocimiento. Refiere que 
no se ha considerado la opinión desarrollada por el Fiscal (fojas 62); así como, el derecho a 
la identidad y la verdad genética que tiene el menor y el recurrente”. 
 
En el presente caso resulta que el demandante afirma sobre la regla contenida en el presente 
artículo antes citado, no se aplica a los hechos materia en discusión, por que básicamente no 
ha existido un reconocimiento sustantivo por parte del presunto padre ni por parte de la 
madre biológica, sino como consecuencia de una resolución judicial con carácter de cosa 
juzgada, entonces frente a este acápite el Ad quem entra en contradicción en su interpretación 
normativa, argumentando que el reconocimiento puede ser negado por el padre que no 
interviene en él. está permitiendo la legitimidad e interés necesaria para poder impugnar la 
paternidad que fue atribuida, más aún cuando en dicho acto jurídico no tuvo participación 
alguna y que la misma Sala reconoce, no obstante haber resuelto sin mayor análisis a la 
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pretensión. Asimismo, el a-quo atribuye la paternidad a través de una sentencia firme sin el 
sometimiento al examen científico de ADN.   
 
La Sala Civil por las consideraciones realizadas en la presente Resolución de Admisión de 
Casación declara PROCEDENTE el recurso de casación interpuesto por Ricardo Nixon 
Rojas Guzmán, contra la resolución de segunda instancia emitida por la Sala Especializada 
en lo Civil de la Corte Superior de Justicia de Tumbes. Por las causales de: infracción 
normativa material del artículo 399 del Código Civil e infracción normativa procesal del 
artículo 1 del Título Preliminar del Código Procesal Civil, asimismo, declara la 
PROCEDENCIA EXCEPCIONAL por la causal de: infracción normativa procesal del 
artículo 139 inciso 3 y 5 de la Constitución Política del Perú. 
 
Respecto al objetivo específico I: “Determinar de qué manera el Principio de Cosa 
Juzgada vulnera el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva en un Proceso de 
Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de Tumbes - 2018”.  
 
Al respecto se ha analizado el siguiente Dictamen Fiscal: 
 
 Dictamen Fiscal N° 04-2018 / Fiscalía Superior Mixta de Tumbes sobre 




Rojas Guzmán, Ricardo Nixon (Demandante)/ Moran Núñez, Cecilia Gabriela 
(Demandada) 
 
“Considerando 3.4.- Dada la naturaleza de la demanda y derecho involucrado que asiste a 
la menor, esto es el derecho a la identidad consagrado en el artículo 2° inciso 1° de la 
Constitución, el cual comprende diversos aspectos que distinguen a la persona de otra, así 
incluye el derecho a tener un nombre, derecho a la nacionalidad y a su vez, implica el derecho 
que tiene toda persona de poder conocer su origen biológico y quiénes son sus progenitores 
y en la medida posible llevar sus apellidos. Derecho a la identidad, también reconocido en 
el artículo 6° del Código de Niños y Adolescentes. Así, fundamentado en el principio de la 
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unidad de la filiación incorporado por el artículo 6° de nuestra Constitución, se sentaron las 
bases para el establecimiento progresivo de un sistema legal sustentado en la verdad 
biológica, con las siguientes características: a) la libertad de investigación de la paternidad 
y maternidad, a partir de la apertura de causales, con la incorporación del ADN en el Código 
Civil como supuesto de hecho (además se ser ya un medio probatorio), tanto para iniciar las 
acciones de emplazamiento (artículo 402°), como el desplazamiento de la filiación (artículo 
363°)”.  
 
Desde la perspectiva planteada, la Fiscalía Superior Mixta de Tumbes considera que la 
señora Juez declaro mediante Resolución N° 01, improcedente la demanda fundamentada su 
decisión, que el accionante ha referido que existe una sentencia que tiene la calidad de firme, 
que declara la paternidad a favor de la menor Génesis Valentina Rojas Moran; sin más 
análisis que lo expuesto por el accionante. Sin embargo, en autos no obra la copia de la 
referida sentencia que declare la paternidad, pues, no se sabe a ciencia cierta bajo qué 
términos se ha declarado la paternidad. Al margen de ello, tomando como referida la 
supuesta sentencia firme, nos encontramos frente a un conflicto jurídico que consistiría en 
la coalición del derecho fundamental a la identidad de la menor y de don Ricardo Rojas 
Guzmán frente al principio de Cosa Juzgada, pues al indicar que la sentencia tiene la calidad 
de firme no es otra cosa que hablar de cosa juzgada. Siendo ello así, resulta necesario 
ponderar ambos derechos para determinar cuál de ellos tiene un peso mayor en el caso 
específico, y, por tanto, cuál de ellos determina la solución eficazmente, pues lo que se busca 
es resolver una incertidumbre jurídica, con el único propósito de proteger el derecho que le 
asiste a la menor y al padre progenitor.  
 
“Considerando 3.10.- bajo estos lineamientos, conforme expone el accionante en el proceso 
de filiación extramatrimonial, en el cual se le declara la paternidad, formulo oposición, pero 
por desconocimiento o ineficacia de su abogado defensor no se practicó la prueba del ADN; 
por ello impugna la paternidad extramatrimonial reconocida judicialmente, toda vez que se 
trata de una sentencia declarativa y que no resuelve el nexo biológico determinado para la 





Asimismo, La fiscalía considera que en atención al interés superior del niño y el derecho a 
la identidad que le asiste al menor y los derechos del progenitor, que si bien la decisión 
aludida por el accionante, resolvió el conflicto jurídico del proceso sobre la declaración 
judicial de paternidad extramatrimonial, también lo es que, solo lo hizo de manera formal, 
pues no se ha logrado establecer la verdadera identidad biológica existente entre la menor 
Génesis Valentina Rojas Moran y don Ricardo Nixon Rojas Guzmán, que es el objetivo 
principal propuesto en la presente demanda, en la cual se solicita someterse a la prueba 
científica del ADN, prueba que resolvería el conflicto de manera eficaz; lo cual ha generado 
el actual proceso judicial, donde se resolverá el conflicto, esto es, establecer la verdadera 
identidad de la menor Génesis Valentina Rojas Moran, quien tiene derecho a saber quién es 
su padre biológico, así como el derecho del accionante a saber la verdad, si la menor ha sido 
procreada por su persona.  
 
DECISION FICAL. Por estas consideraciones, conforme a las atribuciones conferidas por 
el Decreto Legislativo 052, Ley Orgánica del Ministerio Publico esta Fiscalía Superior Mixta 
de Tumbes OPINA: se REVOQUE, la resolución materia de grado que declara improcedente 
la demanda y REFORMULANDOLA se admita a trámite la demanda a fin de evaluar los 
medios probatorios y/o analizar si efectivamente se trata de proceso idénticos a fin de emitir 
un pronunciamiento de fondo.  
 
 Sentencia Casatoria N° 4167–2011 / Junín / Sala de Derecho Constitucional y 
Social Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la Republica sobre el 





Luis Hernán Zumaeta Risco en representación de don Rubén Darío Gonzales 
Noroña / vs / Haydee Herlinda Cárdenas Aguirre en representación de don 
Juvenal Cárdenas Hurtado 
 
“Considerando Sexto: Que, al respecto, el artículo 1 del Código Procesal Constitucional 
establece que: “los procesos a los que se refiere el presente título tienen por finalidad 
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proteger los derechos constitucionales, reponiendo las cosas a su estado anterior a la 
violación o amenaza de la violación (…)”. Por su parte el articulo 4 prescribe que: “El 
amparo procede respecto de resoluciones juridiciales firmes dictadas con manifiesto agravia 
a la tutela procesal efectiva, que comprende el acceso a la justicia y el debido proceso (…)”. 
En tal sentido, de la competencia ratione materia del proceso constitucional de amparo, se 
excluye el cuestionamiento de una determinada interpretación y aplicación de las normas 
ordinarias, situación que más bien queda sujeta a la impugnación correspondiente al interior 
del proceso ordinario en ejercicio de los derechos procesales que gozan las partes”. 
 
En el presente caso resulta que el demandante recurre mediante recurso de amparo contra el 
Cuarto Juzgado de Familia de Huancayo de la Corte Superior de Justicia de Junín, toda vez 
que se ha violado sus derechos constitucionales, tales como el derecho a la identidad, 
igualdad ante la ley, legítima defensa, debido proceso y tutela jurisdiccional, derecho de 
defensa, disponiéndose se declare la nulidad del auto de vista número 100-2008 de fecha 
29/12/08, emitida en el proceso sobre filiación de reconocimiento extramatrimonial al 
amparo de la ley de carácter especial N° 28457, sustentada en la prueba biológica del ADN.  
 
Que, como fundamento de su demanda señala que el proceso de filiación de reconocimiento 
extramatrimonial lo dirigió contra la sucesión del Extinto don Herminio Cardes Hurtado en 
calidad de padre biológico del demandante, proceso en que la parte demandada hizo 
prevalecer la excepción de caducidad.  Puesto que el demandante nació el 16 de junio de 
1961, por ello la demanda funda la excepción de caducidad en que el actor nació durante la 
vigencia del Código Civil de 1936, solicitando la aplicación ultractiva de dicho código en 
aplicación del artículo 2122 del Código Civil. Que no se tuvo en cuenta lo prescrito en el 
inciso 2) del artículo 366 del Código Civil de 1936, que la acción subsiste hasta la expiración 
del año siguiente al fallecimiento del presunto padre.  
 
En este sentido, el Tribunal Constitucional en el Considerando 09 refiere: “En el caso de 
autos, ha precisado las razones por las que concluye que la demanda de amparo es fundada, 
y conforme se ha glosado en la consideraciones precedentes toda persona tiene derecho a su 
identidad, y si consideramos amparar la excepción de caducidad importa un menoscabo 
sobre el derecho a la identidad, por lo que la norma constitucional debe primar sobre la 
norma procesal, máxime si cuando el derecho a la identidad tiene jerarquía constitucional; 
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en consecuencia, al advertirse manifiesto agravio al principio constitucional el debido 
proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva, debe confirmarse la apelada y proseguir a trámite 
del proceso de filiación, donde se practicara una prueba de ADN como única alternativa para 
resolver el punto controvertido”.  
 
En consecuencia, el Colegiado Supremo resolvió declarar FUNDADA la pretensión 
sostenida por el demandante. Inaplicable al presente caso el artículo 379 del Código Civil de 
1936, nulo del Auto de Vista N° 100-2008 y nula la Resolución N° 36 de fecha 22/09/08, 
emitidas en el proceso sobre filiación de paternidad extramatrimonial seguido por el actor 
contra la sucesión de don Herminio Cárdenas Hurtado, ordenaron que el A quo prosiga con 
el trámite del proceso; básicamente por qué, el demandante ha acreditado la vulneración a la 
tutela jurisdiccional efectiva y el debido proceso, por no haber obtenido una resolución 
fundada en derecho, pues la verdad de la paternidad genética no puede estar subordinada a 
un plazo.  
 
Sobre el objetivo específico II: “Determinar de qué manera se vulnera el Principio del 
Interés Superior de Niño, al aplicarse el Principio de Cosa Juzgada en los procesos de 
Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de Tumbes - 2018”. 
 
Sobre el mencionado se ha concretado los siguientes legajos: 
 
 Recurso de extraordinario de Casación de fecha 14 de mayo del 2018 
interpuesto por Rojas Guzmán, Ricardo Nixon contra la Sentencia N° 06 
expedida por la Sala Especializada Civil de la Corte Superior de Justicia de 
Tumbes de fecha 03 de abril del 2018/ Exp. N° 02718-2017 / expuesta por la 
defensa jurídica a cargo de los letrados Dr. Orlando Trinidad Farro y Dra. 
Tatiana Lucia Díaz Díaz, miembros de la Asociación de Defensa Jurídica – ADJ 
Abogados & Consultores, los mismos que fueron entrevistados en el presente 
trabajo de investigación.  
 
“Respecto al primer considerando sobre la infracción del artículo 399 del Código Civil sobre 
la impugnación del reconocimiento (pág. 03). Es de advertirse del Auto Superior que el ad 
quem, después de hacer un recuento histórico respecto a la tutela sobre las pretensiones de 
94 
 
impugnación de paternidad extramatrimonial, concluye en su texto considerando que el 
artículo 399 del Código Civil, no se ajusta o aplica a lo que inicialmente pretendí respecto 
al a impugnación de la paternidad como consecuencia de una declaración judicial, 
sosteniendo el ad pedem literae lo siguiente: si bien el artículo 399 del CC., en referencia al 
“reconocimiento extramatrimonial”, preceptúa que: “El reconocimiento puede ser negado 
por el padre o por la madre que no interviene en él, por el propio hijo por sus descendientes 
si huebra muero, y por quienes tengan interés legítimo, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 395”, esta regla no es aplicable en el presente caso, , por no haber existido el acto 
jurídico de “reconocimiento” de la filiación paterna de la menor Génesis Valentina Rojas 
Morán efectuado por el demandante o que este se haya producido por acción unilateral de la 
madre y el RENIEC, puesto que la filiación paternal que se pretende cuestionar con la 
demanda, deriva para todos sus efectos del pronunciamiento judicial, con calidad de cosa 
juzgada”. 
 
En síntesis, lo que nos precisa este recurso casa torio respecto a la regla contenida en este 
artículo sustantivo no se aplica al presente caso por no haber existido un “reconocimiento” 
unilateral por parte del demandante ni por la madre de la menor, sino como consecuencia de 
una resolución judicial firme, el ad quem está incurriendo en una evidente infracción al 
interpretar sesgadamente esta norma, ya que al afirmar que “esta regla no es de aplicación 
en el presente caso, por no haber existido el acto jurídico de reconocimiento de la filiación 
paterna (…)” según refiere, el Colegiado entra inevitablemente en contradicción en su 
interpretación normativa, puesto que esta regla sustantiva al preceptuar que el 
reconocimiento puede ser negado por el padre que no interviene en él, me está permitiendo 
la legitimidad e interés necesaria para poder impugnar la paternidad que fue atribuida, más 
aún cuando en dicho acto jurídico no tuvo participación alguna el demandante y que la 
misma Sala reconoce, no obstante haber resuelto sin mayor análisis la pretensión. 
 
“Respecto al segundo considerando sobre la infracción normativa del artículo I del Título 
Preliminar del Código Procesal Civil sobre el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva. 
(pág. 08). El auto superior materia de impugnación ha conculcado el derecho constitucional 
a la Tutela Jurisdiccional Efectiva justamente por el hecho de no haberme permitido que la 
pretensión (más allá de las razones intrínsecas que se tiene) pueda ser dilucidado en sede 
judicial, impidiendo que el juzgador competente conozca la controversia, controle la 
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legalidad de las normas para que posteriormente recién resuelva; no obstante al haber 
declarado la improcedencia liminar del recurso primigenio se está obstaculizando la 
posibilidad de ejercer el derecho tutelar”. 
 
Consideramos entonces, la improcedencia in lamine de una decisión (si no está 
adecuadamente amparada a derecho) mantiene una línea muy delgada que la limita de la 
arbitrariedad, más aún cuando ha quedado establecido que se rechaza la demanda para luego 
confirmar dicho rechazo, por el presunto hecho de haberse pre juzgado la pretensión y por 
ende resultar presumiblemente un “imposible jurídico”; extremos que acarrean una 
desprotección injusta frente a un derecho constitucional como lo es el derecho a la identidad 
y a la verdad genética. 
 
Respecto a la incidencia directa de las infracciones normativa la defensa jurídica sostiene: 
 
Sobre la decisión del Colegiado en su Auto de vista de fecha 03 de abril del 201/8, al 
confirmar el auto expedido por el ad quo que declara improcedente la demanda, radica en 
que ha incurrido claramente en infracción del artículo 399 del Código Civil así como del 
Artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil, disposiciones que establecen el 
derecho de impugnación de la paternidad y de la Tutela jurisdiccional Efectiva, 
respectivamente, que necesariamente deben considerarse, interpretarse y aplicarse de manera 
correcta para resolver el caso de autos, y que sin embargo han sido transgredidos en el Auto 
de Vista impugnada, por lo que consideramos que el recurso de Casación planteado resulta 
amparable, es así que la Sala Civil de la Corte Suprema de la Republica deberá pronunciarse 
al respecto aplicando de manera nomofilactica las normas infringidas por el ad quem.  
 
 Recuro de Apelación de fecha 15 de diciembre del 2017 interpuesto por Rojas 
Guzmán Ricardo Nixon contra la Resolución N° 01 (Auto), expedida por el 
Primer Juzgado Especializado de Familia de la Corte Superior de Justicia de 
Tumbes de fecha 01 de diciembre del 2017/ Exp. N° 2718-2017 / formulada por 
la defensa jurídica a cargo de los letrados Dr. Orlando Trinidad Farro y Dra. 
Tatiana Lucia Díaz Díaz, miembros de la Asociación de Defensa Jurídica – ADJ 
Abogados & Consultores, los mismos que fueron entrevistados en el presente 




Este colegiado en la resolución N° 01, que declara improcedente la demanda de impugnación 
de paternidad, materia del presente recurso de apelación, ha resuelto manifestando en su 
CUARTO ACAPITE lo siguiente (pág. 02): “En el presente caso, el recurrente Ricardo 
Nixon Rojas Guzmán, interpone la demanda de impugnación de paternidad respecto de la 
niña Génesis Valentina Rojas Moran, de diez años de edad, alegando que no es su hija, 
asimismo en el primer y segundo fundamentos facticos de la demanda, señala que la 
demandada Doña Cecilia Gabriela Moran Núñez, en el año 2007 lo demanda sobre Filiación 
Judicial de Paternidad Extramatrimonial, cuya causa se tramito ante el Segundo Juzgado de 
Paz Letrado de Tumbes (Expediente N° 776-2007), solicitando se declare la paternidad a 
favor de la mencionada niña, resultando una sentencia fundada adicionalmente a esto, señala 
que pese a haber interpuesto oposición a la indicada demanda con la finalidad de someterse 
a la prueba genética del ADN, para que se determine la existencia de la paternidad, su 
Abogado que lo patrocino en aquella época jamás le informo ello, cumpliéndose los plazos 
para impugnar”.  
 
Asimismo, sobre el Quinto Considerando donde se debería sostener y fundamentar los 
argumentos legales para que la pretensión sea considerada improcedente  respecto a la 
impugnación de paternidad se aprecia que el Colegiado Superior detalla su explicación 
respecto a la existencia de diversos procesos que se mantuvo con la madre de su presunta 
hija (Filiación Extramatrimonial; Alimentos  y Prorrateo), inclusive argumenta que la Partida 
de Nacimiento de la menor expedida por el Reniec no aparece adscrita el número de 
expediente del proceso sobre la Declaración Judicial de Paternidad; aunando a ello resuelve 
por ende la improcedencia de esta causa por ser un “imposible jurídico” ya que la 
impugnación de paternidad que se peticiona ha sido declarada mediante sentencia firme 
anteriormente.  
 
Si bien es cierto, por las máximas de la experiencia a lo largo del camino en la defensa 
procesal de naturaleza pública y privada, se podría presumir que el A-quo solo  ha utilizado 
un “copia y pega” del contenido de otro Auto de Improcedencia para solo cumplir con la 
producción de los expedientes y no evaluar de manera correcta, a través de métodos 
hermenéuticos que se requieren, cada acápite factico de la demanda a fin de otorgar el 
derecho constitucional a la Tutela Jurisdiccional Efectiva por parte del órgano judicial que 
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resulte competente; en otras palabras este Auto (materia de impugnación) ha sido redactado 
erradamente puesto que en el sexto considerando se parecía inclusive el nombre de otra 
menor que no forma parte del proceso, el de “Melannie Jhoissy Benel Panta Huamán” y no 
el de la presunta hija Génesis Valentina Rojas Moran; es así que se evidencia una resolución 
totalmente ajena a los preceptos normativos justiciables que requieren para proceder una 
pretensión.  
 
Sobre las consideraciones presentes por parte de este colegido, se aprecia que la declaración 
de improcedencia inmotivada acarrea conculcación al Derecho Constitucional a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva. El artículo I del Título Preliminar del Código Civil establece que 
toda persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa de 
sus derechos o intereses, con sujeción a un debido proceso. El Derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva comprende tres dimensiones, primero la libertad de acceso a la 
justicia eliminando los óbices procesales que pudieron impedirlo, es decir al expedirse 
inmotivadamente este Auto se transgredió el derecho del presunto padre de poder acceder a 
la justicia, además se está prohibiendo poder dar solución a un conflicto de intereses 
suscitado; segundo a obtener pronunciamiento jurisdiccional con una debida motivación en 
un tiempo razonable, es decir al dar lectura de lo resuelto por este Colegiado se observa que 
se ninguna manera el juzgado se pronuncia sobre las pretensiones formuladas en la demanda, 


















El desarrollo de la discusión comprende, a partir del examen dialectico y prudente de los 
estudios obtenidos en la investigación, determinar fehacientemente si los resultados 
recogidos lograron responder a los objetivos formulados en merito a la aplicación persuasiva 
de los instrumentos desarrollados, como la guía de entrevista y el análisis de fuente 
documental, siendo el inicial de ellos determinar de qué manera los expertos han respondido 
las cuestiones realizadas, mientras el secundario concretar cada parágrafo de los 
instrumentos oportunos respecto a lo merituado en los objetivos del trabajo de investigación. 
 
Es por ello que la discusión radica en acoger los resultados conseguidos de los antecedentes 
internacionales y nacionales, lo concretado en el marco teórico, legislación comparada, con 
el patrocinio de las entrevistas desarrolladas y el análisis de fuente documental realizado, 




Analizar de qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Identidad del 
Menor, en el Proceso de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de 
Tumbes – 2018.  
 
Respecto al Principio de Cosa Juzgada que vulnera al Derecho a la Identidad del Menor en 
el Proceso de Impugnación de Paternidad, de acuerdo a las entrevistas llevadas a cabo en la 
presente investigación se observa que Díaz, Castro, Melgarejo, Cóndor, Muñoz, Terrones, 
Espejo y Quineche (2019) argumentan que desde la perspectiva constitucional la declaración 
de paternidad judicial, sin que el demandado se haya sometido a la prueba genética de ADN, 
es arbitraria e ilegítima porque se está permitiendo el desplazamiento de un derecho 
fundamental (Derecho a la Identidad) por intermedio de una sentencia con autoridad de 
juzgada; asimismo, estas sentencias no deben gozar de este Instituto Procesal, porque en un 
proceso futuro cuando los presuntos padres intentan impugnar esta declaración la mayoría 
de los magistrados van a declarar improcedente su petitum por el hecho de la existencia de 
un proceso con carácter precluido, vulnerando de esta manera el Derecho a la Tutela 




Por su parte Trinidad (2019) sostiene que el Derecho a la Identidad es en primera instancia, 
previsto y materializado en nuestra Constitución y en acuerdos supranacionales, puesto que 
es más relevante que el Principio de Cosa Juzgada, que es netamente procesal, es por ello 
que los Jueces deben prevalecer ambos derechos al momento de disponer una pretensión, 
dando plena preferencia al Derecho a la Identidad.  
 
Por otro lado, la Sentencia N° 06-2018-Sala Especializada Civil de Tumbes, realiza una 
apreciación sobre la labor jurídica de los magistrados frente a la controversia suscitada, la 
de evitar el inicio de un proceso con resolución precluida, evitar que se modifique una 
sentencia con calidad de cosa juzgada y evitar que se distorsione las decisiones de la 
autoridad judicial competente, que corresponde; este colegiado mediante su decisión no 
resuelve el problema de fondo en lo que concierne la impugnación de paternidad, por más 
que exista una sentencia con calidad de firma no puede desplazar al Derecho a la Identidad 
del Menor, más aun el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva del demandado; su 
pronunciamiento  solo fue de carácter formal, dado que el demandado nunca sometió a la 
prueba genética de ADN; por ende no existe un medio probatorio fehaciente que acredite tal 
decisión. 
 
Asimismo, por estas consideraciones, se admite el recurso de Casación N° 2493-2018 de la 
Corte Suprema de Justicia de la Republica de Lima (Exp. N° 2718-2017 de fecha 07/09/18) 
por la infracción normativa material del artículo 399 del Código Civil, debido a que, en el 
proceso de impugnación de paternidad como consecuencia de una declaración judicial, no 
ha existido un reconocimiento unilateral por parte del supuesto padre ni por su parte de la 
madre, sino como consecuencia de una resolución firme, sin el sometimiento del demandado 
a la prueba biológica de ADN.  
 
Por lo tanto, el Derecho a la Identidad del Menor es un derecho fundamental establecido en 
nuestra Carta Magna, también esta materializado en diversos dispositivos internacionales 
que velan y protegen por el Interés Superior del Niño, por lo tanto el Estado debe proteger y 
hacer efectivo los derechos que asisten a todo menor, el derecho a tener un nombre, el 
derecho a conocer su verdadero origen biológico, el derecho a conocer a sus progenitores y 
en la medida posible a llevar sus apellidos; es por ello que los Jueces no deben permitir que 
un Principio Procesal desplace derechos constitucionales establecidos en la Constitución.   
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luego de haber probado el supuesto jurídico general y conseguido el objetivo general, 
emanaremos con la discusión hipotética respecto al objetivo específico I.  
Objetivo Especifico I 
Determinar de qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva en un Proceso de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior 
de Justicia de Tumbes – 2018. 
Sobre el presupuesto jurídico presente los especialistas entrevistados Trinidad, Díaz, 
Cóndor, Muñoz, Castro, Melgarejo, Terrones, Espejo y Quineche (2019) consideran que se 
vulnera el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva cuando los Jueces declaran 
improcedente las demandas de impugnación de paternidad, más aún cuando las Salas Civiles 
confirman esta disposición ante poniendo el Principio de Cosa Juzgada como motivación de 
sus sentencias, todos los entrevistados concuerdan que este tipo de fallos son netamente 
injustos y trasversales; asimismo, sostienen que el Instituto de Cosa Juzgada debe aplicarse 
cuando en la decisión judicial de paternidad extramatrimonial exista un resultado positivo 
del examen genético de ADN entre la madre, el padre y el hijo, situación que va determinar 
con mayor precisión la verdadera paternidad biológica de todo menor. 
Por otro lado, la sentencia Casatoria N° 4167-2011-Junin, precisa respecto a que toda 
persona tiene derecho a su identidad, si se considera aparar con una excepción de caducidad 
importa un menoscabo sobre el derecho a la identidad, por lo que una norma con rango 
constitucional debe estar por en sima de una norma procesal, por ende el derecho a la 
identidad tiene jerarquía constitucional; por ello, cuando no se ha obtenido una resolución 
fundada en derecho, se advierte un grave agravio constitucional a la tutela jurisdiccional 
efectiva y al debido proceso, pues la verdad de la paternidad genética no puede estar 
subordinada a un plazo.  
Ergo, ¿Qué ocurre si se ponderaría el Derecho a la Identidad del Menor frente al Principio 
de Cosa Juzgada en el Proceso de Impugnación de Paternidad? Para la Fiscalía Superior 
Mixta de Tumbes en su Dictamen N° 04-2018, si se lograría ponderar ambos derechos 
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fundamentales que asisten a toda persona, se conseguiría determinar cuál de ellos tiene peso 
mayor y, por tanto, se determinaría la solución eficaz a un caso concreto, por lo que 
efectivamente lo que se busca es resolver una incertidumbre jurídica, con el único propósito 
de proteger el derecho que lo asiste al menor y al padre progenitor. También la fiscalía 
considera si se lograría someterse al demandado a la prueba científica del ADN, se resolvería 
el conflicto de manera certera, estableciendo su verdadera identidad del menor, quien tienen 
derecho a saber quién es su padre biológico, así como el derecho del accionante a saber la 
verdad, si el supuesto hijo ha sido procreado por su persona. 
En consecuencia, el artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil establece que 
toda persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa de 
sus derechos o intereses, con sujeción a un debido proceso; entonces lo Jueces deben abrir 
las puertas de la jurisdicción cuando el impugnante se encuentra desamparado, garantizando 
de esta manera las libertades fundamentales a todas las personas, es por ello que la 
juzgadores debe eliminar todas las barreras procesales que impiden el acceso a la tutela 
jurisdiccional en todo proceso judicial, dando solución de esta manera al conflicto de 
intereses interpuesto entre las partes.   
Consecutivamente continuaremos con la discusión sobre lo referente al objetivo específico 
II, de la forma siguiente:  
Objetivo Específico II 
Determinar de qué manera se vulnera el Principio del Interés Superior del Niño, al aplicarse 
el Principio de Cosa Juzgada en los Procesos de Impugnación de Paternidad, en la Corte 
Superior de Justicia de Tumbes – 2018. 
Con respecto al presente objetivo los especialistas Díaz, Castro, Muñoz, Cóndor, Melgarejo, 
Terrones, Espejo y Quineche (2019) argumentan que la finalidad del Proceso de 
Impugnación de Paternidad es confirmar judicialmente la triple filiación entre la madre, el 
padre y el hijo por intermedio de la prueba genética de ADN, considero que al dictarse una 
sentencia sin que el demandado se haya sometido al examen científico de ADN, se estarían 
transgrediendo diversos derechos fundamentales que asisten a todo menor como es el 
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derecho a la identidad, el derecho a conocer a sus verdaderos padres biológicos, el interés 
superior del niño, etc. Trinidad sostiene que existen casos donde la madre demanda este tipo 
de pretensiones sabiendo que realmente no existe filiación, pero por razones de la vida el 
demandado no asiste a la audiencia de pruebas de ADN, por lo tanto, el Juez lo declara padre 
mediante facultad de la Ley de Filiación, desde su punto de vista, considera que esta 
normativa es demasiado intransigente y parcial.   
Esta insuficiente normativa jurídica provoca una confrontación de derechos fundamentales 
que deben ser valorados en toda resolución juridicial, es el caso que la Sala Especializada 
Civil de Tumbes en su Sentencia de fecha 08.04.2018 (Exp. N° 2718-2018/Impugnación de 
Paternidad Extramatrimonial) resuelve CONFIRMANDO la resolución emitido por el 
Primer Juzgado de Familia de Tumbes, que declara IMPROCEDENTE la demanda de 
Impugnación de Paternidad Extramatrimonial incoada por Ricardo Nixon Rojas Guzmán 
contra Cecilia Gabriela Morán Núñez, por el hecho de haberse ya juzgado la pretensión y 
por ser un “imposible jurídico”; consideraciones  que acarrean definitivamente una 
desprotección indebida frente a los diversos derechos fundamentales como lo es el derecho 
a la identidad, el derecho a la verdad genética y al Interés Superior del Niño.   
De esta manera, estas diversas consideración mancillan derechos fundamentales que 
brindan protección a todo niño y adolecente dentro de la sociedad, también impiden al 
supuesto padre biológico lograr impugnar la paternidad extramatrimonial con la única 
finalidad de saber la verdad, por lo que casi todos los expertos entrevistados recomiendan 
que se dé la oportunidad al supuesto padre a impugnar la filiación, y que este se someta a la 
prueba genética de ADN, soporte científico que va resolver la incertidumbre jurídica que se 




Las conclusiones presentes han sido concretadas en merito a lo estipulado en cada objetivo, 
además se consideró las respuestas conseguidas en las entrevistas encaminadas a los expertos 
como incumbe, al examen practicado sobre los documentos escogidos y a los antecedentes 
que constituyen el presente trabajo de investigación, concluyendo explícitamente con lo 
siguiente: 
Conclusión 1. Se ha establecido en líneas generales que la Cosa Juzgada, en los procesos de 
impugnación de paternidad, no debe estar por encima del Derecho a la Identidad, 
condicionada a la inexistencia de la prueba genética de ADN, puesto que este último es de 
rango constitucional de primera generación, ya que ésta no actúa por sí sola, sino que 
conlleva una serie de derechos como la verdad genética y el interés superior del niño. 
Conclusión 2. Se ha determinado que la Tutela Jurisdiccional Efectiva es mancillada por los 
órganos judiciales que declaran improcedente liminarmente las demandas de impugnación 
de paternidad aduciendo la Cosa Juzgada, puesto que no se le permite al justiciable poder 
impugnar una declaración judicial de paternidad a fin de demostrarse la verdad genética 
como consecuencia de la prueba de ADN; esta acción arbitraria también conculca el derecho 
de acción, previsto en nuestra Constitución Política del Estado por ser una barrera al acceso 
de justicia para discutirse pretensiones de esta naturaleza. 
Conclusión 3. Se ha resuelto que el Interés Superior del Niño, como uno de los Principios 
constitucionales de arraigo internacional, es vulnerado cuando los juzgadores no permiten 
cuestionar las sentencias que declaran la paternidad de manera unilateral por el hecho que la 
causa ya ha sido juzgada y que por lo tanto no debe ser materia de discusión, más aún cuando 
ni siquiera se haya practicado la prueba genética de ADN; este Principio, en situaciones de 
esta naturaleza, se encuentra íntimamente ligado al Derecho a la Identidad, puesto que al no 
poder acceder a la justicia para someterse a la verdad genética, se estaría conculcando este 
Principio. La Cosa Juzgada sí puede ser materia de objeción futura cuando un derecho de 





Luego de establecer las conclusiones en merito a los objetivos desarrollados en el actual 
trabajo de investigación, en forma y espacio enunciamos las recomendaciones siguientes: 
 
1. Recomendamos a los juzgadores cuando resuelvan pretensiones sobre impugnación de 
paternidad, verificar si el resultado de la declaración judicial en el juicio anterior, es en 
mérito al resultado de la prueba genética de ADN, puesto que la Cosa Juzgada, para estos 
casos, tendría como sustento legal y científico para no ser objeto de impugnaciones, el ADN 
del padre y del menor. 
 
2. Recomendamos que la legislación que regula la Filiación Extramatrimonial, sea 
modificada en el extremo de ampararse la impugnación de paternidad judicial, siempre y 
cuando no exista el examen de la prueba genética de ADN y que no sea sometido a ningún 
plazo que impida dicha pretensión.  
 
3.  Recomendamos a los juzgadores, frente a una divergencia entre el Derecho a la Identidad 
y la Cosa Juzgada, darle prominencia a lo primero, por el hecho de ser de un rango de mayor 
grado y de primera generación, más aún cuando se trate de esclarecer cuál es la raíz del árbol 
genealógico que todo ser humano inevitablemente pertenece; atendiendo que el Derecho a 
la Identidad conlleva todo un listado de derechos inherente a él, como lo es la verdad genética 
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ANEXO 1 – MATRIZ DE CONSISTENCIA 
MATRIZ DE CONSISTENCIA 
Título del trabajo  de 
investigación 
El Derecho a la Identidad del Menor frente al Principio de Cosa 
Juzgada en el Proceso de Impugnación de Paternidad en la Corte 
Superior de Justicia de Tumbes – 2018. 
Problema general 
¿De qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a 
la Identidad del Menor, en el Proceso de Impugnación de Paternidad, 
en la Corte Superior de Justicia de Tumbes – 2018? 
Problema específico 1 
¿De qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a 
la Tutela Jurisdiccional Efectiva en un Proceso de Impugnación de 
Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de Tumbes – 2018? 
Problema específico 2 
¿De qué manera se vulnera el Principio del Interés Superior del Niño, 
al aplicarse el Principio de Cosa Juzgada en los Procesos de 
Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de 
Tumbes - 2018? 
Objetivo general 
Analizar de qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el 
Derecho a la Identidad del Menor, en el Proceso de Impugnación de 
Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de Tumbes – 2018. 
Objetivo específico 1 
Determinar de qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el 
Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva en un Proceso de 
Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de 
Tumbes – 2018. 
Objetivo específico 2 
Determinar de qué manera se vulnera el Principio del Interés Superior 
del Niño, al aplicarse el Principio de Cosa Juzgada en los Procesos 
de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de 
Tumbes – 2018. 
Supuesto 
general 
El Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Identidad del 
Menor, en el Proceso de Impugnación de Paternidad, en la Corte 
Superior de Justicia de Tumbes, toda vez que los magistrados al 
momento de sentenciar no prevén la Tutela Jurisdiccional Efectiva 
del demandado dado que, se demostraría que sin haberse previsto que 
el demandante se someta a la prueba de ADN, máxime que se tome 
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en consideración la debida notificación del demandante, aún sin la 
prueba de ADN que demuestre fehacientemente el vínculo sanguíneo 
de paternidad, los magistrados adjudican la paternidad e identidad del 
menor. Vulnerándose así el derecho a la identidad del menor ya que 
no se estaría reconociendo su verdadera descendencia genética.  
Supuesto 
específico 1 
El Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva en un Proceso de Impugnación de Paternidad, 
en la Corte Superior de Justicia de Tumbes, en mérito a que el juez 
mediante sentencia lo declara padre al demandado sin haberle 
sometido a la prueba científica de ADN. Bajo este punto es preciso 
detallar que el demandado desconoce de la notificación con la cual se 
le solicita el someterse a la prueba de ADN y cuando este conoce por 
primera vez y desea cumplir con el proceso de Prueba de ADN, el 
juez no acepta el derecho invocado por el demandante manifestando 
que tiene carácter de cosa juzgada. Situación clara que pone en 
indefensión al demandante y transgrede el derecho de poder acceder 
a la justicia.   
Supuesto 
específico 2 
Se vulnera el Principio del Interés Superior del Niño, al aplicarse el 
Principio de Cosa Juzgada en los procesos de Impugnación de 
Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de Tumbes, Toda vez que 
una sentencia con calidad de cosa juzgada está desplazando al 
derecho a la identidad del menor en el proceso de impugnación de 
paternidad, por ello, el interés superior del niño debe primar en todo 
proceso de esta naturaleza, pues más aun saber con certeza científica 
si existe la determinación de paternidad por intermedio del examen 
genético de ADN. Asimismo, por el hecho de haber sido inicialmente 
asesorado ineficaz, deficiente e incorrectamente no se puede permitir 
que estas situaciones menoscaben a la verdad, objeto de la prueba 
genética que en tiempo y forma se debe conceder la prueba biológica 
al menor, a la demandada y al supuesto padre progenitor.  
Tipo de investigación Descriptivo 
Diseño de 
investigación Cualitativa no Experimental – De la Teoría Fundamentada 
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Participantes 
Los participantes del presente trabajo de investigación son los 
siguientes:  
 Funcionarios Públicos.
 Jueces de Familia.
 Abogados Litigantes.
Categorización C1: El derecho a la identidad. 
C2: El principio de cosa juzgada. 
Categorías Definición Conceptual Subcategorización 
El Derecho a la 
Identidad 
El derecho a la identidad, es un 
derecho fundamental inherente a 
toda persona, consagrado en el 
artículo 2 inciso 1 de la 
Constitución Política del Perú de 
1993. 
- El interés superior del niño
- La tutela jurisdiccional
efectiva.
- El principio de verdad
biológica.
- Importancia del ADN en el
proceso de filiación.
- Impugnación de paternidad
El Principio de Cosa 
Juzgada 
La cosa juzgada es un principio y 
derecho de la función 
jurisdiccional del Estado, se 
encuentra prescrita en el artículo 
139 de nuestra Carta Magna de 
1993.  
- Clasificación del principio
de cosa juzgada
- Efectos del principio de
cosa juzgada.
- Limites objetivos y






Ficha de entrevista – Ficha de análisis de fuente documental 
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ANEXO 3 – GUÍA DE ENTREVISTA 
FICHA DE ENTREVISTA DIRIGIDA A FUNCIONARIOS PÚBLICOS, JUECES, 
FISCALES Y ABOGADOS LITIGANTES 
Título: “El Derecho a la Identidad del Menor frente al Principio de Cosa Juzgada en el 
Proceso de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de Justicia de Tumbes – 
2018” 
Entrevistado/a: …………………………………………...……………………………... 
Cargo/Profesión/Grado Académico: …………………………………………………... 
Años de trayectoria laboral: …………………...………………………………………. 
Institución: ……………………………………………………………………………… 
______________________________________________________________________ 
1. ¿Qué opinión le merece la declaración judicial de paternidad en un proceso de







Analizar de qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Identidad 
del Menor, en el Proceso de Impugnación de Paternidad, en la Corte Superior de 





2. ¿Cuál es su opinión respecto del carácter de cosa juzgada que adquieren las
sentencias en los procesos de filiación extramatrimonial, cuando el demandado no se








3. ¿Para usted qué figura jurídica es más relevante, el Principio de Cosa Juzgada o el








4. ¿En qué circunstancias se vulnera el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva en
los procesos de Impugnación de Paternidad?
OBJETIVO ESPECÍFICO 1 
Determinar de qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva en un proceso de Impugnación de Paternidad, en la Corte 









5. ¿En qué supuestos debería aplicarse el Principio de Cosa Juzgada en la calificación







6. ¿En qué otros procesos se puede impugnar una sentencia consentida de declaración








OBJETIVO ESPECÍFICO 2 
Determinar de qué manera se vulnera el Principio del Interés Superior del niño, al 
aplicarse el principio de Cosa Juzgada en los Procesos de Impugnación de Paternidad, 
en la Corte Superior de Justicia de Tumbes – 2018. 
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7. ¿Qué relación existe entre el Derecho a la Identidad y el Principio del Interés 







8. ¿Cuál es la finalidad del Proceso de Impugnación de Paternidad, considerando el 







9. A su criterio ¿Qué relación existe entre el Principio del Interés Superior del Niño y 

























































































































































ANEXO 04 – GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
“ANÁLISIS DE SENTENCIA DE VISTA” 
Sala Especializada Civil de la Corte Superior de Justicia de Tumbes 
Exp. N° 2718 - 2017 
DESCRIPCIÓN DE LA FUENTE IDENTIFICACIÓN DEL OBJETO DE 
ANÁLISIS 
Sentencia de Vista, Resolución N° 
06 de fecha 03 de abril del 2018, 
expedida por la Sala Especializada 
Civil de la Corte Superior de 
Justicia de Tumbes / Exp. N° 
02718-2017-0-2601-JR-FC-01 
sobre Impugnación de Paternidad 
Extramatrimonial. Caso: Rojas 
Guzmán Ricardo Nixon /vs / 
Moran Núñez Cecilia Gabriela 
“Considerando 5.4. La Sala Especializada Civil 
de Tumbes al resolver los fundamentos sostenido 
por Ricardo Nixon Rojas Guzmán, sobre 
Impugnación de Paternidad Extramatrimonial 
(Exp. N° 02718-2017). ha determinado respecto a 
la declaratoria de improcedencia de la demanda, 
que si el supuesto progenitor pide someterse a los 
rigores de la Ley N° 28457, y perdió el proceso, 
existiendo sentencia con calidad de cosa juzgada 
que declara la paternidad extrajudicial, 
precisamente por la conservación del derecho a la 
identidad alcanzado por la niña, niño o adolecente 
y en base a la protección especial que debe 
OBJETIVO GENERAL 
Analizar de qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Identidad 
del Menor, en el Proceso de Impugnación de paternidad, en la Corte Superior de 
Justicia de Tumbes – 2018. 
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prodigarle el Estado, resulta de aplicación los 
principios de santidad de la cosa juzgada y la 
prohibición de remover procesos fenecidos 
dispuesta por los incisos 2 y 13 del artículo 139° 
de la Constitución del Estado”. 
PARTE DEMANDANTE ROJAS GUZMAN, RICARDO NIXON 








“ANÁLISIS DE ADMISIÓN DE CASACIÓN” 
Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la Republica 
Exp. N° 2718 - 2017 
Sentencia de Vista que confirmo lo resuelto por el Primer Juzgado de Familia de Tumbes 
que declaro IMPROCENDETE la demanda sobre Impugnación de Paternidad 
Extramatrimonial.    
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DESCRIPCIÓN DE LA FUENTE IDENTIFICACIÓN DEL OBJETO DE 
ANÁLISIS 
Admisión de Casación, N° 2493-
2018, de fecha 07 de setiembre del 
2018, expedida por la Sala Civil 
Permanente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Republica /Lima / 
Exp. N° 02718-2017-0-2601-JR-
FC-01 sobre Impugnación de 
Paternidad Extramatrimonial. 
Caso: Rojas Guzmán Ricardo 
Nixon /vs / Moran Núñez Cecilia 
Gabriela 
“Considerando 5.- sobre la infracción 
normativa material del artículo 399 del Código 
Civil. Señala que el Ad quem luego de hacer un 
recuento histórico respecto a la tutela sobre las 
pretensiones de impugnación de paternidad 
extramatrimonial, concluye en su texto 
considerando que el artículo 399 del Código 
Civil, no se ajusta o aplica a lo que inicialmente 
pretende respecto a la impugnación de 
paternidad, debido a que no ha existido un 
reconocimiento unilateral por su parte ni por la 
parte de la madre, sino como consecuencia de 
una resolución judicial firme; incurriendo la Sala 
Civil en un evidente infracción al interpretar 
sesgadamente esta norma, entrando en 
contradicción en su interpretación normativa. 
Añade que la sala ampara su fallo para confirmar 
lo resuelto por el juez manifestando que la 
paternidad le fue atribuida a través de una 
sentencia judicial y por lo tanto no tiene derecho 
a entablar juicio a fin de impugnar este 
reconocimiento. Refiere que no se ha 
considerado la opinión desarrollada por el Fiscal 
(fojas 62); así como, el derecho a la identidad y 
la verdad genética que tiene el menor y el 
recurrente”. 
PARTE DEMANDANTE ROJAS GUZMAN, RICARDO NIXON 
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“ANÁLISIS DE DICTAMEN FISCAL” 
Fiscalía Superior Mixta de Tumbes 
Exp. N° 2718 - 2017 
Resolución de Admisión de Casación que declara PROCEDENTE el recurso de casación 
interpuesto por Ricardo Nixon Rojas Guzmán, contra la resolución de segunda instancia 
emitida por la Sala Especializada en lo Civil de la Corte Superior de Justicia de Tumbes. 
Por las causales de: infracción normativa material del artículo 399 del Código Civil e 
infracción normativa procesal del artículo 1 del Título Preliminar del Código Procesal 
Civil, asimismo, declara la PROCEDENCIA EXCEPCIONAL por la causal de: 
infracción normativa procesal del artículo 139 inciso 3 y 5 de la Constitución Política 
del Perú.  
OBJETIVO ESPECÍFICO I 
Determinar de qué manera el Principio de Cosa Juzgada vulnera el Derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva en un Proceso de Impugnación de Paternidad, en la Corte 
Superior de Justicia de Tumbes - 2018. 
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DESCRIPCIÓN DE LA FUENTE IDENTIFICACIÓN DEL OBJETO DE 
ANÁLISIS 
Dictamen Fiscal N° 04 de fecha 15 
de febrero del 2018, expedida por 
la Fiscalía Superior Mixta de 
Tumbes / Exp. N° 02718-2017-0-
2601-JR-FC-01 sobre 
Impugnación de Paternidad 
Extramatrimonial. Caso: Rojas 
Guzmán Ricardo Nixon /vs / 
Moran Núñez Cecilia Gabriela. 
“Considerando 3.10. La fiscalía considera que en 
atención al interés superior del niño y el derecho a 
la identidad que le asiste al menor y los derechos 
del progenitor, que si bien la decisión aludida por 
el accionante, resolvió el conflicto jurídico del 
proceso sobre la declaración judicial de 
paternidad extramatrimonial, también lo es que, 
solo lo hizo de manera formal, pues no se ha 
logrado establecer la verdadera identidad 
biológica existente entre la menor Génesis 
Valentina Rojas Moran y don Ricardo Nixon 
Rojas Guzmán, que es el objetivo principal 
propuesto en la presente demanda, en la cual se 
solicita someterse a la prueba científica del ADN, 
prueba que resolvería el conflicto de manera 
eficaz; lo cual ha generado el actual proceso 
judicial, donde se resolverá el conflicto, esto es, 
establecer la verdadera identidad de la menor 
Génesis Valentina Rojas Moran, quien tiene 
derecho a saber quién es su padre biológico, así 
como el derecho del accionante a saber la verdad, 
si la menor ha sido procreada por su persona”. 
PARTE DEMANDANTE ROJAS GUZMAN, RICARDO NIXON 
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“ANÁLISIS DE CASACIÓN” 
Sentencia Casatoria N° 4167 – 2011 / Junín 
DESCRIPCIÓN DE LA FUENTE IDENTIFICACIÓN DEL OBJETO DE 
ANÁLISIS 
Sentencia Casatoria N° 4167 / 
Junín / Sala de Derecho 
Constitucional y Social 
En este sentido, el Tribunal Constitucional en el 
Considerando 09 refiere: “En el caso de autos, 
ha precisado las razones por las que concluye 
DECISION FICAL. -Por estas consideraciones, conforme a las atribuciones conferidas 
por el Decreto Legislativo 052, Ley Orgánica del Ministerio Publico esta Fiscalía Superior 
Mixta de Tumbes OPINA: se REVOQUE, la resolución materia de grado que declara 
improcedente la demanda y REFORMULANDOLA se admita a trámite la demanda a fin 
de evaluar los medios probatorios y/o analizar si efectivamente se trata de proceso 
idénticos a fin de emitir un pronunciamiento de fondo.    
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Permanente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Republica sobre el 
Proceso de Filiación de 
Reconocimiento Extramatrimonial 
de fecha 23 de abril del 2013. 
que la demanda de amparo es fundada, y 
conforme se ha glosado en la consideraciones 
precedentes toda persona tiene derecho a su 
identidad, y si consideramos amparar la 
excepción de caducidad importa un menoscabo 
sobre el derecho a la identidad, por lo que la 
norma constitucional debe primar sobre la norma 
procesal, máxime si cuando el derecho a la 
identidad tiene jerarquía constitucional; en 
consecuencia, al advertirse manifiesto agravio al 
principio constitucional del debido proceso y a 
la tutela jurisdiccional efectiva, debe 
confirmarse la apelada y proseguir a trámite del 
proceso de filiación, donde se practicara una 
prueba de ADN como única alternativa para 
resolver el punto controvertido”. 
PARTE DEMANDANTE Luis Hernán Zumaeta Risco en 
representación de don Rubén Darío Gonzales 
Noroña 
PARTE DEMANDADA Haydee Herlinda Cárdenas Aguirre en 
representación de don Juvenal Cárdenas 
Hurtado 
Colegiado Supremo resolvió declarar FUNDADA la pretensión sostenida por el 
demandante. Inaplicable al presente caso el artículo 379 del Código Civil de 1936, nulo 
del Auto de Vista N° 100-2008 y nula la Resolución N° 36 de fecha 22/09/08, emitidas 
en el proceso sobre filiación de paternidad extramatrimonial seguido por el actor contra 
la sucesión de don Herminio Cárdenas Hurtado, ordenaron que el A quo prosiga con el 









“ANÁLISIS DE RECURSO DE CASACIÓN” 
Recurso extraordinario de Casación interpuesto contra la Sentencia de Vista 
expedida por la Sala Especializada Civil de la Corte Superior de Justicia de 
Tumbes 
DESCRIPCIÓN DE LA FUENTE IDENTIFICACIÓN DEL OBJETO DE 
ANÁLISIS 
Recurso de extraordinario de 
Casación de fecha 14 de mayo del 
Respecto al segundo considerando sobre la 
infracción normativa del artículo I del Título 
la tutela jurisdiccional efectiva y el debido proceso, por no haber obtenido una resolución 
fundada en derecho, pues la verdad de la paternidad genética no puede estar subordinada 
a un plazo. 
OBJETIVO ESPECÍFICO II 
Determinar de qué manera se vulnera el Principio del Interés Superior del Niño, al 
aplicarse el Principio de Cosa Juzgada en los Procesos de Impugnación de Paternidad, 
en la Corte Superior de Justicia de Tumbes - 2018. 
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2018 interpuesto por Rojas Guzmán, 
Ricardo Nixon contra la Sentencia N° 
06 expedida por la Sala Especializada 
Civil de la Corte Superior de Justicia 
de Tumbes de fecha 03 de abril del 
2018/ Exp. N° 02718-2017 / expuesta 
por la defensa jurídica a cargo de los 
letrados Dr. Orlando Trinidad Farro y 
Dra. Tatiana Lucia Díaz Díaz, 
miembros de la Asociación de 
Defensa Jurídica – ADJ Abogados & 
Consultores, los mismos que fueron 
entrevistados en el presente trabajo 
de investigación. 
Preliminar del Código Procesal Civil sobre el 
Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva. (pág. 
08). El auto superior materia de impugnación ha 
conculcado el derecho constitucional a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva justamente por el hecho de 
no haberme permitido que la pretensión (más allá 
de las razones intrínsecas que se tiene) pueda ser 
dilucidado en sede judicial, impidiendo que el 
juzgador competente conozca la controversia, 
controle la legalidad de las normas para que 
posteriormente recién resuelva; no obstante al 
haber declarado la improcedencia liminar del 
recurso primigenio se está obstaculizando la 
posibilidad de ejercer el derecho tutelar. 
PARTE DEMANDANTE ROJAS GUZMAN, RICARDO NIXON 





Recurso de extraordinario de Casación de fecha 14 de mayo del 2018 interpuesto por Rojas 
Guzmán, Ricardo Nixon contra la Sentencia N° 06 expedida por la Sala Especializada 
Civil de la Corte Superior de Justicia de Tumbes de fecha 03 de abril del 2018/ Exp. N° 
02718-2017 / que CONFIRMO lo resuelto por el Primer Juzgado de Familia de Tumbes, 






“ANÁLISIS DE RECURSO DE APELACIÓN” 
Recurso de Apelación interpuesto contra la Resolución expedida por el Primer 
Juzgado Especializado de Familia de la Corte Superior de Justicia de Tumbes 
DESCRIPCIÓN DE LA FUENTE IDENTIFICACIÓN DEL OBJETO DE 
ANÁLISIS 
Recuro de Apelación de fecha 15 de 
diciembre del 2017 interpuesto por 
Rojas Guzmán Ricardo Nixon contra 
la Resolución N° 01 (Auto), expedida 
por el Primer Juzgado Especializado 
de Familia de la Corte Superior de 
Justicia de Tumbes de fecha 01 de 
diciembre del 2017/ Exp. N° 2718-
2017 / formulada por la defensa 
jurídica a cargo de los letrados Dr. 
Orlando Trinidad Farro y Dra. 
Tatiana Lucia Díaz Díaz, miembros 
de la Asociación de Defensa Jurídica 
– ADJ Abogados & Consultores, los
mismos que fueron entrevistados en
el presente trabajo de investigación.
Este colegiado en la resolución N° 01, que 
declara improcedente la demanda de 
impugnación de paternidad, materia del presente 
recurso de apelación, ha resuelto manifestando 
en su CUARTO ACAPITE lo siguiente (pág. 
02): “En el presente caso, el recurrente Ricardo 
Nixon Rojas Guzmán, interpone la demanda de 
impugnación de paternidad respecto de la niña 
Génesis Valentina Rojas Moran, de diez años de 
edad, alegando que no es su hija, asimismo en el 
primer y segundo fundamentos facticos de la 
demanda, señala que la demandada Doña Cecilia 
Gabriela Moran Núñez, en el año 2007 lo 
demanda sobre Filiación Judicial de Paternidad 
Extramatrimonial, cuya causa se tramito ante el 
Segundo Juzgado de Paz Letrado de Tumbes 
(Expediente N° 776-2007), solicitando se 
declare la paternidad a favor de la mencionada 
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niña, resultando una sentencia fundada 
adicionalmente a esto, señala que pese a haber 
interpuesto oposición a la indicada demanda con 
la finalidad de someterse a la prueba genética del 
ADN, para que se determine la existencia de la 
paternidad, su Abogado que lo patrocino en 
aquella época jamás le informo ello, 
cumpliéndose los plazos para impugnar”. 
PARTE DEMANDANTE ROJAS GUZMAN, RICARDO NIXON 









Recuro de Apelación de fecha 15 de diciembre del 2017 interpuesto por Rojas Guzmán 
Ricardo Nixon contra la Resolución N° 01 (Auto), expedida por el Primer Juzgado 
Especializado de Familia de la Corte Superior de Justicia de Tumbes de fecha 01 de 
diciembre del 2017/ Exp. N° 2718-2017, que RESULVE declarando la Paternidad 
extramatrimonial, sin el sometimiento al examen genético de ADN al demandado.  
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